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Introducción

'Tal vez todo Buenos Aires no durmió la noche del sábado
con la idea del interesante asunto de que al día siguiente
debía ocuparse. Así amaneció el domingo; y aún antes de
la hora de la ley, las parroquias estaban llenas de ciudada-
nos que iban a formar las mesas o asambleas electorales: se
nombraron los presidentes y escrutadores, y a las ocho em-
pezaron a recibirse los sufragios de un inmenso pueblo que
acudía como a porfía, que se disputaba la preferencia, y
que no cesó de llegar en todos los puntos durante el tiem-
po que la ley señala ... ".

El Correo de las Provincias, 23 de enero de 1823.

El cuadro que evoca la cita sobre un día de elección en Bue-
nos Aires puede resultar sorprendente para un lector despreveni-
do que apenas conoce la historia argentina del período.

El tono grandilocuente utilizado por el cronista para descri-
bir el acto cívico de votar contrasta con las imágenes que hereda-
mos del pasado a través de la escuela y de diversos medios de di-
vulgación histórica. La arraigada convicción de que el temprano
siglo XIX argentino fue sólo el escenario de guerras civiles y lu-
chas entre caudillos hizo olvidar que tales guerras, asonadas y re-
vueltas convivieron con otras prácticas menos violentas, tan rele-
vantes como aquéllas para explicar la alta conflictividad política
que caracteriza a todo el período que se abre con la Revolución de
Mayo. La celebración de elecciones pef"iódicas para designar a los
miembros de los nuevos poderes nacidos con la caída del Imperio
español coexistió con esa lógica guerrera tantas veces exaltada por
académicos, publicistas, maestros y divulgadores. De igual mane-
ra que en el resto de la América hispánica, los hombres que habi-
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taban el ex virreinato del Río de la Plata comenzaron a "elegir" a
sus autoridades a través de diversas prácticas y leyes electorales dic-
tadas a partir de 1810, que por cierto se parecen poco a las desa-
rrolladas contemporáneamente pero no por ello dejaron de tener
incidencia en la definición de las nuevas reglas que debían regu-
lar la sucesión de la autoridad política.

El escaso interés que despertó el tema del sufragio no fue, sin
embargo, patrimonio exclusivo de la historiografía argentina;
constituyó un dato común de la historiografia latinoamericana si
se atiende al conjunto de presupuestos que hasta no hace muchos
años sentó las bases de la interpretación canónica en torno a la
historia política de la primera mitad del siglo XIX. La identifica-
ción del comicio con la noción de farsa o ritual-donde predomi-
naba el fraude y la manipulación-, la reducción del fenómeno del
caudillismo -en sus diversas versiones regionales- a un tipo de mo-
vilización rural basada en la sola fuerza militar y desvinculada de
cualquier invocación a una legitimidad política fundada en la ins-
titucionalización de un aparato legal, la convicción de que las elec-
. ciones escondían el verdadero origen y fundamento del poder polí-
tico -un poder que podía estar sustentado en la acción .de las
armas, en la potencialidad económica de la clase dirigente, o en
la simple capacidad personal por generar un liderazgo-, y la tra-
ducción del acto comicial como un momento más dentro de la in-
terminable sucesión de hechos violentos que signan la historia in-
mediatamente posterior a las revoluciones, fueron los principales
componentes del engranaje explicativo clásico. En la historia ar-
gentina se reforzaban aún más estos presupuestos al visualizarse
los acontecimientos de la primera mitad del siglo como trabas u
obstáculos de lo que se suponía en germen; esto es, del verdadero
camino civilizatorio que comenzaría a concretarse luego de 1853
con la formación del Estado-Nación.

Las críticas que, en obras recientes, se han realizado a cada
uno de estos componentes nos exime de un tratamiento detenido
en torno a los límites que impusieron al desarrollo de la historia
política.l La devaluación que, durante mucho tiempo, padecieron
. los estudios sobre las elecciones practicadas en las sociedades del
temprano siglo XIX dejó sin responder preguntas tan obvias co-

mo complejas. ¿Cuál fue la lógica de la sucesión política en aquel
contexto de fuerte predominio de liderazgos personales y milita-
res? ¿Cuál fue el tipo de legitimidad en la que se basó la relación
entre gobernantes y gobernados una vez rotos los lazos coloniales
y resquebrajado el pacto de legitimidad monárquico? ¿Qué papel
jugó la nueva legitimidad política sustentada en la noción de su-
fragio y ciudadanía?

La poca atención prestada a estos interrogantes -o la convic-
ción de que quedaban respondidos desde los presupuestos antes
enunciados- no fue producto exclusivo del lugar marginal que
ocupó la historia política durante las décadas de mayor predomi-
nio de la historia social y económica, sino además el corolario de
la imagen clásica que, tanto en el espacio europeo como america-
no, hizo del liberalismo el antecedente de la democracia de ma-
sas. Los mecanismos de la representación fueron muchas veces
considerados como un medio a través del cual se verificaba la re-
producción política del cuerpo social y como un campo de análi-
sis limitado al estudio de las normas que regulaban la representa-
ción y al grado de cumplimiento que tales normas produjeron. Se
tendía a ignorar así, entre muchas otras, dos cuestiones fundamen-
tales: la variedad y complejidad de las leyes electorales de cada re-
gión y el desarrollo de las prácticas informales -aquellas no con-
tenidas en la ley pero absolutamente vinculadas al sufragio- que
incidieron en el proceso de selección del personal político. La
asignación de estas prácticas a la esfera de las malas costumbres fue
un recurso habitual y, al mismo tiempo, el testimonio de cómo se
configuró el engranaje explicativo clásico. La apelación a un mo-
delo de referencia ideal-supuestamente contenido en la norma y
en un código implícito de valores compartidos- condujo a incluir
en el terreno de la corrupción todas aquellas prácticas no ajustadas
a dicho modelo o, como fue común en la interpretación de los ca-
sos latinoamericanos, a identificarlas como símbolo de atraso o in-
madurez respecto de aquél. Los procesos electorales fueron estu-
diados, en este sentido, bajo una perspectiva teleológica que vio
en el grado de acercamiento al tipo idealla única respuesta a la pre-
gunta sobre el papel del sufragio en la constitución de los regíme-
nes políticos del siglo XIX.
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Es natural, entonces, que en el estudio de los casos latinoame- .
ricanos -considerados paradigmas de alejamiento del modelo y,
en consecuencia, símbolos de la corrupción electoral- la noción
de fraude haya sido la clave explicativa de los procesos de repre-
sentación política. Una clave adherida, por otro la9-0, a la imagen
corriente que considera a los regímenes decimonónicos como sis-
temas electorales restrictivos desde el punto de vista normativo y
excluyentes desde el punto de vista de las prácticas. Restricciones
supuestamente asociadas a regímenes censatarios que, en el cami-
no 'del esquema clásico, desembocarían en la conquista del sufra-
gio universal y con ella, en la democracia de masas.2 En la historia
argentina, este esquema se expresó en una cronología fácilmente
detectable. Al dilatado período que se abre con la Revolución de
Mayo, caracterizado por la lucha entre caudillos y la imposibilidad
de institucionalizar un régimen político moderno y estable, le su-
cedería un segundo momento -abierto con la conformación del
Estado nacional- en el que un régimen político restrictivo se im-
pondría a través de la práctica del fraude y la corrupción electo-
ral. La supuesta presión de las masas frente a este sistema de no-
tables habría impulsado su apertura, cuyo resultado, finalmente,
habría sido la prescripción del sufragio universal a través de la san-
ción de la Ley Sáenz Peña en 1912.3 Este modelo, que coloca al
sufragio universal como punto de llegada de un camino casi ine-
xorable en el que el liberalismo restrictivo constituiría el punto de
partida, no sólo ignora datos históricos que lo contradicen, sino
que además hace perder de vista la existencia de otras dimensio-
nes incluidas en el proceso de representación política.

Sobre estas dimensiones silenciadas en el modelo clásico des-
crito, los historiadores han comenzado a interrogarse en los últi-
mos años. La percepción de que el problema de la corrupción só-
lo conducía a un ideal de representación inexistente y que con
ello se borraba el papel que concretamente había desarrollado el
sufragio en las sociedades históricamente situadas, llevó a la for-
mulación de nuevas preguntas y a la creciente consolidación de
un campo de análisis en torno a los procesos electorales. Se des-
tacan, en este sentido, los trabajos realizados por historiadores eu-
ropeos preocupados por analizar el tema del sufragio en el trán-

sito del Antiguo Régimen a un sistema político moderno. Entre
las interpretaciones más importantes abiertas en los últimos años
cabe subrayar dos tendencias que, aunque complemen'tarias, se
distinguen por el tipo de abordaje realizado. Por un lado, la histo-
ria intelectual del sufragio realizada por Pierre Rosanvallon para el
casOfrancés, la que a diferencia de la historia política tradicional
y la historia de las ideas, busca recuperar el punto de intersección
entre la acción de los hombres y sus concepciones del mundo a la
vez que comprender las condiciones b~o las cuales se elaboraron
y transformaron las categorías sobre el problema de la represen-
tación y el sufragio.4 Por otro lado, la tendencia que recupera bá-
sicamente la interacción entre la dimensión social y la dimensión
política de los procesos electorales. Se destacan, en este sentido,
los trabajos realizados por historiadores italianos -cuya propuesta
innovadora se sintetiza en la introducción que Antonio Annino y
Rafaelle Romanelli publicaran en 1988 en la revista Quaderni Sto-
rici5- y los producidos por historiadores ingleses en las dos últi-
mas décadas.6 Estos estudios han llevado a reconsiderar toda la
compleja trama de normas y de prácticas, en la que la ley sólo com-
prende un área limitada del proceso y la práctica no representa
tanto la evasión o corrupción de la norma, sino su concreción. El
especial énfasis que esta segunda tendencia coloca en el análisis
de las prácticas electorales implica un doble reconocimiento: el
tributado al análisis institucional para extraer de él nuevos datós
e interpretaciones y el que considera a las prácticas informales aso-
ciadas al voto un valioso campo de abordaje.

Alimentada por estas nuevas perspectivas, la historia política
latinoamericana renueva los viejos moldes interpretativos y avan-
za en el conocimiento de un área aún muy poco explorada. Los
historiadores argentinos participan de este movimiento renova-
dor, aportando lecturas novedosas del proceso político decimonó-
nico. Sobre la base de algunos trabajos pioneros que lideraron el
"renacimiento" de la historia política l!n nuestro país -especial-
mente los realizados por Tulio Halperin Donghi y Natalío Bota-
na- se han desarrollado muy diversas líneas de análisis vinculadas
a nuestro objeto de estudio.7 Cabe destacar la ruta abierta por Jo-
sé Carlos Chiaramonte para el período que nos ocupa: sus estu-
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dios en torno al problema de la soberanía han resultado insusti-
tuibles a la hora de evaluar el papel del sufragio en aquellos años.8
Han sido de igual modo imprescindibles los trabajos realizados
por Hilda Sabato para el período inmediatamente posterior, cuya
sugerente interpretación sobre el proceso de construcción de la
ciudadanía política abrió nuevos rumbos a la investigación.9 Asi-
mismo, los aportes de historiadores inás orientados hacia el estu-
dio del papel desarrollado por las asociaciones civiles y las prácti-
cas culturales en la constitución de una esfera público-política,
como aquellos destinados a revisar los complejos VÍnculos entre
historia de las ideas e historia política, representan un avance de
fundamental importancia en esta tarea de renovación. 10 La for-
mulación de nuevas preguntas permitió descubrir el valor heurís-
tico de los procesos electorales en el campo de la historia política
a la vez que los límites del esquema en el que se basaba el engra-
naje explicativo clásico. El estudio específico de algunos casos la-
tinoamericanos demostró que el proceso de construcción de la
ciudadanía política, lejos de partir de modelos liberales restricti-
vos de carácter censatario, nació de una concepción muy amplia
de la ciudadanía, dando lugar a procedimientos electorales esca-
samente excluyentes desde el punto de vista normativo. La pers-
pectiva se invierte al intentar observar, ya no sólo los niveles de ex-
clusión que por medio de la ley o del fraude se implementaron en
cada región, sino la inclusión de nuevos segmentos de la sociedad
que a través del voto se integraron a la vida política.

El objeto de este libro es analizar, entonces, el papel que de-
sarrollaron los procesos electorales en la construcción de la socie-
dad política bonaerense durante la primera mitad del siglo XlX.
La necesidad de reemplazar la tradicional legitimidad monárqui-
ca por una nueva legitimidad capaz de garantizar la obediencia
política -sumado al hecho de que el Río de la Plata, al ubicarse rá-
pidamente dentro del bloque insurgente, no aplicó la Constitu-
ción de Cádiz de 1812 adoptada en la mayoría de las regiones ame-
ricanas leales a la Corona- hizo transitar a los diversos actores por
un sinuoso y complejo camino en el que el sufragio no ocupó un
lugar menor. La imagen clásica que minimizó el papel de las elec-
ciones después de la Revolución de Mayo se desmorona apenas se
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profundiza el estudio en este campo. Desde los debates que en dis-
tintos escenarios suscitó el tema del sufragio, 'pasando por la ob-
servación detenida de las prácticas formales e informales que, aso-
ciadas al voto, instituyeron los diversos grupos sociales, hasta los
itinerarios que ciertas representaciones del imaginario colectivo
realizaron, emigrando del campo doctrinario a la esfera política,
en todos los casos, la imagen de la representación electoral está
muy lejos de aquella que heredamos del pasado. El estudio de las
elecciones contribuye, en esta dirección, a explicar algunos aspec-
tos fundamentales de la fuerte conflictividad política que caracte-
rizó a todo el período abordado. Estudio que se llevó a cabo a par-
tir de la confluencia de diversos campos y registros de análisis: los
aportes de la historia social, cultural, de las ideas, intentan ser in-
tegrados en el marco de una historia política básicamente centra-
da en las prácticas y comportamientos de los actores. No se trata,
pues, de una "historia electoral" preocupada por el output de los
actos comiciales ni de una historia intelectual del sufragio; es, más
bien, un intento de acercamiento explicativo a la gran pregunta
que gira en torno a la disputa por el poder político, tomando co-
mo principal punto de observación las acciones desplegadas por
los grupos involucrados en los procesos electorales y los efectos
que generaron tales acciones y las representaciones elaboradas a
partir de ellas en la dinámica de funcionamiento del sistema po-
lítico.

El escenario aquí recortado es Buenos Aires entre 1820 y
1852. Dadas las características del proceso de construcción del Es-
tado Argentino, result.a dificil sostener la propuest.a de analizar los
procesos elect.orales en un ámbit.o que no llega a definirse como
un sist.ema de representación nacional en la primera mit.ad del
siglo XIX -excepto en los fracasados int.ent.os constitucionales o
reglamentos provisionales sucedidos en el período- y más dificil
aún -en el marco de un emprendimient.o individual- int.ent.ar
abarcar el estudio de las elecciones e¡¡,cada una de las regiones
del territorio del ex virreinato, cuando producida la caída del po-
der central en 1820 se genera un proceso muy desigual de cons-
trucción de soberanías provinciales y de regímenes represe;"t.at.i-
vos limitados a tales provincias.ll El análisis de lo acont.ecido en



Buenos Aires, si bien no presupone la posibilidad de hacer gene-
ralizaciones al quizá mal llamado espacio rioplatense, permite al
menos reflexionar sobre cuestiones que inciden más allá del terri-
torio de la provincia, dado el papel protagónico que ésta tuvo en
el concierto político de la época y los legados que el ejercicio de
la práctica electoral dejó a la etapa siguiente de organización na-
cional. En este sentido, Buenos Aires fue, sin duda, a diferencia
de otras provincias, el caso más exitoso en términos de la impor-
tancia asumida por los procesos electorales en la sucesión de la
autoridad política (y el menos afectado, además, por las guerras
civiles y revudtas lideradas por caudillos regionales que estaban
lejos de adoptar el sufragio como principal criterio de legitimi-
dad) y uno de los mejor dotados para su estudio dada la riqueza
del corpus documental existente.

El libro se estructura a partir del análisis de tres momentos de
la historia del régimen representativo en el Río de la Plata, en los
que se fueron configurando formas diferentes de atenuar el con-
flicto político que inevitablemente devenía de la competencia
electoral. Una competencia que, naturalmente, carecía de pará-
metros y reglas que la regularan -al modo de lo que más tarde
constituirá un sistema competitivo de partidos-, pero que por esa
misma razón era percibida como perturbadora del nuevo orden
político instaurado con la revolución. El nacimiento de una era
pautada exclusivamente por la celebración de elecciones periódi-
cas en reemplazo de las reglas de sucesión monárquica, colocaba
a la nueva elite dirigente frente a un dilema que, por su propia no-
vedad, no acertaba a definir en su justa medida: la legitimidad só-
lo podía proceder del consentimiento de aquéllos sobre los que
habría de ejercerse la autoridad a la vez que los mecanismos pues-
tos en juego para expresar dicho consentimiento traían consigo
una inevitable cuota de imprevisibilidad. A pesar de todos los in-
tentos que la elite hiciera en términos de "aniquilar" el espíritu de
incertidumbre derivado del voto de los ciudadanos, quedaba siem-
pre una brecha entre el control ejercido por aquélla y la manifes-
tación de las preferencias de éstos. El dilema era justamente tal,
porque en un universo en el que la noción de unanimidad seguía
concibiéndose como un principio capital al que nadie parecía es-

tar dispuesto a renunciar definitivamente, cualquier intento por
hacer desaparecer aquella brecha, o bien corría el riesgo de ape-
lar a nociones que por su propia procedencia desvirtuaban los
principios revolucionarios de libertad e igualdad, o pagaba el cos-
to político de anular la legitimidad fundada en la libre delibera-
ción que debía acompañar al ejercicio del sufragio.

La primera parte busca detectar los principales nudos proble-
máticos que emergen con la instauración de la nueva representa-
ción política luego de la revolución. El primer capítulo, concebi-
do como una introducción al tema central del libro, está destinado
a plantear los ejes del debate representativo en el Río de la Plata
durante la década revolucionaria. El objetivo, en este caso, es com-
prender mejor el marco en el que se engendró la crisis del año '20
-a la que en el segundo capítulo hemos definido como una crisis
de representación- y el contexto en el que fue sancionada la ley
electoral de 1821 (capítulo tercero), vigente hasta 1852. Dicha ley,
profundamente innovadora según lo ha consagrado cierta histo-
riografia, combinó de manera sui generis algunos de los lenguajes
políticos que circulaban en aquellos años en el Río de la Plata pa-
ra dar respuesta -a la luz de la experiencia previa- a uno de los
más graves problemas abiertos por la revolución: el de la sucesión
política.

La segunda parte penetra directamente en la cuestión medu-
lar del libro: las prácticas electorales desarrolladas en Buenos Ai-
res durante la llamada jeliz experiencia nvadaviana. Los capítulos
cuarto y quinto se detienen en un análisis de las elecciones, en la
consideración de los diferentes estratos que conformaron el uni-
verso electoral y en los distintos niveles de conflicto que emergie-
ron asociados al voto. La ruptura del orden legal producida en
1828 (desarrollada en el capítulo sexto) estuvo'íntimamente vin-
culada con la lógica adquirida por las elecciones realizadas luego
de la restitución de las instituciones provinciales abolidas por el
Congreso Constituyente en 1825. La posibilidad de crear en los
primeros años de la jeliz experiencia una fórmula exitosa capaz de
garantizar la renovación pacífica de las autoridades provinciales
-basada en la libre deliberación de las candidaturas-, fue perdien-
do, poco a poco, su potencial originario. La dinámica asumida por
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los procesos electorales luego del fracaso del Congreso Constitu-
yente incidió de manera significativa en la fuerte conflictividad po-
lítica desplegada entre 1828 y 1835 Y en la resolución posterior
que culminó con la instauración de un régimen de unanimidad.

La tercera parte del libro está destinada, precisamente, a ana-
lizar el papel del sufragio en la época de Rosas. Examina, en pri-
mer lugar, las diversas opciones planteadas en el interregno que
separa la jeliz experiencia d.e la unanimidad rosista y la compleja arti-
culación existente entre los debates de tono más ideológico y doc-
trinario con la contingencia de los acontecimientos políticos (ca-
pítulo siete). En la intersección de ambos registros se halla la
explicación de la fórmula adoptada por Rosas luego de 1835 y la
peculiar configuración de su régimen, basado en la ingeniería po-
lítica rivadaviana yen la aplicación sistemática del "terror". La su-
presión de la competencia electoral a través.del sistema de "lista
única" y la expansión de la frontera política en el territorio rural
(tratados en el octavo capítulo) constituyeron los fundamentos de
un régimen de tipo plebiscitario que colocaba a los rituales elec-
torales en un estatus hasta ese momento desconocido. El último
capítulo está destinado a describir este componente ritual -a la
vez festivo y grotesco- del régimen rosista, a partir del cual el go-
bernador buscó ratificar su indiscutida autoridad en nombre de
la "voluntad general" y la "uniformidad de opinión".

El propósito, entonces, consiste en establecer los puntos de
contacto entre los procesos electorales y las viejas cuestiones que
ya ha dejado planteadas la historiografía argentina y latinoameri-
cana. El fenómeno del caudillismo, como los procesos de milita-
rización y ruralización de la política asociados a aquél, se produ-
jeron en íntima articulación con la nueva representación política
desplegada luego de la independencia. Lejos de constituir fenó-
menos antagónicos, reproducen una compleja trama en la que el
voto revela ser un factor de fundamental importancia a la hora de
interpretar las motivaciones que llevaron a los distintos grupos de
la elite a enfrentarse en diversas esferas. La inestabilidad política
y las guerras civiles que caracterizaron toda esta etapa no pueden
ser explicadas desde la sola perspectiva de la militarización o del
caudillismo. En ellas juega un papel primordial la búsqueda de
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una fórmula que fuera capaz, al mismo tiempo, de legitimar el po-
der político y de generar obediencia regulando la relación entre
gobernantes Y gobernados una vez resquebrajado el pacto monár-
quico. La cuestión del sufragio aparece, pues, en la base misma de
esta inestabilidad yen el horizonte de todos los modelos represen-
tativos discutidos e implementados en el Río de la Plata entre 1810
y 1850. Yaunque la imagen que plantea la cita del comienzo resul-
te exagerada para extraer de ella conclusiones apresuradas, repre-
senta, sin embargo, un punto de partida ineludible que puede sin-
tetizarse en la siguiente pregunta: ¿Qué valor asumió el acto de ir
a votar para quienes vivieron y actuaron en esos años, y qué inci-
dencia tuvo este gesto en la dinámica política de la época?
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PRIMERA PARTE:
Los pritneros

ensayos electorales
..en el Río de la Plata

(1810-1821 )



1. Sufragio y revolución
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El13 de mayo de 1810, luego de cincuenta y tres días de nave-
gación, una fragata mercante inglesa arri~aba ~,Montevideo, por-
tando noticias poco alentadoras sobre la sltuaClon de la penmsu-
la ibérica: las tropas francesas habían llegado a las inmediaciones
de la Real Isla de León con la intención de apoderarse de Cádiz y
del gobierno que allí se refugiaba. A pesar del intento que el virrey
Cisneros realizara con el objeto de ocultar la información proce-
dente de la metrópoli, fue imposible frenar aquello que, visto en
perspectiva, parece hoy irrefrenable. La noticia de una casi total
pérdida de la península en manos francesas, divulgada en Buenos
Aires a los pocos días del arribo de la fragata a la costa oriental, ve-
nía a ratificar de manera irreversible la sorpresa inicial que expe-
rimentaron peninsulares y criollos al conocer los hechos de Bayo-
na, cuando se produjo la cesión de la Corona primero a Napoleón
y luego aJosé Bonaparte. Sorpresa y perplejidad frente a una situa-
ción que no habían buscado ni imaginado, pero que se erigía en
una gran ocasión para re discutir los términos sobre los cuales se
había fundado hasta ese momento la obediencia política. Las pri-
meras muestras de lealtad dinástica y patriotismo español que ha-
bían atravesado las Indias en 1808, serían reemplazadas por la for-
mación de juntas de gobierno provisorias que se presentaban
-desde Caracas hasta Buenos Aires- como herederas de un poder
caído. Luego de dos años de incertidumbre frente a un trono va-
cante, la ya conocida noción de retroversión de la soberanía comenzó
a ser evocada en un contexto en el que los propios protagonistas
parecían ignorar las consecuencias a las que podía conducir dicha
invocación: la revolución estaba en marcha, aunque los hombres
que la condujeron no se llamaran a sí mismos revolucionarios.12

¿Qué aspecto de esta revolución, tan estudiada como discuti-
da, interesa destacar en este libro y más especialmente en este ca-



toS- la literal ausencia de autoridad. El aprendizaje que aquellos
hombres hicieron a través de la nueva experiencia electiva -habi-
tuados ajurar fidelidad a un rey muy lejano y ser gobernados por
delegados de ese rey nunca visto ni conocido- fue lo suficiente-
mente conmovedora como para erigirse en un punto de no retor-
no. Losgobernantes no gozarían de allí en másde una legitimidad
de origen sino se sometían al veredicto de un proceso electoral en
cualquiera de las variantes ensayadas en aquellos años.

La descripción detallada de tales variantes durante la década
revolucionaria no constituye, sin embargo, el principal objeto de
este capítulo. Sería imposible abordar en pocas páginas la comple-
jidad de los procesos electorales desarrollados entre 1810y 1820
(los que ameritan la publicación de un volumen específico sobre
el tema) como sería imposible también comprender lo ocurrido
en Buenos Aires luego de 1820 sin contemplar el derrotero de la
representación política en los años precedentes.13 Por tal motivo,
sólo se tratarán algunos aspectos fundamentales de los comicios
realizados durante el período con el doble objeto de reflexionar
sobre los problemas representativos más acuciantes que vivieron
los hombres que enfrentaron la revolución y detectar la evalua-
ción que de tales problemas hicieron los miembros de la elite di-
rigente en los inicios de la década siguiente. Para ello es conve-
niente comenzar con la recuperación de la imagen canónica que
sobre las elecciones de la primera mitad del sigloXIX hemos he-
redado, ya mencionada en la introducción.

En primer lugar, vale la pena detenerse en uno de los tópicos
más repetidos por ciertos historiadores, devenido en una especie
de "sentido común" que, por ser tal, tardó mucho tiempo en ser
cuestionado: que las elites buscaron restringir desde un comien-
zo -tanto desde el punto de vista normativo como a través de las
prácticas informales implementadas- la participación del "pue-
blo" en las elecciones celebradas en el período. El presupuesto se
funda en la creencia de que ese "pueblQ"-al que nunca se define
de manera más o menos precisa- pujaba ansiosamente por elegir
a sus gobernantes y que los miembros de la elite -una elite tam-
bién escasamente definida- habrían impedido por diversos me-
dios llevar adelante tal propósito. El resultado habría sido la con-
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pítulo inicial? Aun cuando resulta dificil recortar aspectos de Un
acontecimiento que afectó toda la vida de aquellos hombres, no
es marginal al proceso desatado en 1810 analizar una de las expe-
riencias más novedosas que importó la revolución: la de comen-
zar a elegir nuevas autoridades. Pese a que muchos podrían obje-
tar que las elecciones no constituyeron un proceso tan novedoso
si se tiene en cuenta que las Leyes de Indias contemplaban la de-
signación de miembros de Cabildo a través de mecanismos electi-
vos y que en 1809 ya se habían practicado elecciones en muchas
ciudades americanas cumpliendo la Real Orden dictada por la
Junta Central de España (creada luego de la vacalio regis) el22 de
enero de ese mismo año para designar representantes a dichaJun-
ta, la dimensión que asumieron los procesos electorales luego de
los sucesos de mayo de 1810 en el Río de la Plata estuvieron muy
lejos de poder compararse con aquéllos. Yesto es así porque si
bien los primeros reglamentos emanados de la Junta Provisional
erigida en Buenos Aires retomaron los mecanismos ya conocidos
de la tradición política española, el contexto en el que fueron emi-
tidos y los efectos que rápidamente produjeron se revelaron com-
pletamente nuevos. Ya no se trataba de designar por el clásico
procedimiento de cooptación a capitulares dependientes de las au-
toridades virreinales (losmiembros del Cabildo saliente "elegían"
a sus sucesores) ni a representantes de una Junta Central que, a
pesar de haber reconocido a las colonias ultramarinas como par-
te integrante de la nación española luego de la invasión napoleó-
nica, no dejaba de presentarse como órgano superior capaz de im-
poner reglas desiguales para el acceso de peninsulares y criollos
al ejercicio de la representación. Las elecciones celebradas a par-
tir del 25 de mayo de 1810 en todo el territorio del ex virreinato
se hicieron en un contexto de profunda rupttira con la metró-
poli -aunque los protagonistas no hayan tenido claros objetivos
independentistas desde un comienzo-, produciendo efectos de-
vastadores para el antiguo orden colonial. Retroversión de la so-
beranía, soberanía del pueblo, libertad e igualdad, fueron algu-
nos de los principios invocados para legitimar el nuevo curso de
acción y avalar la reglamentación de procedimientos electivos ca-
paces de reemplazar -al calor de la urgencia de los acontecimien-
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formación de gobiernos con una frágil base popular, ocupados bá-
sicamente en evitar la tan amenazante participación de la "plebe"
en las elecciones periódicas. Esta imagen, sin embargo, se contra-
pone a una realidad -según expresan las fuentes sobre el perío-
do- en la que el "pueblo" se mostraba poco interesado (se podría
afirmar casi indiferente) en participar de los actos comiciales con-
vocados por la elite dirigente; a reglamentos electorales escasa-
mente restrictivos respecto de la definición del mundo elector; y
a una actitud por parte de la elite que lejos de buscar restringir la
participación en el sufragio, procuraba alentarla en el marco de
la normativa vigente. Este cuadro de situación requiere ser expli-
cado en cada uno de sus componentes.

Comenzando por la dimensión normativa, es preciso recor-
dar que en los últimos años ya ha sido demostrado que en la Amé-
rica hispana se impuso un sufragio amplio cuyasexclusiones no si-
guieron, en general, las huellas del voto censatario derivado de la
típica figura del ciudadano propietario inglés.14 La imposición del
antiguo vecinazgo de origen hispánico combinado con la nueva
noción de "hombre libre" importada por la revolución dio como
resultado un régimen representativo escasamente excluyente si se
lo compara con otros vigentes en aquellos años. La discusión en
el RÍo de la Plata acerca de la conveniencia o no de restringir el
voto según criterios de riqueza o ilustración fue bastante posterior
al momento de la revolución: se introdujo promediando la déca-
da del '20 y aun en ese período ocupó un lugar marginal frente a
otros problemas más acucian tes asociados al sistema electoral. Los
niveles de inclusión en el régimen representativo no se debatie-
ron -al menos en el interior de las asambleas constituyentes con-
vocadas durante la década de 1810- en los términos de una repre-
sentación que define a qué individuos y segmentos sociales se les
reconoce el derecho de voto. Las clavesde la inclusión remitieron
más a lasjerarquías corporativo-territoriales de origen hispánico,
combinadas luego con las de la dependencia social, que a las de-
rivadas de criterios individuales de representación.

En el plano de las prácticas político-electorales queda aún por
demostrar si efectivamente los mecanismos informales operaron
con el objeto de restringir la participación, o si, por el contrario,
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el tan criticado "oficialismo electoral" actuó buscando ampliar el
espacio de participación en el marco de un régimen representati-
vo que sustituyera el desarrollado en el interior de asambleas o ca-
bildos abiertos, muy frecuentes en la década revolucionaria. Para
el caso rioplatense, la hipótesis aquí desplegada busca subrayar
que, lejos de querer limitar la participación en el sufragio, la elite
tendió a incentivarla en el marco del nuevo régimen representa-
tivo.El objetivo era disciplinar la movilización activada por la re-
volución, cuya expresión más frecuente se daba bajo la forma de
asambleas populares o cabildos abiertos. El régimen representati-
vo de voto indirecto venía entonces a intentar reemplazar la más
caótica y desordenada participación directa de la plebe en las
asambleas convocadas durante la década ya movilizar a un elec-
torado aún muy pasivo e indiferente según expresaban los publi-
cistas de la época y demostraban los resultados de las elecciones
realizadas.

Desde esta perspectiva, los problemas más relevantes que en
el interior del debate por la representación política se fueron de-
finiendo durante la década revolucionaria tienen como referen-
tes, por una parte, a las antiguas jerarquías corporativo-territoria-
les -en sintonía con la predominante concepción de cuerpos
soberanos- y a la tradicional condición de la dependencia social
para dirimir los niveles de inclusión y exclusión en el sufragio, y
por otra, a la oposición entre ejercicio directo de la soberanía y
régimen representativo. En el marco de estos parámetros se cons-
tituyó la práctica comicial en aquellos años y sobre su derrotero
tratará este capítulo.

Los criterios de la inclusión
en la representación política

La situación de "provisionalidad p~rmanente" que vivióel Río
de la Plata en la década revolucionaria -según la expresión de
José Carlos Chiaramonte-fue producto de la indefinición de dos
problemas sustanciales inherentes al orden político: el vincula-
do al slüeto de imputación soberana, por un lado, ya la forma de
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gobierno que debía adoptar el nuevo espacio político surgido del
desmoronamiento del Imperio, por el otro.15 Tal como ha demos-
trado el autor citado, el debate en torno al problema de la sobe-
ranía desplegado en los primeros momentos revolucionarios ocu-
pó el centro de la escena política. La repentina e inesperada crisis
del Imperio hispánico condujo, primero en la península y luego
en América, a buscar una solución doctrinaria legítima a la vaca-
tia regis producida tras los sucesos de Bayona. La tradicional teo-
ría de la retroversión de la soberanía, que concebía a los pueblos
y ciudades como sujetos de imputación soberana con privilegios y
jerarquías particulares, se enfrentó a la másmoderna doctrina que
consideraba a la nación como el sujeto único e indivisible de im-
putación. La generalizada invocación en América a la doctrina de
la retroversión en los momentos iniciales de la crisisenraizaba -se-
gún plantea Antonio Annino- en un horizonte de prácticas y len-
guajes ya conocidos; la noción abstracta de una nación compues-
ta por individuos libres e iguales, en cambio, no remitía a ningún
sujeto ni práctica política concreta ya conocida sino que provenía
directamente de las doctrinas aplicadas en Francia luego de la re-
volución y discutidas en las Cortes de Cádiz a partir de 1810.16 Por
otro lado, el debate sobre la forma de gobierno que debería adop-
tarse se desplegaba en consonancia con ~lproblema de la sobera-
nía: el modelo monárquico constitucional-que seguía las huellas
de la ingeniería constitucional inglesa de gobierno mixto o la más
novedosa implementada en Cádiz en 1812- y el modelo republi-
cano -aplicado en Estados Unidos o de manera más efímera en
Francia-, constituyeron los polos de una amplia gama de opciones
que recuperaban diversas formas de organización institucional en
las que se cruzaban alternativas centralistas, federales o confede-
rales, según el caso. I.a predominancia del modelo republicano
sobre el monárquico en los primeros años de la década se vio, en
parte, debilitada luego de la Restauración monárquica en Europa
en 1814, produciéndose el ya conocido giro "conservador" del
Congreso Constituyente reunido en 1816 respecto de las posicio-
nes adoptadas en la Asamblea del año XIII.

En ese contexto -al que se sumaba la guerra de independen-
cia-, los debates en torno al problema de la representación polí-

. uedaron subordinados a la indefinición de estas sustancia-uca q .
les cuestiones de orden institucional (que por razones de espaCiO
no desarrollaremos en esta oportunidad sin por ello dejar de re-
conocer la íntima articulación existente entre los debates por la
definición de la soberanía, las formas de gobierno y la represen-
tación política) adoptando los regímenes electorales formas pre-
carias y ambiguas, en sintonía con la precariedad y ambigüedad
del orden político existenteP Entre 1810y 1820se realizaron elec-
cionesa lo largo de todo el territorio rioplatense para designar in-
tegrantes de los gobiernos centrales (desde la primera junta Pro-
visionalpasando por los Triunviratos y luego por el Directorio),
diputados constituyentes (a la Asamblea que sesionó entre 1813y
1815Yal Congreso reunido en 1816 que declaró la independen-
cia y dictó luego la fallida Constitución de 1819), miembros para
formar juntas electorales de diverso tipo, juntas provinciales y su-
bordinadas (de duración efímera pero que buscaban crear pode-
res subordinados al poder central a lo largo de todo el territorio
del ex virreinato), gobernadores intendentes (autoridad de ori-
gen borbónico que se mantuvo durante toda la década) y miem-
bros de Cabildo. Esta proliferación de reglamentos electorales en
un marco como el descrito anteriormente parece, cuanto menos,
paradójico. ¿Cómo explicar la multiplicación de procesos electo-
rales en un territorio que no lograba encontrar una fórmula po-
lítica capaz de crear un orden estable? Quizás en ese dato resida
parte de la explicación: la rápida incorporación del sufragio co-
mo única alternativa de constitución de la autoridad no fue ajena
alhecho de que sólo parecía posible crear legitimidades de origen
avaladaspor diversas formas de elección, resultando muy difícil
transitar hacia una legitimidad de ejercicio donde los poderes eri-
gidos encontraban serios obstáculos para hacer ejecutable su au-
toridad. Tales obstáculos se vinculaban con el nuevo fenómeno
del faccionalismo surgido en el momento mismo de la revolución
y con la conflictividad entablada entre las diversasesferasjurisdic-
cionales de pretensión nacional, regional y local. La coexistencia
de entidades territoriales con pretensión soberana -expresadas
generalmente a través de las ciudades- con gobiernos centrales
no siempre acatados, dibujaron un mapa político en el que la re-
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presentación quedó sometida a las tensiones y vaivenes sufridos
por la redefinición de las jurisdicciones territoriales. Tensiones
suscitadas por la pretensión centralizadora de la antigua capital
del reino que hizo suya, en varias oportunidades, la nueva concep-
ción de una soberanía única e indivisible, enfrentada a la noción
de una soberanía estamental predominante en los otros pueblos del
antiguo virreinato que, además de oponerse a aquella vocación
centralizadora, se manifestaba a través de la competencia entre
viejas jerarquías territoriales propias de la colonia (ciudades prin-
cipales, subordinadas, villas y pueblos dependientes) y, al prome-
diar la década de 1810, entre ciudad y campaña.

El primer problema suscitado en el Cabildo Abierto del 22 de
mayo se definió en términos de una tendencia que defendía los
derechos de la capital del reino a representar a los demás pueblos
del virreinato invocando para ello razones de urgencia, frente a
otra tendencia que, siguiendo el itinerario de la teoría de la retro-
versión, se erigía en defensora de los derechos de los pueblos sobe-
ranos a decidir de común acuerdo la futura representación. El se-
gundo problema se planteó, una vez resuelta la convocatoria a
elecciones a todos los pueblos del virreinato, entre aquellos cuer-
pos territoriales que quedarían respectivamente incluidos y exclui-
dos dentro de la nueva representación política. Luego de algunos
intercambios epistolares producidos entre laJunta Provisional y
ciertos pueblos del interior, el derecho a tener un representante
en dichaJunta quedó finalmente limitado a los cuerpos territoria-
les definidos por su condición de ciudad -condición otorgada por
la presencia de Cabildo- y, dentro de ellos, a aquellas ciudades ca-
beceras que, en el contexto institucional de la época, no eran otras
que las capitales de intendencia o de subdelegación. Lasjerarquías
territoriales propias de la colonia definían el contorno de la nue-
va representación, asumiendo la ciudad un papel central en los
procesos electorales celebrados después de 1810.

El recorte del ámbito representativo establecido en estos pri-
meros reglamentos se mantuvo en las posteriores normas dictadas
entre 1811 y 1815. El número de representantes asignado a cada
unidad territorial no seguía el criterio que establece una relación
automática entre dicho número y la cantidad de población, sino

1 'tradicional principio que suponía la existencia de jerar-e mas ...,
, privilegios entre los cuerpos terntonales eXIstentes. Asl,qwasy .

Buenos Aires y muy especialmente su Cab~ldo asumIeron en. eso.s
- os una supremacía respecto de los demas pueblos del cx VlrrCI-
:to que se tradujo en una constante supe:ioridad num,érica en
relación a la cantidad de representantes aSIgnado a aquella para
formar los diferentes cuerpos representativos. Tal superioridad
fue objeto de crecientes cuestionamientos -lo que refleja la doble
tensión señalada entre la antigua capital del reino y los pueblos y
la que se manifiesta en el interior de éstos- como lo fue también
la exclusión de la campaña de la representación política. El recla-
mo de los pueblos de campaña por participar en el régimen re-
presentativo -vinculado, por otro lado, al carácter jurisdiccional
de los cabildos rioplatenses que incluían bajo su tutela a las zonas
rurales- apareció muy tempranamente.

Pero fue el Estatuto Provisional de 1815, dictado por laJun-
ta de Observación creada luego del fracaso de la Asamblea Cons-
tituyente reunida desde 1813 y de instalado el Directorio (poder
central unipersonal creado por aquella asamblea), el que modifi-
có sustancialmente los principios sobre los cuales se había mon-
tado el régimen representativo en el primer quinquenio de la dé-
cada. Por un lado, fue el primer reglamento de carácter general
pensado para organizar institucionalmente todo el territorio del
ex virreinato y el primero en establecer formas electivas para las
autoridades vigentes en cada jurisdicción. Sus disposiciones com-
prendían la elección de diputados de las provincias para el Con-
greso General-el que finalmente se reunió en Tucumán y decla-
ró la independencia definitiva en 1816-, de gobernadores, de
miembros de laJunta de Observación y, finalmente, de los cabil-
dos seculares. Por otro lado, el Estatuto introdujo importantes
cambios en el régimen electoral vigente. Tres novedades funda-
mentales instituyó respecto al tema que nos ocupa en este punto:
la incorporación de la campaña en el ¡;;égimen representativo, la
adecuación del número de diputados de cada sección electoral a
su cantidad de habitantes y la imposición de un régimen electivo
para designar a los miembros del Cabildo.18 Cabe recordar que
tales innovaciones se producían más tardíamente en el Rio de la
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Plata respecto de otros territorios americanos -leales a las autori-
dades de la península- donde se había aplicado la Constitución
de Cádiz de 1812, en la que se incorporaban los principios enun-
ciados.19

Así, la representación de ciudad presente en las primeras re-
glamentaciones de la década revolucionaria fue perdiendo cen-
tralidad a partir de 1815 al admitirse la representación de la cam-
paña y un criterio que vinculaba automáticamente el número de
diputados con la cantidad de habitantes de cada territorio (para
la elección de diputados al Congreso, los sufragan tes pasaron a vo-
tar por un elector cada 5.000 "almas" en las asambleas primarias y
éstos, reunidos en asamblea o colegio electoral en la capital de ca-
da provincia, debían nombrar un diputado cada 15.000 habitan-
tes). Aunque este último principio fue el más resistido, si se tiene
en cuenta que en 1818 algunos diputados del Congreso seguían
defendiendo "el método de elecciones de diputados por Ciuda-
des y Villas como se ha hecho hasta ahora",2° lo cierto es que la
sanción del Estatuto Provisional representó el inicio de un paula- .
tino resquebrajamiento de las tradicionales jerarquías territoria-
les a las que había estado atada la representación política en los
primeros años posrevolucionarios.

Ahora bien, según lo expuesto hasta aquí, los criterios para
discutir los niveles de inclusión en la representación política no
parecen seguir en el Río de la Plata los parámetros de un tipo de
representación individual, tal como una concepción moderna de
la ciudadanía supone: la preeminencia, en un primer momento,
de una concepción corporativa anclada en las tradicionales jerar-
quías territoriales se combinó, promediando la década del '10, con
la noción de dependencia social. La vecindad hispánica definió
en casi todos los reglamentos la condición del elector y aunque la
categoría de ciudadano circuló en esos años en el Río de la Plata
a la vez que se utilizó en cierta normativa electoral, la misma pare-
ce haber estado inscrita en el universo de la vecindad del sistema
colonial más que en un tipo de representación individual. La con-
dición de vecindad le era otorgada en el antiguo régimen a aquel
habitante que reuniera los siguientes requisitos: ser jefe de fami-
lia, tener casa abierta, ser un vecino útil, justificar un tiempo de
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residencia determinado y no ser sirviente. Ser vecino implicaba
tener un estatuto particular dentro del reino (con sus respectivos
fueros y franquicias) y "representar" de manera grupal a un con-
junto más vasto que excedía, naturalmente, al individuo portador
de ese privilegio. Aunque el proceso revolucionario dio entrada a
la nueva concepción de ciudadano, ésta retomó -tal como ha se-
ñalado Fran<:ois Guerra-los atributos de la vecindad, generalizán-
dolos y abstrayéndolos. La nacionalidad, entendida como perte-
nencia jurídica a la nación, generalizó el vecinazgo como origen;
esto es, ser natural de una comunidad. Las condiciones necesarias
para la posesión de los derechos civiles y especialmente el domi-
cilio, remitían a la pertenencia a una comunidad concreta; los
marginales y vagabundos seguían estando, como antes, fuera de
la sociedad.21 Estas analogías entre el viejo vecinazgo y la moder-
na ciudadanía hicieron que ambos conceptos aparecieran fre-
cuentemente intercambiados, confundidos y hasta identificados
en la normativa de la época.

Los primeros reglamentos electorales aplicados en el Río de
la Plata, como asimismo en el conjunto del territorio hispanoame-
ricano, utilizaron diversas fórmulas vinculadas a la condición de
vecindad para definir el universo de representantes y representa-
dos. En dichas fórmulas no se establecían de manera taxativa las
calidades que debían reunir los electores como tampoco los repre-
sentantes electos, recurriéndose al concepto de vecino como un
elemento suficiente para clarificar el mundo de los incluidos en
el derecho electoral. El uso indistinto de los términos vecino y ciu-
dadano aparecía siempre después de establecerse la condición de
vecindad para definir la representación y en un contexto en el que
la normativa tenía por objeto agregar o aclarar algo respecto de
ciertos criterios de inclusión que no se desprendían necesariamen-
te de aquélla. El Reglamento por el que se convocó a la Asamblea
~el año XIII introdujo un criterio que, pese a su adscripción al
pensamiento francés revolucionario, se combinaba con la tradi-
cional vecindad: "los vecinos libres y patriotas" constituía una fór-
mula mixta que intentaba destacar la nueva situación emergente
de la revolución al exigir ahora no sólo la implícita condición de
"afincado y arraigado" -que se derivaba de la sola mención del tér-
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mino vecino- sino, además, la de haber demostrado "conocida ad-
hesión a lajusta causa de América" para ser electores o electos di-
putados.22 El principio jacobino que exigía para la representación
política una condición tan ambigua como poco demostrable -la o

; Iadhesión a la causa revolucionaria- pareció funcionar más como
un argumento retórico en el contexto de la guerra de indepen-
dencia que como una verdadera limitación o exigencia respecto
del derecho de sufragio.

El Estatuto de 1815 fue, una vez más, el que innovó sobre la
definición de electores y elegidos. Hasta esa fecha, no se disponía
siquiera de estatutos que [tiaran una edad mínima para acceder al
sufragio. Las disposiciones electorales del Estatuto Provisional, res-
petadas en su mayor parte por el Reglamento Provisorio de 1817
y luego por la Constitución de 1819 (dictados ambos por el Con-
greso Constituyente trasladado de Tucumán a Buenos Aires lue-
go de declarar la independencia) definían por primera vez en el
Río de la Plata determinados requisitos comunes a los habitantes
de ciudad y campaña para acceder a la ciudadanía política y, con
ella, al derecho de sufragio. Establecía no sólo una edad mínima
(25 años) yel requisito de "que haya nacido y resida en el territo-
rio del Estado" el habitante que quisiera gozar del derecho al vo-
to (en el capítulo 3Q de la 1g sección), sino además otras condicio-
nes que, no obstante, se definían por la negativa. Esto significaba
que dichos requisitos se inscribían en los posibles "modos de per-
derse y suspenderse la ciudadanía". Se destaca, al respecto, la sus-
pensión "por ser doméstico asalariado: por no tener propiedad u
oficio lucrativo y útil al país ... " (capítulo 52). Esta limitación, nue-
va en la normativa electoral rioplatense, derivaba de dos nociones
muy arraigadas en el pensamiento europeo de fines del siglo
:ArvJIl. La primera era aquélla que, al exigir una propiedad o un
oficio lucrativo y útil, intentaba excluir a los vagabundos y tran-
seúntes del sistema de representación. En este punto, al igual que
los revolucionarios franceses, la elite rioplatense no seguía las hue-
llas del modelo político que fundaba la representación en la na-
ción del ciudadano propietario. La exigencia de una propiedad o
de un trabajo conocido no pretendía definir una posición econó-
mica, sino más bien un sistema de garantías sociales y morales: los

't sólo quedaban fuera de la ciudadanía política sinotranseun es no . , .
b" fue a de la sociedad.23 La segunda nOClOn estaba vmcu-tam len r .,

lada a la condición de la depend~ncia soci~l. La suspenslO~ d,e la
. d danÍa a los domésticos asalanados denvaba de oponer la con-au a , . .
dición de hombre libre a la de dep~~dient~. El dome~uco era conSI-
derado parte de la casa, de la famiha pa-:na~c~; su hbertad esta~a
seriamente limitada porque no era un mdlVlduo con un trabaJ?
, omo encarnando así la figura específica de la dependenCIaauton , .,
. 1 Dependencia que se traducía en un tipo de representaclOnsoaa. - 1
. al en la que el jefe de familia expresaba la voluntad del nuc eo

grup b" d'dfamiliar: mujeres, menores, domésticos. Los cam. lOSmtro UCI .o.s
por el Estatuto de 1815, si bien expresan p~r pnme:a vez re~ulS1-
tos más detallados para el ejercicio de la c1U~adaIlla y, al mIsmo
. po una ampliación que incluye a los habItantes de la campa-~m , .
- remiten a un universo político que sigue más atado a nOCIOnes
na, . 1 (d

Privilegian la inclusión o exclusión d.e la esfera SOCIa epen-que , . L'
dientes, vagabundos, transeúntes) que de la esfera polluca. a m-
c1usión dentro de ésta era una directa derivación de la pertenen-
cia a aquélla.

Así, entonces, la definición de representantes y representa-
dos eligió para expresarse fórmulas ambiguas durante la década
revolucionaria, permitiendo la inclusión en el derecho de voto
de diferentes segmentos sociales que estaban muy lejos de id~n-
tificarse con la elite. La vecindad, según los últimos avances de m-
vestigación se hallaba más extendida de lo que tradicionalmen-

, - .24
te se suponía, incluso entre algunos pobladores de la campana,
la noción de dependencia social no impidió la inclusión de una
amplia franja de habitantes de ciudad y campaña que reuní~ el
requisito de tener, o bien una pequeña propied~d, o un ofiCIO lu-
crativo y útil;25 y el requisito del censo -que remite a una concep-
ción individualista de la ciudadanía- sólo aparecía en algunos re-
glamentos para el caso de los extranjeros ~ue quisi~ran acceder a
ella. Por otro lado, la ambigüedad norma uva ya senalada sumada
a la falta de experiencia de los habitantes del ex virreinato en li-
des electorales y al particular interés de los grupos facciosos en
acrecentar su potencial electoral, condujo a que en muchas opor-
tunidades las autoridades de las mesas comiciales incluyeran co-
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, 11 de esta primera formulación. El punto era acordar qué se
;bue as .
,;' ~ntendía por hombre lIbre.

~~,-~.:'.
.':~~'"-Ásambleísrnoo Representación? La participación
~; ~leetoral en la década revolucionaria
f.~' '. ,
.;; El papel fundamental que desempeñaron los cabildos en la
década de 1810 -y especialmente el de la antigua capital del Rei-
nO- se expresó en dos aspectos del proceso político. En primer
lugar, el Cabildo se erigió en el órgano depositario de la sobera-
nía frente a la crisis de la monarquía. Inmediatamente después,
la debilidad de los gobiernos centrales convirtió a ésta en una
práctica habitual: el Cabildo de Buenos Aires reasumió siempre,
en momentos de crisis institucional, la potestad que se le había
delegado en el Cabildo Abierto del 22 de mayo de 1810. En ten-
sión permanente con los otros poderes surgidos de la revolución,
el ayuntamiento se elevó en el único cuerpo capaz de arbitrar los
conflictos más graves de la década o de mantenerse en pie en si-
tuaciones de vacío de poder, reasumiendo la autoridad. El segun-
do aspecto en el que se expresó la centralidad del Cabildo se vin-
cula, específicamente, al papel que desempeñó en los procesos
electorales. Tanto desde el punto de vista normativo como de la
práctica electoral concreta, la institución capitular organizó y
controló el sufragio al ser la encargada de convocar a elecciones,
confeccionar los padrones, expedir las cartas de ciudadanía, for-
mar lasmesas receptoras y escrutadoras de votos yconstituirse en
el centro edilicio donde se acudía a votar o a realizar los escruti-
nios. El Cabildo se erigió en el "delegado natural" de una repre-
sentación que naCÍa siguiendo los moldes de la vieja tradición es-
paüola.

Cabe destacar ahora el punto más relevante del debate ge-
nerado en el interior de la elite respecto al sufragio: el que en-
frentó el ejercicio directo de la soberanía practicado en cabildos
abiertos y asambleas populares a la definición de un régimen re-
presentativo. La tradición colonial del cabildo abierto fue rescata-
da en los primeros reglamentos electorales e implementada en di-
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mo electores a personajes que de ningún modo reunían las cali-;
dades requeridas por los reglamentos para ejercer el derecho de .
voto.

La situación se hacía aún más complicada al combinarse 1os.
conceptos de vecino, ciudadano y dependiente con la nueva n:
ción de hombre libre importada por la revolución. Esta última c: .
tegoría condujo a no pocos equívocos, si se tiene en cuenta el COn-.
text~ en el que se inscr.ibía y los diferentes aspectos a los que:
aludla. Desde la perspectIva de la dependencia social, la noción de .
hombre libre estuvo enmarcada en la lenta transformación de lo
viejos lazos de la dependencia; siervos, esclavos,domésticos yha:
ta jornaleros, constituyeron categorías sociales que aún parecían
cabalgar entre el antiguo régimen y el nuevo mundo de la liber-
tad que las revoluciones parecían inaugurar. Desde la perspectiva
de la representación política, se cruzaron dos aspectos muy diver-
sos. Por un lado, que el derecho electoral era una derivación de
los derechos civiles:el sufragio activo (que habilitaba a ejercer el ¡
voto) y pasivo (que habilitaba a ser electo representante) les era :.
adjudicado a aquellos que pertenecían a la sociedad en tanto no ;'
tenían ningún lazo de dependencia social; por otro lado, aludía a ~
la concepción jacobina antes citada en tanto el derecho de voto le
pertenecía a aquellos que habían expresado adhesión a la causa
revolucionaria. La condición de hombre libre exaltaba, en este ca-
so, una dimensión diferente: la de la nueva libertad conquistada
luego de 1810 en oposición a la anterior condición colonial. Este
último aspecto tuvo, durante los años más álgidos de la guerra de
independencia, una importancia retórica y simbólica nada desde-
ñable. El tránsito de súbdito a hombre libre encontró su correla-
to en el régimen representativo al intentar ser excluidos quienes
se suponían sostenedores de la condición de vasallaje.Recién des-
pués de concluida la guerra de independencia y una vez garanti-
zada la nueva libertad conquistada, la noción de hombre libre que-
dó despojada de esta dimensión anticolonialista y reducida al
primer aspecto señalado. No obstante, la ambigüedad que ence-
rraba esta categoría siguió siendo foco de innumerables conflic-
tos aún después de 1821. La frontera entre los excluidos e inclui-
dos en el universo de la representación política continuó las



versas oportunid~des desde las Invasiones Inglesas hasta la supre-
sión de los cabildos (producida en Buenos Aires en 1821 yen el
resto de las provincias en fechas posteriores). Tales reuniones,
convocadas por la autoridad competente, se desarrollaron conjun-
tamente a otro tipo de "asambleas" reunidas de manera espontá-
nea, las que rápidamente se convirtieron en ámbitos de legitima-
ción de decisiones que afectaban directa o indirect.amente al
poder político. El régimen representativo, por otro lado, presen-
tado como el medio más eficaz para suprimir este ejercicio direc-
to de la soberanía, presuponía establecer mecanismos electivos a
través de los cuales el pueblo delegara t.al ejercicio en un grupo
de representantes. Lo que estaba en discusión, entonces, no era
sólo la mecánica electoral que debía imponerse -sufragio directo
o indirecto, indirecto de segundo o tercer grado- sino además, y
fundamentalmente, sobre qué bases fundar y legitimar el ejerci-
cio mismo del poder político.

Esta controversia, que se prolongó durante toda la década -al-
canzando sus picos culminantes hacia 1816 y, luego, en la crisis del
año '20- remite, indudablemente, al gran debate que desde co-
mienzos del siglo XVIII en Inglaterra y más t.arde en Francia y
Estados Unidos, se desarrolló en torno a la definición misma del
régimen representativo. Éste nacía en oposición a las formas tra-
dicionales de representación basadas en el mandato imperativo,
figura del derecho privado en vigor desde el medioevo en Euro-
pa,"y a las formas antiguas de la democracia directa. La vigencia
del mandato imperativo implicaba que los diputados o procuradores
eran representantes de sus mandantes -esto es, de los estamentos
que los designaban- debiendo ajustar su voto (en cortes o asam-
bleas estamentales) a los poderes e instrucciones otorgados por el
cuerpo que representaban. Se trataba de un tipo de representación
de alguien -la Corporación- frente a algún otro -el Rey-, y no de
un cuerpo representativo que dejaba de ser un organismo exter-
no al Estado para convert.irse en organismo del Estado, tal como
las formas modernas de representación lo entendían. Este tránsi-
to, que se dio más tempranamente en Inglaterra y luego en Esta-
dos Unidos y Francia, implicó el abandono del mandato irripera-
tivo y la imposición de un sistema en el que los diputados electos
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ya no lo eran de una corporación en particular, sino de la nación
o el pueblo al que representaban con total autonomía de sus elec-
tores. El régimen representativo nacía, así, con una fuerte voca-
ción de independencia frente a las antiguas formas del mandato

en oposición tanto a la práctica de revocabilidad permanente de
ros elegidos como a la antigua noción de democracia directa prac-
ticada por los ant.iguos.

Este debate, que involucró a pensadores de filiaciones doctri-
narias muy diversas, no estuvo ausente del desplegado en el espa-
cio rioplatense. Las recurrentes citas de Blackstone que aparecían
en la prensa periódica local para fundamentar la necesidad de es-
tablecer un régimen representativo en oposición al ejercicio di-
recto de la soberanía, se enfrentaban a una realidad en la que pro-
liferaban las asambleas o cabildos abiertos y a una práctica que
mantenía incólume la vigencia del mandato imperativo. Todas las
asambleas reunidas entre 1810 y 1820 conservaron la figura del
mandato con sus respectivos poderes e instrucciones, en absoluta
consonancia con la predominante concepción estamental de la
soberanía. Los diputados actuaban en nombre de los cuerpos que
los habían elegido (las ciudades, en el caso rioplatense) y no de
individuos abstractamente considerados, tal como la teoría mo-
derna de la representación planteaba.26 Las asambleas o cabildos
abiertos, por otro lado, tendían a cuestionar la legitimidad de ori-
gen -como asimismo la legitimidad de ejercicio- que se arroga-
ban los gobiernos centrales sucedidos en aquellos años, electos
después de 1811 b<l:jodiversas formas de sufragio indirecto.

Las primeras elecciones realizadas en 1810 para elegir diputa-
dos a la Junta, se hicieron bajo la forma de cabildo abierto. Pero a
diferencia de los cabildos abiertos de la época colonial-que reves.-
tían el carácter de juntas de vecinos distinguidos, convocados por
el ayuntamiento de manera extraordinaria para deliberar sobre
determinados asuntos de administración comunal-, los que se reu-
nieron en las diferentes ciudades a través del Reglamento del 25
de mayo de 1810 asumieron la nueva representación política deri-
vada del proceso revolucionario. El Reglamento dictado en 1811,
que creabaJuntas Provinciales, separó por primera vez el acto elec-
donario de la figura del cabildo abierto: el sufragio revistió el ca-
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rácter de comicio y en adelante, todos los reglamentos dictados
durante la década siguieron diversas modalidades de sufragio in-
directo. En algunos casos, bajo la prescripción de mecanismos bas-
tante complicados que podían combinar la pluralidad de sufragios
con el sorteo o elecciones de tercer grado, y en otros, siguiendo la
más tradicional forma de asambleas de segundo grado.

Este régimen de sufragio indirecto ,coexistió con otras formas
de participación activadas al calor de la revolución. Prácticas in-
formales que adoptaban, en general, la modalidad de asambleas
populares, cuya presencia se convirtió en un distintivo del nuevo
espacio público porteño. A estas reuniones -muchas veces deriva-
das en francas revueltas contra el poder estatuido- se le sumó la
realización de cabildos abiertos, que ya no asumían la forma de
asamblea electoral como en 1810, sino la de reuniones deliberati-
vas convocadas en algunas oportunidades por el "pueblo" y, en
otras, por las autoridades centrales o del Cabildo para debatir so-
bre ciertos asuntos de interés común. Cabe destacar, en este sen-
tido, las asambleas realizadas en abril de 1811 yen septiembre del
mismo año, en las que se expresaron cabalmente tanto los conflic-
tos que afectaban a las facciones que conformaban laJunta de go-
bierno como los que enfrentaban a dicha Junta con el Cabildo de
Buenos Aires. También es preciso subrayar la importancia de otras
asambleas populares como la convocada en octubre de 1812, en
la que desconociendo las elecciones realizadas para renovar los
miembros del Triunvirato se implementó otro mecanismo no con-

-- -templado en-los reglamentos: se encargó alCabildola designación
de aquéllos sometiendo la terna al veredicto de la aprobación po-
pular. Pero el punto culminante del conflicto se expresó en 1816,
cuando a raíz de un movimiento provincialista generado en Bue-
nos Aires -estudiado en detalle por Fabián Herrero- el gobierno
decidió someter el asunto a una consulta popular.27 ¿Bajoqué mo-
dalidad se haría dicha consulta? El dilema se definió en términos
de Cabildo Abierto o Representación. Mientras que el Cabildo y laJun-
ta de Observación sostenían que el pueblo debía expresarse por
medio de representantes elegidos en comicios -tal como estipula-
ban los diferentes reglamentos electorales dictados a partir de
1811-, el Director Supremo se inclinaba por la tradicional prácti-
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ca informalmente estatuida durante esos años de cabildo abierto.
Las razones que aduCÍan los primeros para defender los mecanis-
mos propios de un régimen representativo eran que "el pueblo y
su campaña debían ser oídos de un modo digno y decoroso, ha-
ciéndolo por Representantes, y no en Cabildo Abierto, por los in-
convenientes que ofrece, según dictamen de todos los políticos",
mientras que los defensores del cabildo abierto argumentaban que
.el pueblo reunido de tal manera "defenderá con más entusiasmo
su libertad".28

Más allá de los resultados a los que condujo esta controversia
-donde triunfaron los sostenedores de las formas representativas-,
es preciso detenerse en algunos aspectos del conflicto. Una inter-
pretación más sensible a las perspectivas de análisis que ponen el
eje en la dicotomía tradición-modernidad podría ver en esta dispu-
ta la contraposición de principios antiguos y modernos de repre-
sentación, invocados en cada caso por grupos relativamente per-
meables a asumir como propios algunos de tales principios según
susexperiencias vitalesprecedentes. Pero si se contempla, por ejem-
plo, que el mismo Cabildo se posicionó a favor del régimen repre-
sentativo en esta oportunidad -no así en otras disputas similares-
es preciso admitir que la dimensión estrictamente política (coyun-
tural) explica gran parte de los conflictos aquí descritos.29En este
aspecto del debate sobre el régimen representativo es donde sema-
nifiestan más abiertamente las divisiones producidas en el interior
de la elite dirigente. Los grupos facciosos buscaban dominar la es-

__ cenap9lítica y parLello necesitaban,controlar los mecallismgs d~
acceso al poder. Cuando las elecciones a través del sufragio indirec-
to les impedía asumir legítimamente la autoridad -por carecer de
los recursos necesarios para movilizar la suficiente cantidad de su-
fragantes- echaban mano del mecanismo asambleísta para inten-
tar alzarse con el poder en disputa. Por esta razón, las asambleas
populares comenzaban muchas veces siendo deliberativas, derivan-
do luego en asambleas resolutivas. El pa.saje de la deliberación a
la resolución -que en varias oportunidades se tradujo en el derro-
camiento del poder estatuido y la formación de un gobierno que
lo reemplazara- estuvo siempre mediado por mecanismos electi.
vos tendientes a legitimar la decisión tomada. Por cierto que se tra-
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taba de mecanismos electivos ad hoc, implementados espontánea-
mente y de manera directa en la asamblea, que asumían preferen-
temente la forma del tradicional voto-consentimiento.

Este principio que propugnaba el ejercicio directo de la sobe-
ranía a través de las asambleas populares o cabildos abiertos -sin
duda más fácilmente "comprendido" que el más abstracto y com-
plejo régimen electoral de segundo o tercer grado vigente y, en
consecuencia, más permeable para convocar a una población que
no se sentía interpelada por un tipo de representación basada en
el concepto de "delegación"- fue padeciendo un creciente descré-
dito durante la década revolucionaria. El resultado del conflicto
antes descrito así lo demuestra. Se hizo cada vezmás frecuente que
diferentes grupos de la elite porteña identificaran la práctica asam-
bleísta con el desorden, los tumultos, la política facciosa, el des-
borde popular, en definitiva, con la noción de ingobernabilidad.
La contracara de esta imagen la ofrecía la consolidación de un ré-
gimen representativo sobre cuya base debía asentarse la nueva le-
gitimidad política, encargada de reemplazar la caducada legitimi-
dad del rey. La idea que predominaba entre los contemporáneos
era que un régimen de elección indirecta sería capaz de ordenar,
controlar y disciplinar la participación de una sociedad absoluta-
mente movilizada a partir de la guerra de independencia. El su-
fragio indirecto trasladaría el momento de la deliberación -desa-
rrollado de manera tumultuosa en las asambleas populares- a las
asambleas electorales de segundo grado. Allí estarían los represen-
tantes electos -que se suponía debían ser los vecinos o ciudadanos
más distinguidos- que, en dimensión más reducida, conducirían
la designación de autoridades de un modo "decente y ordenado".
El sufragio indirecto aparecía como una garantía de mayor gober-
nabilidad, en tanto las negociaciones entre los diversos grupos de
la elite se harían en el seno de dichas asambleas yya no en la más
amenazante plaza pública.

Desde esta perspectiva, el debate en torno a cabildo abierto
o representación ocupó más la atención de la elite que el proble-
ma de la amplitud o restricción del derecho de voto. La inclusión
o exclusión de ciertos segmentos de la sociedad en el sistema re-
presentativo no constituía aún el centro de las preocupaciones. La
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amenaza no provenía de un sufragio amplio, que tal como estaba
plasmado en la norma permitía la participación de la plebe urba-
na y más tarde de los habitantes de la campaña en el sistema re-
presentativo, sino de los grupos que formaban parte de la elite,
quienes apelaban a dichos sectores a través del tumulto de las
asambleas.3oHabía que controlar losmecanismos de acceso al po-
der en el interior de la propia elite, cuyas divisiones amenazaban
permanentemente la estabilidad del gobierno de turno, que la
más remota posibilidad de que los sectores populares movilizados
al calor de la revolución intentaran organizar, a través del sufra-
gio, una suerte de gobierno de la plebe. En esta dirección, al mis-
mo tiempo que la prensa y los documentos públicos insistían en el
problema del asambleísmo como foco de disturbios e ingoberna-
bilidad, se remarcaba también la necesidad de acrecentar la parti-
cipación en el sufragio. La inquietud generada por la escasa par-
ticipación electoral estuvo presente desde muy temprano y se
fundaba en los datos que ofrecía la realidad: era muy raro supe-
rar las dos centenas de votantes en cualquier elección del perío-
do. Las convocatorias insistían sobre la importancia de concurrir
a las elecciones y de asumir el voto, ya no como un simple dere-
cho, sino como un deber. La reflexión que sobre este asunto ha-
cía El Censor el 15 de agosto de 1815, reproduce este espíritu:

"La notable indiferencia que he observado en este público, al
sagrado deber de concurrir a sujragarpor los que han de represen-
tar y acordar sus más caros intereses, me ha llenado de senti-
miento, y han asaltado a mi imaginación mil ideas desfavora-
bles al objeto laudable de la libertad: porque de qué sirve que
cada ciudadano sea un patriota de opinión, si falta aquel entu-
siasmo, aquel estímulo, aquel celo, aquella agitación, aquella
laudable ambición que caracteriza el espíritu de un pueblo
amante de su libertad en el caso de elecciones?".

La insistencia en reforzar la movilización electoral se fue con-
virtiendo en un tópico recurrente en el segundo quinquenio de
la década, valorándose cada vezmás la noción de cantidad por so-
bre la calidad de los electores. Cabe destacar, en este punto, dos
ejemplos que ilustran el tránsito señalado. El primero tiene por
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"... Cuál pluralidad, si la del número o la de Calidad y otras cir-
cunstancias debía decidirnos para el nombramiento de electo-
res acordamos anteponer entre los de mayor número que tu-
viese a su favor, la mejor calidad de sufragan tes o la notoriedad
de pureza y libertad ... ".31

f'escenario las elecciones realizadas en 1815 según lo estipulado por !i
1,el Estatuto Provisional, en la sección electoral de Arrecifes, corres-r

pondiente a la campaña bonaerense. En dichas elecciones, pese a t
que los resultados del escrutinio habían arrojado la mayoría sim- ti
pIe de votos para un candidato, la mesa escrutadora decidió nom-f

l'brar a quien había obtenido menor número de votos en virtud del¡
siguiente argumento: fE

tE
f
~~
l

La noción de calidad que la mesa antepuso a la legitimidad
del número, por estar asociada a una forma de representaciónje-
rárquica en la que el representante expresaba la voluntad de un
grupo, condujo a computar veinte sufragios como si fueran dos-
cientos, habida cuenta que de esos votantes dependían "las perso-
nas de los hijos, dependientes y asalariados". El universo de la de-
pendencia social se articulaba así a la nueva representación
política. El segundo ejemplo lo ofrece un artículo de La Gaceta de
Buenos Aires publicado el16 de agosto de 1820, en el que se refle-
xiona sobre las razones que llevaban a propugnar un significativo
aumento de la participación electoral:

"Votar todos o casi todos los ciudadanos. Un partido, por pe-
queño que sea, puede contar con cien votos; otro contará con
doscientos; claro está pues que si votan sólo quinientos ciuda-
danos, los trescientos votos son faccionistas aunque separados,
y como es preciso que por el mismo hecho de ser libres, los
otros doscientos deban ser divergentes, resulta que la facción o
partido de los doscientos vencerán y obtendrán su objeto. Más
si votasen diez mil ciudadanos, ¿de qué serviría la pequeñísima
facción de doscientos individuos? ¿No quedaría ahogada y so-
focada entre la gran mayoría? Este es el remedio ciudadanos:
votemos todos, pues todos estamos obligados a hacerlo".

El voto, en esta perspectiva, asumía la fuerza que otorgaba
una legitimidad basada en el número -y ya no en la calidad de los
electores- Yuna dimensión disciplinadora de la práctica política:
disciplinar la movilización de una sociedad que, profundamente
politizada luego de la revolución, tendía a encontrar en las asam-
bleas populares el ámbito más propicio para deliberar y resolver
las cuestiones políticas; disciplinar a los "facciosos" que buscaban
manipular el voto de los ciudadanos para acceder al poder, o bien
por fuera de las normas establecidas refrendando decisiones po-
líticas en asambleas que no alcanzaban el centenar de votantes, o
en elecciones indirectas que tampoco superaban esa cifra; en fin,
disciplinar a los grupos que conformaban la nueva elite dirigente
surgida al calor de la guerra de independencia. Planteos todos que
no pasaban de una mera declaración de principios.

Los ensayos representativos implementados durante toda la
década habían demostrado la dificultad para imponer una nueva
legitimidad frente a la ya caducada legitimidad monárquica. La
aún irresuelta cuestión de la soberanía se sumaba a los conflictos
derivados de enfrentar, en un mismo escenario, principios de re-
presentación divergentes: la calidad versus la cantidad, el asam-
bleísmo versus la representación, los cuerpos territoriales versus
la distribución numérica de la representación según el número de
habitantes. Principios que configuraban los extremos de un deba-
te teórico que no hallaba en la práctica política concreta fórmu-
las mixtas capaces de garantizar la sucesión pacífica de las autori-
dades. El problema de la sucesión política se instalaba en el seno
de la nueva república que se pretendía fundar. Hacia el año '20,
entonces, si bien parecía haberse encontrado resolución definiti-
va a uno de los problemas básicos a los que el sector criollo debió
enfrentarse con la ruptura de los lazos coloniales -tal fue el trán-
sito de súbdito a hombre libre- no podía afirmarse lo mismo res-
pecto del principio que debía regir y ordenar la nueva libertad
conquistada. La forma de gobierno, el sujeto de imputación sobe-
rana y el tipo de representación derivada seguían constituyendo
asuntos pendientes para una elite que luego de diez años de revo-
lución y guerra buscaba encontrar una forma organizativa para los
territorios ahora independientes.
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3. La Ley Electoral de 1821

El proceso abierto en Buenos Aires en 1821, designado por
muchos como la jeliz experiencia rivadaviana, es sin dudas muy
conocido como lo son también los debates que su valoración ha
merecido en la historiografia local. La dimensión siempre desta-
cada ha sido la voluntad de transformación que movilizó a la eli-
te gobernante en su política de reformas y el grado de optimis-
mo que guió sus iniciativas.Aun reconociendo que tal optimismo
no siempre tuvo su correlato en el éxito de las experiencias pues-
tasen marcha, la certeza inicial de que era posible cambiar la so-
ciedad a partir de una grilla legislativa aplicada desde la cúspide
del Estado generó ciertas mutaciones en algunos aspectos del en-
tramado social, entre los que se destaca la práctica política. Los
argumentos tantas veces proclamados por los publicistas del ré-
gimen no fueron sólo invocaciones retóricas desvinculadas de la
realidad sino que redefinieron a ésta en muchos sentidos, conso-
lidando ciertos principios sobre los cuales no fue posible volver
atrás.

¿Sobre qué bases se propuso la elite dirigente iniciar el pro-
ceso de transformación anhelado? En primer lugar, se hacía im-
prescindible volver la mirada sobre el territorio bonaerense y ce-
rrar sus fronteras frente a potenciales ingerencias que pudieran
perturbar la marcha hacia el progreso y la jelicidad pública. La idea
de que Buenos Aires debía desentenderse -al menos por un tiem-
po- de los lazos que la habían unido al resto del territorio del ex
virreinato gozaba de un consenso en el interior de la provincia,
extensivo no sólo a los sectores de la elit&dirigente sino también
a publicistas de muy diverso origen y a los grupos de la elite eco-
námico-social-reticentes hasta ese momento a participar de la co-
sa pública-:-,para quienes el caos desatado por la revoluciónjun-
to con los costos de la guerra de independenCia no hacían más

,:::::S;
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que reforzar la sensación de que en el nuevo orden de cosas te-
nían mucho que perder. En un impreso anónimo que circuló en
Buenos Aires en los últimos meses de 1820 -y que por su condi-
ción de anonimato estimulaba la posibilidad de expresar aquello
que en los periódicos u otros papeles públicos sólo podía decirse
a media voz- se planteaba sin rodeos la posición que, de hecho,
asumió la elite porteña poco después:

"Ha llegado el caso en que los hijos de Buenos Aires, cuando
no impelidos por el deber que nos impone la patria, al menos
escarmentados por la terrible experiencia de cinco aúos de ti-
ranía congresal, debemos empeñar todos nuestros esfuerzos y
nuestros conocimientos para fijar la suerte de esa provincia; y
ponerla a cubierto de las invasiones exteriores, y de la envidia
e ingratitud de las provincias interiores. Yono puedo oír sin de-
sagrado hablar públicamente de la necesidad de convocar un
Congreso general de las provincias libres (... ) Buenos Aires se
ha empobrecido y debilitado por atender a todas partes a la de-
fensa del Estado ... (mientras) que las provincias quieren arrui-
nar a Buenos Aires y un Congreso general lo único que haría
es llevar a cabo ese fin (... )
Debe pues separarse absolutamente de los pueblos, dejarlos que
sigan sus extravagancias y caprichos, no mezclarse en sus disen-
siones. Debe declararse provincia soberana e independiente,
darse una constitución permanente, prescindir del sistema de
federación y guardar con todas paz y buena inteligencia ... ".58

El gobierno de Buenos Aires se hizo cargo de este clima de
opinión y, una vez pacificados los ánimos, no dudó en sabotear la
reunión del Congreso proyectado en Córdoba al retirar sus dipu-
tados enviados para discutir la futura organización del país. El Ar-
gos de Buenos Aires -periódico que comenzó a editarse en 1821-
apoyó esta medida, argumentando que "Buenos Aires, echando
una qjeada detenida sobre la situación de todas las provincias, ad-
virtiese que ni podía ni debía hacer más que despedirse por algún
tiempo de ellas: clavar sus ojos en su mismo territorio y no sepa-
rarlos de él. .. ".59 La convicción de que la reunión de un Congre-
so era prematura -ya que podía disparar los mismos conflictos de

oí{;

la década revolucionaria- se complementaba con otra de tono más
optimista: si Buenos Aires aseguraba su organización interna ba-
jo un régimen republicano capaz de dar legitimidad y estabilidad
a sus autoridades, sería posible expandir su ejemplo más allá de
las fronteras de la provincia en una suerte de difusión de pedago-
gía política cultivada a través de los hechos.

Tal modelo político, sin embargo, no llegó a concretarse en
una constitución escrita. A pesar de que la Junta de Representan-
tes se declaró extraordinaria y constituyente el 3 de agosto de 1821
-dándose un plazo de un año para dictar una Constitución- y de
nombrar una comisión de tres miembros para elaborar un proyec-
to, lo cierto es que éste nunca fue presentado ni sancionada car-
ta orgánica alguna en el ámbito provincial hasta 1854. El nuevo
régimen político se fue configurando a través de la sanción de un
conjunto de leyes fundamentales que, a falta de una constitución
escrita, rigieron y regularon el funcionamiento de las nuevas ins-
tituciones provinciales, y de un conjunto de prácticas -no conte-
nidas explícitamente en la letra de la ley- que colaboraron en la
definición de una determinada dinámica de funcionamiento del
sistema político. Entre las primeras cabe destacar, además de la ley
electoral, la ley para designar gobernador de la provincia, quien
debía ser elegido por laJunta de Representantes con un manda-
to de tres años; las leyes que creaban los ministerios dependientes
del Poder Ejecutivo (Gobierno y Relaciones Exteriores, Hacienda
y Guerra) y las que regulaban sus funciones (entre las que se des-
taca el "gobierno provisional de los ministros" en caso de ausen-
cia del gobernador); la reglamentación de las fechas en las que
debían convocarse las sesiones ordinarias y extraordinarias de la
Legislatura y la forma en que ésta debía renovar sus miembros; la
sanción del Reglamento Interno de la Sala de Representantes que
establecía minuciosamente las pautas de funcionamiento del Po-
der Legislativo. Entre las prácticas no formalizadas sobresalen las
vinculadas al principio de división de poderes: a pesar de no exis-
tir una norma que definiera las competencias de cada uno de ellos
-más allá del intento por instaurar una reforma de justicia que re-
sultó efimera en algunos aspectos-, se fue configurando una diná-
mica de funcionamiento que no dejaba dudas sobre el relevante
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papel que asumía la Sala en su carácter de Poder Legislativo. Di-
cha dinámica, producto de las prácticas implementadas en los dos
primeros años de la feliz experiencia entre laJunta y el Poder Ejecu-
tivo -el que buscaba contrarrestar el poder de la Sala a través de
la ingerencia de los ministros-, colocó a aquélla en el centro del
poder político provincial. No sólo era la encargada de elegir al go-
bernador, sino además la responsable de discutir y aprobar el plan
de reformas emprendido en aquellos años, votar el presupuesto
anual de gastos, aceptar la creación de todo nuevo impuesto, eva-
luar lo actuado por el Ejecutivo y fijar el período de sesiones. El
Poder Ejecutivo se desempeñó bajo los cánones de este principio
-no aplicándose las facultades extraordinarias confiadas a los ante-
riores gobiernos revolucionarios- y cumplió con la presentación
anual de su mensaje, que no era otra cosa que la rendición de
cuentas de lo actuado durante su gestión.

Las reformas emprendidas en esos años -la mayoría impulsa-
da por el Ministerio de Gobierno ocupado por Bernardino Riva-
davia a partir de julio de 1821- buscaron transformar el mapa so-
cial, político y económico del nuevo Estado. El fomento a la
iniciativa privada, la reforma financiera, la política de tierras,. el
reordenamiento urbano, el intento por disciplinar la fuerza de tra-
bajo urbana y rural, como asimismo la iniciativa cultural en la que
se destaca la fundación de la Universidad de Buenos Aires, son al-
gunos de los aspectos de la política implementada durante el go-
bierno de Martín Rodríguez. También lo son los cambios produ-
cidos en la administración pública iniciados con las reformas de
justicia y de policía (luego de la supresión de los cabildos) y que
se continuaron con las reformas militar y eclesiástica.6o Amplia-
mente discutidas estas últimas por el conjunto de la sociedad bo-
naerense, fueron el resultado de la racionalización que requería
la administración del nuevo Estado a la vez que la demostración
cabal del proceso de secularización iniciado.

La ley electoral para el Estado de Buenos Aires dictada en
1821 formó parte de este plan de reformas; para su elaboración
la elite dirigente contó con algo que no poseía en 1810: una valio-
sa, aunque corta y conflictiva, experiencia política, que le permi-
tió detectar los problemas pendientes a los que había que dar

pronta solución. Presentada en la Sala de Representantes a co-
mienzos del mes de agosto, fue rápidamente sancionada y aplica-
da pocos días después de su aprobación legislativa, sin imaginar
sus autores que habría de regir durante más de tres décadas en el
espacio político provincial recientemente creado.

El imperativo de la inclusión:
voto "universal" y directo

La ley electoral de 1821, conocida como la ley de sufragio uni-
versa~ fue objeto de juicios muy diversos. Desde aquellos que vie-
ron en ella la encarnación de la democracia representativa más
avanzada del continente hasta los que, como Esteban Echeverría,
la criticaron duramente por considerarla producto del gesto ex-
temporáneo del grupo rivadaviano, han pasado por el campo his-
toriográfico numerosas interpretaciones que coinciden, en su
mayoría, en asignar a la ley de sufragio una gran excepcionalidad
respecto a la naturaleza de los principios prescritos. Buenos Aires
representaría, así, uno de los primeros ejemplos de sufragio uni-
versal en el mundo, ya que sólo la corta experiencia francesa de
la época napoleónica con la Constitución del año VIII habría eli-
minado las trabas censatarias al voto, alejándose del caso nortea-
mericano -euyos estados no habrían legislado un sufragio tan am-
plio como prescribía la ley de 1821- y más aún de Inglaterra,
donde el modelo del ciudadano-propietario habría funcionado
aceitadamente hasta, por lo menos, los primeros reclamos cartis-
tas iniciados en la década .de 1830.61 Francia, incluso, habría te-
nido que esperar hasta 1848, luego de la experiencia revolucio-
naria, para instaurar la universalidad del sufragio. Esta línea
interpretativa siguió el clásico camino que condujo a buscar la ex-
cepcionalidad señalada en las filiaciones doctrinarias de los men-
tores de la ley, las que -en términos de I1nabordaje metodológi-
co centrado en la noción de "influencias"- se presentan como los
principales móviles que habrían llevado a su elaboración y aplica-
ción. La cristalización de estos supuestos, además de consolidar
una imagen mítica de la ley electoral asociada a un impulso demo-



fuerte impronta en el gesto que llevó a la supuesta imposición del
sufragio universaI.63Estas interpreta~i~nes se suste?tan en l~ es-
ha relación que trabó quien fue Mmlstro de GobIerno ymIem-

~ . Rib o de la comisión redactora de la leyelectoral -Bernardmo va-
d:via- conJeremy Bentham entre 1818 y 1822 Yen la difusión de
1 obras de aquél en Buenos Aires a partir de losaños '20.64El he-
Uf'cho de que el filósofo inglés estuviera postulando un su ragIO
" rácticamente universal" hacia 1817 habilitaría a pensar que la
1p de 1821 fue producto de la importación de tal principio y,pa-
ey l' d"ra algunos, la prueba más contundente de.que l:.nu~va e It~ m-
ente habría buscado modernizar el espaCiOpohuco Impomendo
~eoríasajenas a la sociedad que pretendía modificar.
Ambas posiciones, aun cuando recogen elementos que no se

ueden desdeñar a la hora de interpretar las acciones de aquellos
~ombres -tal es el papel que jugaron los lenguajes políticos dispo-
nibles para hacer pensable un plan de reformas que, de hecho,
buscaba transformar la dinámica social ypolítica-, simplifican un
proceso más complejo en el que no se contemplan las f~rmas en
que tales lenguajes circularon, el modo en que fueron leIdos y los
significadosy usos que asumieron en el m~,mento en.que fueron
aplicados. Haciendo sólo una breve menCIon a la pnmera de es-
tas simplificaciones, sólo basta recordar tres datos. Por un lado,
que en la economía de la obra de Bentham, el dere~ho de voto no
ocupa un lugar predominante y que sus formulacIOnes resultan
por momentos ambiguas dado que el sufragio era una variable de-
pendiente de otros postulados más importantes en su teoría. En
segundo lugar, que las versiones de las obras de Bentham con las
que estaban familiarizados los líderes revolucionarios hispanoa-
mericanos habían sido escritas directamente en francés por su edi-
tor, Etienne Dumont, quien no sólo tendía a simplificar el pensa-
miento del filósofo inglés sino además a suprimir aquellas partes
consideradas más "radicales" con el objeto de garantizar una re-
cepción más amplia de su obra. Tales sup'resiones referían, gene-
ralmente, a la consideración del gobierno democrático y a las re-
formas legales.65En tercer lugar, que más allá de que el derecho
de voto pudo haber constituido un motivo de conversación en los
ocasionales encuentros entre Bentham yRivadavia-de lo que na-
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crático avant la lettre,obturó la posibilidad de formular nuevas pre-
guntas respecto al contexto en el que fue elaborada, a las in ten-
cionalidades de sus autores, a las ambigüedades derivadas de su
formulación, como asimismo a los efectos producidos luego de ser
aplicada. Entre los interrogantes pendientes, cabe preguntarse si
la ley en cuestión fue tan excepcional para los propios contempo_
ráneos a su implementación, o si esta imagen es sólo una heren-
cia de las interpretaciones a las que se hace referencia.

Para contestar algunas de estas preguntas es preciso detener_
se, en primer lugar, en el término sufragio universaL Sin pretender
hacer una exégesis del concepto en cuestión -lo que implicaría
discutir, entre muchas otras cosas, los diferentes significados que
fue adquiriendo históricamente_ ni entablar un debate sobre la
pertinencia de utilizar ciertas categorías para definir procesos o
acontecimientos que los contemporáneos nominaron de otro mo-
do, es imprescindible señalar algunas cuestiones vinculadas a su
uso. En tal dirección, el término sufragio universal no formaba par-
te del vocabulario político rioplatense en aquellos años; en ver-
dad, éste fue acuñado bastante tiempo después bajo la influencia
de la generación del '37 y especialmente de Esteban Echeverría,
quien comenzó a denominar de tal modo a la ley electoral de
1821, en un contexto doctrinario e ideológico muy diferente. La
universalidad del sufragio asumía para el autor del Dogma el senti-
do convencional que desde la Revolución Francesa se le otorgaba
al término: su único significado residía en la inexistencia de una
exclusión social legal del derecho de voto (activo y masculino) y
en la ausencia de criterios vinculados a la riqueza, la instrucción
o la profesión. Influido por el pensamiento doctrinario francés
que planteaba serias limitaciones al sufragio, Echeverría afirmaba
que el grupo rivadaviano "aferrado a las teorías sociales de Fran-
cia", había otorgado un derecho sin límites, dando lugar, pocos
años más tarde, a la temible tiranía de Rosas.62

La matriz francesa que Echeverría le atribuía al grupo rivada-
viano para explicar las "influencias" que habrían predominado en
la selección de los nuevos principios representativos -retomada
por muchos en los siglosXIXYXX-, fue luego matizada por otras
interpretaciones más proclivesa asignarle al utilitarismo inglés una
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turalmente no tenemos pruebas-, lo cierto es que no aparece te-
matizada en la correspondencia que intercambiaron ambos per-
sonajes. Esto hace presumir que, dada la importancia que asumen
otros tópicos en su comunicación epistolar, el problema de la in-
clusión en el régimen representativo no alcanzó un estatus rele-
vante para ambos interlocutores.66

Pasando a la segunda simplificación antes señalada, sobre "la
forma en que fueron leídos los lenguajes vinculados a la inclusión
de los ciudadanos en el derecho de voto, no parece que los acto-
res interpretaran estar siguiendo las huellas del sufragio universal.
En la coyuntura en la que fue dictada la ley,no se discutió el gra-
do de inclusión de la misma, ni menos aun la posibilidad de estar
siguiendo los parámetros de alguna doctrina o modelo institucio-
nal que planteara las vent;:yasdel sufragio universal. Según los tes-
timonios disponibles no se generó un debate que expresara desa-
cuerdos en torno a los niveles de inclusión dentro del mundo
elector; las diferencias aparecieron algunos años más tarde, una
vez aplicada la ley.67 De los pocos indicios que quedan para cono-
cer el verdadero sentido que asumió la definición del derecho de
sufragio en aquel momento, sólo contamos con lo que la leypres-
cribía en su artículo 2'" al determinar que "todo hombre libre, na-
tural del país, o avecindado en él, desde la edad de 20 años, o an-
tes si fuere emancipado, será hábil para elegir"68y con lo que la
comisión redactora argumentó al expedirse sobre el proyecto,
aprobado sin discusión en la Sala de Representantes:

"(."")fuera de los esclavos,hay también una clasede hombres
que reunidos por la indigencia en una dependencia absoluta,
no sonmásinteligentesque losniños en losnegociospúblicos,
ni másinteresadosque los extranjeros,ni más independientes
quizáque losesclavos.La imperfecciónde la cienciadel gobier-
no no encontraba una regla fúa que demarcase"bienestasdife-
rencias,yquedaba asíun vacíode que se aprovechabaunas ve-
ces la aristocraciade losncos ypoderosos (..") y otras veceslos
demagogos(...) Lagarantíadeseadacontra estosdos extremos
parece haberse encontrado en la condiciónde propiedad para
ser elegidorepresentante",69

De estajustificación se infiere que la ausencia de límites al su-
. no derivaba de una convicción democrática, sino de la im-fraglO

posibilidad de seguir una regla fija capaz de separar el mund? de
1 'ncluidos del de los excluidos. Quedaba claro que en el Ulllver-OSI d"
so de los incluidos no debían estar los denominados depen zentes,

a propia caracterización los enfrentaba al mundo de los hom-
~ d"breslibres;pero la ambigüedad que encerraban ambas con IClOnes
llevabaa reconocer la dificultad para de~nirl~s t~ativ~:nte. En
te sentido, poco había cambiado en ellmagmano politlco de la

es b' . 'fi d' oca: se mantenían las mismas nociones que ha lan JUStl ca o
ep " l' den el Estatuto de 1815 la exclusión de los domesticas asa ana os
del derecho de sufragio -por estar éstos considerados dentro de
la condición de la dependencia social-, sólo que en este caso n?
se los excluía explícitamente. La ley electoral parece haber segui-
do, así, una tradición ya iniciada de sufragio amplio basada e~ la
ambigua concepción de hombre libre y haber tomad~ ~l camm~
ineludible frente al problema ya detectado de la escaSlSlmaparti-
cipación electoral.

Ahora bien, sobre los usos que asumieron estos conceptos en
el momento en que fue aplicada la ley electoral (tercera limita-
ción a la que se hizo referencia respecto de las interpre~acio~es
centradas en la definición de sufragio universal), es preCiSOsena-
lar que el hecho de que el voto activo se asentara sobre l~ ambi-
gua condición de hombre libTe fue fuente de muchos eqUlvo~oS.
Aunque en los próximos capítulos se tratará este tema, es po.sl,~le
adelantar que la propia indefinición que expresaba la comlSIOIl
redactora al señalar la ausencia de una regla fija capaz de sepa-
rar a los hombres libres de los que no lo eran, se manifestó en las
prácticas electorales que, alternativamente y segú~ la c~nfor~a-
ción de las mesas escrutadoras de votos, excluían o mclUlan a Cier-
tas categorías de hombres del derecho de sufragio. De acuerdo a
los testimonios de las actas electorales o de la misma prensa pe-
riódica, se advierte que el silencio de la.ley generó permanentes
conflictos en el momento de definir quiénes podían o no votar.
Se hacía evidente, a través de estas discusiones, que en el interior
de la sociedad rioplatense circulaban muy diferentes definiciones
sobre la condición de hombre libre. Categorías como las de joma le-
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ro, doméstico, asalariado, o agregado, quedaban en un umbral de in-
certidumbre en el que nadie acertaba a definir si quienes asu-
mían tal condición podían ser considerados legítimos sufragan-
tes. Incluso otras, como las de siervo o esclavo fueron sometidas a
debate, dadas las denuncias que existían respecto de su partici-
pación en la\)elecciones del período. La situación se complicaba
aún más, al incluir en la ley la posibilidad de que el elector fuera
un hombre libre o un avecindado. Las interpretaciones que sobre la
segunda categoría realizaban los miembros de lasmesas escrutado-
ras eran tan disímiles como las que definían al hombre libre. En
algunos casos se incluía a los extranjeros -por considerar que la
condición de vecindad permitía, luego de una probada residen-
cia en el lugar, el derecho de sufragio-, así como en otros sólo se
permitía votar a quienes eran considerados vecinos según la vieja
definición de "casados, afincados y arraigados". Aunque estas ex-
clusiones no estaban generalizadas -pudiéndose afirmar que la
ley de 1821 amplió notablemente el universo representado-, es
preciso destacar la poca claridad que existía respecto del impera-
tivo de la inclusión. Sólo dos cosas parecían escapar de la duda:
la primera, que el voto activo no se había definido a través del
censo; la segunda, que la gran ampliación del universo represen-
tado tuvo que ver también con la disminución del requisito de la
edad para ejercer el derecho de voto. La reducción del piso eta-
rio -que pasó de 25 años, según lo prescrito en el Estatuto de
1815, a 20 años- implicó la incorporación de "elementos jóvenes"
en las elecciones celebradas luego de 1821, según afirman los tes-
timonios existentes.

De lo dicho hasta aquí se deduce que la utilización del con-
cepto de sufragio universal para nominar a la leyelectoral de 1821
no respeta ni el contenido actual del término -que supone la au-
sencia de límites tanto para el ejercicio del voto activo como pa-
sivopor parte de hombres y mujeres mayores de edad- ni la for-
ma en que fue concebido por los contemporáneos el criterio de
inclusión en el régimen representativo. Esmás pertinente hablar
de un derecho de voto "amplio" que, en parte, sigue una tradi-
ción iniciada con la revolución, pero que se hace aún más explí-
cito en función de los problemas detectados por la elite dirigen-
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te luego de diez años de celebrar elecciones que no lograban con-
gregar más que a una reducida minoría. Más allá de lo que adu-
ce la comisión redactora al reconocer la dificultad de encontrar
una "regla fija" que separe a los que se consideraba hábiles para
elegir, no hay que olvidar que cualquier "regla fija" en una socie-
dad como la rioplatense hubiera excluido a la mayoría de la po-
blación. De esto era consciente la elite dirigente: la tan mentada
profecía de que si votaban todos se eliminaría el faccionalismo y
se disciplinaría la movilización iniciada en esos años, constituye
una de las razones sobre las que se asienta la ausencia de límites
al sufragio. 00

La ampÜación de los incluidos en el voto activo no aparecía,
además, como una amenaza para quienes discutieron los térmi-
nos de la leyporque, entre otras cosas, contaban con "lagarantía"
de un voto pasivo limitado a los propietarios. La comisión redac-
tora era clara en su formulación al señalar que dicha garantía "pa-
rece haberse encontrado en la condición de propiedad para ser
elegido representante". La exigencia formaba parte de un hori-
zonte común a todos los regímenes representativos vigentesen dis-
tintas latitudes. La asimetría entre electores y elegibles constituía
un principio que, con mayores o menores requerimientos en ca-
da caso, no era cuestionado por las teorías en boga en aquellos
años. Así, el artículo 32 de la ley electoral restringía la calidad del
electo a "todo ciudadano mayor de 25 años, que posea alguna pro-
piedad inmueble, o industrial". Este aspecto de la ley generó ma-
yor debate que la definición del voto activo, expresándose en el
ámbito local una mayor preocupación por el reclutamiento de los
elegidos que por el de los electores. Algunas vocesque se levanta-
ron desde la prensa periódica lo hicieron para cuestionar la baja
calificación requerida para los electos. La observación que hacía
El Centinela el 15 de diciembre de 1822respecto de lo que conside-
raba un vacío dejado por la ley electoral era el siguiente: "Esteva-
cío es, el que en dicha ley no se prefijan ias proporciones privadas
que debe tener un ciudadano para ser un representante indepen-
diente: es decir o que tenga tal capital, o que goce de tal renta".

Seguramente no fue ajeno a este vacío el hecho de que mu-
chosmiembros de la elite dirigente estaban lejos de asumir el per-
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fil requerido por las teorías liberales en boga en Europa que plan-
teaban la necesidad de que los más ricos -especialmente los pro-
pietarios de tierras- fueran los encargados de conducir los desti-
nos de los gobiernos. Aunque en el próximo capítulo se analizará
este punto, es conveniente recordar que, más allá de la inclusión
de algunos miembros de la elite económico social, el nuevo elen-
co dirigente estaba constituido por personajes que habían hecho
de la revolución su propia carrera política (militares, abogados,
clérigos) y que, sin lugar a dudas, cualquier calificación demasia-
do precisa sobre la proporción de renta o capital requerida para
asumir la condición de elegible corría el riesgo de dejar fuera a
muchos de los involucrados en la propia discusión del proyecto
de ley electoral. De hecho, la comisión redactora argumentaba al
respecto:

"En esta tierra nueva, ferasísima, que empezamos a poblar, los
medios de subsistir son tantos que cualquiera de nuestros pe-
queños propietarios cuenta ciertamente con más utilidades y
más independencia que otro de su clase en Europa, aunque po-
sea doble capital (... ) Más aunque la ventajosa situación de
nuestro pueblo haga inútil la condición de una renta en los
miembros de la representación, no deja por eso de ser necesa-
ria la de una propiedad inmueble o industrial".

La atención privilegiada que se prestó al supuesto de la uni-
versalidad del sufragio no sólo creó una imagen distorsionada res-
pecto del imaginario que rodeó a la sanción de la ley sino que ade-
más escondió el elemento más innovador en ella prescrito al
instaurar el voto directo. Si la elite dirigente no percibió estar rea-
lizando un gesto excepcional sin precedentes al ampliar el univer-
so de sufragan tes, no parece ocurrir 19 mismo cuando se trata de
explicar la imposición de un régimen de elección directa. En es-
te caso, los contemporáneos se encargaron de destacar el "adelan-
to" que significaba adoptar los modelos representativos más "mo-
dernos" -según las tendencias en boga en aquellos años- al
establecer en el primer artículo de la ley que "será directa la elec-
ción de representantes, que deben completar la representación

extraordinaria y constituyente". Así lo reconocía la comisión re-
dactora al dedicarle mayor espacio en la "exposición de los moti-
vos del decreto que regla las elecciones" -antes citada- a las bon-
dades que traería el voto directo:

"Que las elecciones directas sean las más legítimas, hablando
en rigor de principios, es cosa fuera de cuestión (... ) Prescin-
diendo del instinto del pueblo para elegirse sus órganos y de-
fensores, bastará detenerse a considerar los inconvenientes gra-
vísimos que traen. consigo las elecciones indirectas ... ".

Los argumentos esgrimidos a continuación por la comisión
redactora reproducían, en gran parte, los expuestos por autores
europeos que defendían el voto directo. La invocación a que la
elección indirecta debilitaba la confianza pública y el interés de
los electores, que los colegios electorales se componían de un nú-
mero reducido de personas que los hacía susceptibles a las influen-
cias del poder y que sus miembros tendían a designar a sus fami-
liares y amigos en los lugares más expectables del gobierno
fomentando el faccionalismo, tenía un gran parecido de familia
con la crítica feroz que Benjamín Constant realizaba en sus Prin-
cipios de Política al régimen de voto indirecto.7o La cita explícita de
Constant aparecía en la prensa periódica y en algunos debates de
la Sala cuando se destacaban las bondades del voto directo, de la
misma manera que se recuperaban los regímenes electorales in-
glés y norteamericano para subrayar los avances que habría hecho
el régimen representativo en Buenos Aires al suprimir los colegios
electorales. El Centinela, por ejemplo, recordaba apenas un a1Í.o
después de aplicarse la nueva ley electoral:

"Diferentes leyes de elecciones se han dictado en el curso de la
revolución; mas solamente una, esto es la que actualmente ri-
ge, sancionada en el año de 1821, es la que ha puesto al pue-
blo en el pleno goce de su derecho de elegir, porque según di-
cha ley ninguna voluntad intermedia se interpone entre la del
pueblo y el cuerpo representativo -quiere decir que la elección
es directa como en los Estados Unidos-o Este gran paso dado



"Entre las leyes adoptadas es, sobre todas, remarcable la de las
elecciones de diputados, que es bastante popular. Mas al paso
que ella obtuvo una aprobación general irritó al partido que
aquí llaman ultrarrealista, y los tres príncipes y la princesa de
la familia real dirigieron al rey~una protesta contra esta ley; la
que, en mi opinión, tarde o temprano producirá grandes ma-
les, y les costará, acaso, demasiado caro a los nuevos protestan-
tes".72

Cabe recordar, además, que estos argumentos fueron invoca-
dos por los liberales franceses en 1817, cuando protagonizaron el
gran debate que dio como resultado la sanción de la ley electoral
más importante de la Restauración. De dicho debate -en el que
se teorizó el principio de elección directa y la limitación del nú-
mero de electores según el censo- fue testigo Bernardino Rivada-
vi~, ~uien en ese momento se hallaba en París en la misión diplo-
matlca que lo retuvo en Europa por más de un quinquenio. En
una carta que Rivadavia le enviara a Pueyrredón ese mismo año se
hace referencia a dicha ley de elecciones:

Aunque Rivadavia no explica los motivos de su evaluación ne-
gativa respecto de la ley electoral francesa, lo cierto es que su car-
ta da testimonio de haber estado muy atento a los debates suscita-
dos en torno a los principios legislados en esa coyuntura. En tal
dirección, las experiencias mostraban --en Inglaterra, Estados Uni-
dos y, a partir de 1817, en Francia- que el sistema de elección di-
recta iba siempre combinado con un régimen censatario. Según
afirmaba Duport en Francia, esta combinatoria respondía al te-
mor de que las elecciones se convirtieran en asambleas tumul-
tuosas y a la necesidad de controlar un acto del que se esperaban
desordenadas turbas de votantes. Estas experiencias, indudable-
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mente, estaban muy lejos de las vividas en el Río de la Plata. Las
elecciones realizadas durante la década revolucionaria, lejos de
mostrar grandes contingentes de electores, reflejaban la necesi-
dad de crearlos. Los tumultos no se producían en las mesas electo-
rales, sino en las asambleas o cabildos abiertos. El sufragio indirec-
to, visualizado en los años precedentes como el sistema capaz de
superar el ejercicio directo de la soberanía a través de dichas asam-
bleas, se había mostrado incapaz de transformar la práctica polí-
tica en aquellos puntos en los que la elite se mostraba más preo-
cupada: alentar la mayor participación electoral y erradicar las
disputas facciosas. Por estas razones fue posible combinar en la ley
electoral de 1821 aquello que para los liberales de la Restauración
era incombinable: sufragio amplio y voto directo. Las filiaciones
doctrinarias e influencias ideológicas posibles de detectar en am-
bos principios se plasmaron en un esbozo de respuesta en el que
no estuvo ausente una cierta dosis de pragmatismo político. Crear
al sufragan te -y con él una nueva legitimidad basada en la fuerza
del número- significaba no sólo institucionalizar un régimen re-
presentativo que eliminara las trabas al sufragio, sino, además,
transformar las prácticas políticas desarrolladas hasta ese momen-
to. Para superar el piso de sufragan tes logrado entre 1810 y 1820
se requería de una fuerte voluntad política por parte de la elite
gobernante para conducir el proceso electoral por caminos aún
no transitados.

De hecho, las primeras elecciones realizadas apenas dictada
la ley no lograron alcanzar los 300 votos en la ciudad. Convocada
en la misma semana en que fue promulgada, pocos conocían su
contenido y muy escasos preparativos se pudieron hacer para mo-
vilizar a un electorado que ahora, potencialmente, era más vasto.
Si bien no prosperó la propuesta de establecer el voto obligatorio
con "imposición de una multa u otra pena cualquiera al ciudada-
no que se excusase de asistir a la elección dejos representantes"
presentada por un diputado de la Juhta al discutirse el proyecto
de ley de elecciones, la preocupación por la escasa cantidad de vo-
tantes persistió entre los miembros de la elite gobernante.73 En di-
ciembre de 1821, durante una sesión en laJunta de Representan-
tes, Valentín Gómez se manifestaba deseoso de "que las votaciones
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en favor de la mayor seguridad y acierto en las elecciones po-
pulares, ha puesto al pueblo a cubierto de las pretensiones de
los facciosos recopilados en las juntas electorales, para hacer o la
voluntad de sus patronos a quienes podían venderse porque
eran pocos, o cuando mucho favor se les haga, la suya propia
con abandono total de la voluntad de sus comitentes".71
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públicas que se han de hacer para la elección de los SSRepresen_
tantes fuesen más numerosas que lo que promeúa el espíritu que
se notaba bastante apagado en esta clase de elecciones que segu_
ramente deben mirarse como asunto de la mayor gravedad" y re-
comendada que" el Gobierno prepare y avivepor algún medio la
mayor solemnidad de estos actos populares ... ".74 Se reconocía que
una ley no resolvía por sí sola los problema~ pendientes sino que
ofrecía la base institucional para crear, sobre sus principios y ex-
plícitos silencios, las prácticas que requería la constitución de un
nuevo espacio político. Aunque esto constituye el asunto de los
próximos capítulos, se puede afirmar que a partir de ese momen-
to la elite redefinió sus viejasprácticas, adaptándose a las reglas de
juego impuestas por el nuevo régimen representativo. Sólo esta ta-
rea de transformación en el interior de las prácticas políticas hizo
posible que en menos de dos años se multiplicara el número de
sufragan tes, alcanzando a superar en algunas elecciones los tres
millares de votos.

Así, pues, la constante amenaza de la plebe que los países eu-
ropeos tomaban en consideración al legislar sobre sus regímenes
electorales, no representaba un peligro inminente en el Río de la
Plata. La verdadera amenaza provenía, según evaluaba la elite crio-
lla, de la forma asambleísta bajo la cual la plebe muchas veces se
expresaba, coartando la posibilidad de crear un gobierno estable
y duradero. Desde las asambleas o cabildos abiertos se cuestiona-
ba siempre a las autoridades legalmente estatuidas -esto es, desig-
nadas a través de un régimen representativo con sufragio indirec-
to-, en nombre, generalmente, de una ilegitimidad de origen que
residía en el escasísimo número de votos con el que dicho gobier-
no había sido electo. ¿Cómo superar esta dificultad? ¿Era suficien-
te instaurar un régimen representativo con las características del
que acababa de dictarse para eliminar esta amenaza? Hacía falta
un segundo gesto, tan contundente como el primero: para erra-
dicar el asambleísmo era preciso suprimir la institución que le ha-
bía dado origen. La vida del Cabildo, una vez dictada la ley elec-
toral, tenía los días contados.

--~-~--.•..-- ----- ._----

resión del Cabildo y la integración de ciudadLasup . .
Paña en el nuevo régimen representativoy catD

C tro meses después de promulgada la ley electoral se supri-
ua Ai. n los dos cabildos existentes en la provincia de Buenos -

rUlero ... d L ., L
1de la antigua capital del Vlrremato y el e uJan. as razo-res: e . . .
explican la medida tomada por laJunta de Representantesnes que .., .

f samente estudiadas y dlscuudas- estan absolutamente vm--pro u di ..
1 d Sal proceso de transformación iniciado luego e a cnslscu a a .. ,
l. - '2075 La creación de un Estado provmCIal autonomo quede ano . . .. . l. ,

. taba centralizar las funciones de haCienda, JusuCIay po IClamten .
d.ficI.lmente compatible con la existencia de dos cabIldos queera I I . . . 76

se reparúan lajurisdicción prov1TIClaldesde el SIglo~II. La al-
nativa de una convivencia pacífica sólo podía denvar de unater . 1 .

profunda reforma de la institución ca~itular que redu!era as atri-
buciones de los ayuntamientos a las aSIgnadas en el mas moderno
municipalismo impuesto en Estados Unidos o Francia. El deb,ate
desplegado en la Sala muestra que, ,aun cuan~o se conte~pl? la
posibilidad de tal reforma, la mayona d~ lo.sdI~uta.dos.s,emchn~-
n por la supresión lisa y llana de la pnnCIpal msutuClon de on-ro . _ 1 . , 77
en colonial que había quedado en pIe despues de la revo UCIon.
g ., tr.nLos argumentos a favor de esta 0pclOn no se cen ar~n, SI
embargo, en la superposición de funciones qu~_amba; :nudade.s
reunían sino en el problema de la representaClon palluca. El mI-
nistro de Gobierno, Bernardino Rivadavia,encargado de elaborar
y defender el proyecto de supresión frente a la Sala de Represen-
tantes, fue muy claro al respecto:

"(...) cuanto en España en el reinado de CarlosJII y FelipeV,
y habiendo marcadoel carácter,facultadesy mo~ificacion~sde
losCabildosdeAméricaestablecidospor elGobiernoPenmsu-
lar dijo que tan necesarioseran losCabildos~n aquel o~.de~,
comoinnecesariosal presente;que en un"GobiernoMonarqUl-
ca absolutoen el que la soberaníanacionalestabapersonifica-
da al individuoque la ejercíapor título de sucesión,era indis-
pensable reservarse un resto de autoridad para los Pueb!os
depositándola en manos de los que en aquel orden obteman



La contraposición entre viejaynueva representación se erigió
en el argumento central para fundamentar la incompatibilidad
entre el espacio político tradicional con base en el Cabildo y el nue-
vo espacio estatal provincial. Tal como afirmaba Rivadavia, la re-
presentación antigua (derivada de la teoría monárquica en la que
los cuerpos y estamentos representaban a sus mandantes frente al
Rey) reconocía a los cabildos -en el caso de la monarquía españo-
la- como los únicos cuerpos a través de los cuales se había ejerci-
do este tipo de representación en América. La nueva representa-
ción, en cambio, a la que Rivadaviadenominaba liberal, era aquélla
que había comenzado a plasmarse luego de la revolución, momen-
to en el que "laautoridad suprema retrov'ertió a la sociedad" y que
intentaba consolidarse con la ley electoral dictada en agosto de
ese mismo año. La convivencia entre ambas formas de represen-
tación sólo podía conducir, en la perspectiva de Rivadavia y sus se-
guidores, a un estado de permanente conflicto. Disputa que se ve-
ría agravada en el Río de la Plata dada la realidad política que
precedió al debate sobre la supresión. Los ayuntamientos se ha-
bían constituido durante la década revolucionaria en entidades
con vocación soberana yen el símbolo de la muy amenazante prác-
tica asambleísta. Los cabildos abiertos o asambleas populares que
contaron con la anuencia de aquéllos no desaparecerían del esce-
nario bonaerense, según la evaluación que hacían los mieínbros
de la elite dirigente que impulsaban el proyecto, si no se suprimía
la institución que le había dado origen. Parecía no ser suficiente
fundar un régimen representativo con voto directo para contra-
rrestar lo que el propio Rivadaviareconocía: "que el poder de los
Cabildos, funesto a todos los gobiernos anteriores, siempre sería

azaroso a la representación de la Provincia por esa parte de popu-
laridad que le usurpaba".79 Esa popularidad había puesto enjaque
a todos los gobiernos sucedidos durante aquellos diez años. Si no
se tomaban medidas drásticas, las futuras autoridades provincia-
lespodrían correr igual suerte. . .
Losdos cabildos bonaerenses fueron, finalmente, supnmtdos,

en un clima que no parece haber despertado demasiada inquie-
tud si se atiende a la tibia oposición expresada en la Salaya la pa-
sivaactitud adoptada por los capitulares. Desaparecida la institu-
ción capitular y en ausencia de un poder central luego de la caída
del Directorio, la disputa por el sujeto de imputación soberana
quedaba aplazada. El j)ueblo de Buenos Aires se desentendía de los
posibles lazos que podían unirlo a una entidad política mayor e
integraba a la ciudad y su campaña en el nuevo régimen represen-
tativoinaugurado con la ley electoral de 1821. ¿Cómo se produjo,
entonces, la integración del espacio urbano y rural luego de los
debates que se sucedieron en los años precedentes y, especial-
mente, durante la crisis de 1820? ¿Sobre qué bases se distribuyó
la representación: sobre el criterio tan discutido que vinculaba
automáticamente el número de diputados con el número de
habitantes de cada distrito o respetando las tradicionales jerar-
quías territoriales que subordinaban la campaña a la ciudad, úni-
co espacio institucionalizado durante la colonia? Al quedar supri-
midos los cabildos desaparecía la entidad sobre la que se había
fundado la subordinación de la campaña, la cual sólo cobraba exis-
tencia en función de su dependencia del ayuntamiento. En dicho
contexto, no había lugar para establecer en el nuevo régimen re-
presentativo tal jerarquía. El abandono, sin embargo, de aquellas
nociones tan frecuentemente utilizadas en los primeros años de
la década revolucionaria, no significó implementar el mecanismo
que vinculaba directamente cantidad de población y número de
representantes. La solución proporcionada por la ley electoral re-
presentó una fórmula intermedia que dejó, en un primer momen-
to, la misma cantidad de representantes que había establecido el
Estatuto Provisorio de 1815 para ciudad y campaña -doce y once
respectivamente- según los datos del censo realizado en aquel
año, pero sin establecer el principio que reajustaba automática-
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su representación, pero que este establecimiento era incompa-
tible con un Gobierno Representativo en que esa autoridad su-
prema ha retrovertido a la sociedad, y exerce con toda la ple-
nitud de un sistema liberal por medio de aquellas autoridades
que tienen la viva representación de los Pueblos confusiones
reales que les ha circunscrito la naturaleza del Gobierno actual
y los pactos sociales; que en ese estado aparecen los Cabildos
sin una atribución rcal, y útil al público ... ".78
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mente la representación a los cambios producidos a nivel demo-
gráfico. La ley electoral de 1821 callaba respecto de este punto,
dejando en manos de la Sala -sólo como producto de su silencio-
la decisión de reasignar el número de representantes a cada espa-
cio. De hecho, poco tiempo después de constituida, laJunta apro-
bó duplicar su número de diputados manteniendo la misma pro-
porción que colocaba en una representación desigual a ciudad y
campo (24 diputados para la ciudad y 23 para la campaña). Es pre-
ciso recordar que para esa época ambas poblaciones se habían
equiparado. Aunque las estimaciones son muy imprecisas, las ten-
dencias muestran que la población de la campaña (alrededor de
62.000 habitantes) ya estaría superando la cantidad de habitantes
de la ciudad (55.000).

Las diferencias entre ciudad y campaña se manifestaron, ade-
más, en los mecanismos electorales estipulados por la ley para ser
aplicados en cada espacio. La base territorial sobre la que se divi-
dió la ciudad para la realización de las elecciones fue la parroquia
(ocho en 1821) mientras que la campaña quedó fraccionada en
11 secciones en cuyo interior se ubicaban los partidos. Éstos, en ver-
dad, eran jurisdicciones territoriales de origen colonial muy am-
plias que incluían centros poblados donde se realizaban las asam-
bleas electorales. Las autoridades de mesa se reunían luego en el
pueblo más antiguo de la sección o, en su defecto, en el que estu-
viera situado "más al centro de entre ellas" para realizar el escru-
tinio. Las mesas electorales de cada parroquia de la ciudad debían
constituirse, según el artículo 9Q de la ley electoral, a través del
"nombramiento a pluralidad por los presentes, de presidente y
cuatro escrutadores", mientras que en la campaña los escrutado-
res eran electivos pero la presidencia de la mesa no lo era; ésta
quedaba en manos de los alcaldes de hermandad, rápidamente
reemplazados en la función por los jueces de paz una vez suprimi-
dos los cabildos de la provincia. La condición electiva de los escru-
tadores significaba otorgar a quienes podían influir en la confor-
mación de las mesas un poder nada desdeñable; especialmente si
se tiene en cuenta que la ley no contemplaba la confección de pa-
drones previos a la elección. Las autoridades electas en el momen-
to mismo de constituirse la asamblea electoral tenían la atribución

de decidir, siguiendo para ello su propio criterio, quiénes queda-
ban incluidos o excluidos del derecho de voto.80 Tal como men-
cionamos anteriormente, dada la ambigüedad bajo la que queda-
ba definida la condición del elector, la potestad concedida a la
mesa electoral era tan importante que, varios años después de san-
cionada la ley, un diputado de la Sala aseguraba "... que ya es un
axioma gano la mesa, gano las elecciones; algo más en el día se ha
llegado a tal punto, que ganada la mesa de madera, ya se tiene ga-
nada la electoral, y ganada ésta, las elecciones".81 La soberanía de
las mesas electorales era reforzada, además, a través de la segun-
da atribución que la ley le otorgaba: la de realizar el escrutinio y,
según sus resultados, "proclamar por electos a los que obtengan
la pluralidad de sufragios". El único recurso que quedaba, una vez
consumado el acto y proclamados los diputados electos, era que
laJunta de Representantes -en su carácter de revisora de las actas
y escrutinios- suspendiera la elección por no atenerse a las forma-
lidades legales establecidas. Esto sucedió en muy contadas ocasio-
nes porque la Sala, generalmente, consideraba que una vez he-
chos los escrutinios las mesas eran soberanas en su decisión. Resulta
ilustrativo observar las discusiones planteadas en laJunta de Re-
presentantes respecto de las atribuciones de las mesas electorales,
para comprobar el poder que aquélla les proporcionaba. Era muy
común que después de cada elección las autoridades de mesa hi-
cieran consultas a la Sala para evacuar dudas respecto de las am-
biguas definiciones -o de los explícitos silencios- de la ley electo-
ral. En estos casos, los diputados tenían por norma respetar las
decisiones tomadas por la mesa, sobre todo cuando se ponía en
cuestión el resultado del escrutinio. En 1827, dada la reiteración
de estas consultas -y los conflictos por ellas generadas- la Sala
aprobó en su sesión del 18 de septiembre el siguiente decreto: "Ar-
tículo único: La Mesa Central escrutadora, en uso de las faculta-
des que le otorga la ley de elecciones, se halla autorizada para
practicar el escrutinio general, en términos que se salven toda du-
da racional, en orden a la legalidad de las elecciones".

En el debate del citado decreto (en la sesión celebrada el 29
de agosto de 1827) el diputado Álzaga definía lo que consideraba
atribución de la mesa electoral:
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"Más como yo niego que la Sala sea eljuez competente, digo
que la reclamación está mal hecha aquí, y para ello me referi-
ré a la ley de elecciones que da esas atribuciones a la mesa, cua-
les son el examinar los votos, contarlos para ver cuál es la per-
sona electa, y cuidar de que los que voten tengan las calidades
que previene la ley.De consiguiente elJuez competente era la me-
sa, y ante la mesa debió hacer ese reclamo dando la cara, no
ocultándola; y así de cualquier modo que se mire veo que es
inoportuna esta reclamación ahora, porque el acto es consu-
mado".

Lo que el diputado expresaba era, en verdad, el sentido co-
mún que predominaba en aquellos años respecto del papel de las
mesas electorales. Existía, en esta dirección, una delegación de las
funciones más relevantes del acto en el que se dirimía la sobera-
nía, desde la cúspide hacia la base. Claro que dicha delegación se
efectuaba bajo ciertas llaves de control, algunas producto de lo es-
tipulado en la ley, y otras, efecto de las prácticas electorales. En el
primer caso, la principal llave de control residía en las autorida-
des designadas para presidir la elección de las autoridades de me-
sa. En la ciudad eran los jueces de paz y los alcaldes y tenientes,
mientras que en la campaña los jueces de paz presidían las mesas
y la elección de los escrutadores. El poder e influencia ejercido
por estas autoridades en las elecciones -nombradas directamente
por el gobierno provincial- se analizará más adelante; no obstan-
te, es preciso destacar en este punto la diferencia que la ley esta-
bleció entre ciudad y campaña al legislar la configuración de las
mesas. El presidente electivo sólo era permitido en la ciudad,
mientras que en el campo se le otorgaba a la figura del juez de paz
un papel mucho más preponderante que en el ámbito urbano.

Estas no fueron, sin embargo, las únicas diferencias que esti-
puló la ley respecto de la representación de ciudad y campaiia.
Existía otra, quizá la más relevante por los efectos que produjo en
la dinámica política posterior, sobre la que es necesario llamar la
atención. En la ciudad, los sufragan tes de cada parroquia debían
votar por la totalidad de los representantes a renovar, mientras que

en la campaiia los votantes sufragaban por un representante de su
sección. Esto significaba que en la ciudad se votaba por listas bajo
un sistema que podríamos denominar plurinominal a simple plu-
ralidad por acumulación de votos -o sistema de "lista abierta" en
el que los electores podían elaborar sus propias listas según las pre-
ferencias personales- y en el campo por un solo candidato por sec-
ción -apenas se dictó la ley- y por dos (a veces tres) candidatos
-según la coyuntura y la sección a la que pertenecía el sufragan-
te-luego de duplicarse el número de representantes de la Sala.
Es pertinente seiialar que tal prescripción no implicó que el dipu-
tado electo por una determinada sección de campaña representa-
ra a dicha sección en los términos que un tipo de representación
antigua podría hacer suponer. Pese a no estar explícitamente di-
cho en la letra de la ley, de la normativa se infiere que e-ldiputa-
do era representante del pueblo de Buenos Aires y no de una cir-
cunscripción en particular. A esto se le sumaba el hecho de que
no se contemplaba la figura del mandato imperativo a través del
cual el diputado se habría convertido en un apoderado de sus po-
derdantes. Si bien existieron propuestas de establecer la figura del
mandato para el funcionamiento de laJunta de Representantes
durante la crisis del aiio '20 (extendiéndose instrucciones, en al-
gunos casos, para los diputados electos por alguna de las seccio-
nes de campaiia), éstas fueron descartadas apenas se aquietaron
los ánimos.82 Un artículo remitido a La Gaceta publicado el 23
agosto de 1820 reflexionaba al respecto:

"No hay duda repito, que la pasadaJunta de Representantes ha
sido la más legítimamente nombrada; pero como nosotros de-
bemos considerar siempre a los rc::presentantescomo a unos
meros apoderados del pueblo, sujetos enteramente a su vo-
luntad, debemos también observar que, para que obren con
arreglo a esta voluntad de su poderdante no les basta ser legí-
timamente nombrados; también necesitan ser -bien y legítima-
mente instruidos. Quizás algunos de los desaciertos que pudo
haber cometido dicha junta, provinieron de la falta de instruc-
ciones ... ".



98 MARCELA TERNAVASIO

Suprimida la noción de mandato imperativo, la representa_ "
ción que nacía de la nueva ley electoral eliminaba uno de los ele-
mentos más característicos de la representación del antiguo régi-
men, imputándola ahora al nuevo sujeto de soberanía surgido de
la crisis del año '20: el Estado de Buenos Aires. Aunque en su in-
terior no se establecía una ciudadanía unificada que igualara a ciu-
dad y campo bajo los mismos mecanismos electorales, es cierto
también que se abandonaban los tradicionales criterios basados
en jerarquías corporativo-territoriales vigentes en la década revo-
lucionaria" La resolución plantéada en 1821 significó una salida
intermedia frente a los polos extremos planteados un año antes:
ni "cuerpos morales" definiendo la representación, ni distribución
del número de diputados según la cantidad de población" Fue la
decisión política de la nueva Sala de Representantes la que quedó
finalmente como árbitro -en el presente y en el futuro- de la dis-
tribución cuantitativa de la representación en cada espacio.

Despejada, entonces, la amenaza que podía provenir de la in-
vocación soberana de los pueblos existentes en el interior de la
provincia y el peligro latente de asambleas (al suprimirse los cabil-
.dos que las impulsaban y le daban cobijo), quedaba pendiente el
problema de la soberanía del número. El voto directo y un dere-
cho amplio de sufragio venían, justamente, a intentar resolver el
gran déficit de la revolución: hacer realidad el principio tan pro-
clamado de que la soberanía residía en el pueblo. Un pueblo que
parecía esconderse tras los umbrales de sus casas particulares
cuando debía ejercer el "derecho más augusto" en el que residía
la soberanía, como era el elegir a sus propios gobernantes. Una
vez dictada la ley electoral sólo restaba esperar los efectos que ha-
bría de producir para evaluar en la dinámica misma de los proce-
sos electorales su grado de éxito o fracaso.

SEGUNDA PARTE:
Las elecciones durante

la feliz experiencia
rivadaviana



4. Un régimen de competencia
entre notables

Luego de los exiguos resultados obtenidos en las elecciones
realizadas una semana después de promulgarse la ley electoral, la
elite gohernante pareció comprender más que nunca que era ne-
cesario intervenir activamente en los comicios si se pretendían al-
canzar los objetivos propuestos. Tal intervención -practicada en
1822 y consolidada en los años siguientes- transformó el escena-
rio electoral de Buenos Aires. Si se comparan los testimonios ya
citados que destacaban la apatía de los ciudadanos en la década
revolucionaria con los referidos a las elecciones convocadas des-
pués de 1821, las diferencias saltan a la vista:

"Lanoche del día en que termina la elección de los miembros
de laJunta, una banda militar precedida por el balón o globo
y rodeada de una.multitud de jóvenes, marcha por las calles. La
banda se detiene frente a la casa de los miembros e interpreta
uno o dos aires; la muchedumbre -si es que en Buenos Aires
hay tal cosa- grita entonces: -'¡Viva la patria! ¡Vivanlos repre-
sentantes del pueblo! n'.83

'----

El comicio asumía una dimensión ritual que, aun dentro de
parámetros solemnes, transformaba profundamente el sentido de
las votaciones. Las nuevas prácticas que se fueron configurando
alrededor del acto electoral-tanto antes como después de consu-
mado éste- tuvieron como principales impulsores a los miembros
de la elite dirigente. No hubiera sido posible en tan poco tiempo
multiplicar el número de electores en ciudRd y campaña ni insta-
lar el tema de las elecciones en el debate público con la fuerza con
que emergió en esos años, sin una activa intervención de aquélla.
Dicha intervención, sin embargo, no debe ser pensada en los tér-
minos que la identifica, sin más, con el concepto de "oficialismo



La incertidumbre a la que hacía referencia Núñez había cre-
'd sin dudas, a partir de la profunda transformación produci-

C1 o, " 1 d den esos cuatro años. El gobierno habla Impu sa o nove osas
d:ácticaSen el campo electoral -de negociación, movilización y
~ ro aganda"- generando una dinámica política en torno a la su-
~si~ de la autoridad que se había expandido más allá de los con-
troles que aquél podía ejercer. La preocupación que expresaba
Núóezfrente a la apatía manifiesta del gobierno antes de las elec-
cionesde 1825, no hace más que corroborar el papel que tuvo su
intervención en la transformación de los procesos electorales y lo
insuficiente que a veces resultaba tal intervención si otros grupos
del sector dirigente -no pertenecientes al gobierno- tomaban la
iniciativaYobtenían el triunfo en las mesas.

-En qué aspectos, entonces, del act.ocomicial se expresaron
estas

c
transformaciones? La ley electoral de 1821, al prescribir el

voto directo sin restricciones, condujo a redefinir las prácticas po-
líticasa través de las cuales la elite dirigente había intentado has-
ta ese momento reproducirse en el poder político. El voto indirec-
to había dejado a las asambleas electorales de segundo grado el
poder de negociar internamente -entre facciones, logias o grupos
menores de la elite- la sucesión de las autoridades, separando los
dos momentos del proceso electoral: el de la autorización y el de
la deliberación. La asamblea primaria se limitaba a designar a los
electores, cumpliendo de tal manera con el requisito de la autori-
zación -una especie de legitimación originaria del procedimien-
to representativo-, quedando concentrada en la asamblea electo-
ral de segundo grado la llave de control <!Ielproceso eleccionario
yel momento de la deliberación por las candidaturas. Lo que pro-
dujo el pasaje de un sistema de voto indirecto a otro de voto di-
recto fue el inmediato traslado del momento de la deliberación al
período previo a la elección. El acto electoral pasó a reunir ambos

" l~"
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electoral" y deducir de él la ausencia de cualquier tipo de ;.. compe.:
tenCIadonde los resultados de los comicios habrían sido una .'"
l
. SlIlF

P e c~nsecuenCIa ~absolutam:nte previsible de antemano- de la-
capaCIdad de los dIversos gobIernos de monopolizar los res :. Ortes
formales e mformales de movilización Esta imagen aunque .:. , recu~
pera elementos sin duda presentes en las prácticas electorales di;

, de.
peno o, esconde otros -tanto o más relevantes- que contribu e:'
a explicar la dinámica política instaurada después de 1821 La y n.... . ~~
senCladel denominado "oficialismo electoral" no significó la ine--~
xistencia de con~i~tos ~n el inte~ior de la elite respecto del pr¿; ~
blema de la suceSlOn,nI menos aun la ausencia de deliberación }~
de un tipo muy particular de competencia en torno a quiénes d;'f
bían oc~par los asientos_de la Sala para ejercer el Poder Legislati- :t ~
vo y deSIgnar cada tres anos al gobernador. Si en los primeros mo- :f
mentos de la jeliz experiencia rivadaviana los resultados electorales
pudieron preve: un triunfo aplastante del oficialismo, fue porque
el llamado PartIdo del Orden logró reunir un consenso indiscuti-
do alrededor de su proyecto político en el interior de la elite. Pe!
ro poco tiempo después, cuando dicho consenso dejó se ser uná-
?ime, l.o~~e.sultados electorales pasaron a tener un margen de
ImprevlSlblhdad -expresado en el triunfo de listas llamadas de
oposición y en la clara conciencia que el oficialismo tenía de ello-
que obliga a replantear la imagen clásica descrita que identifica;
la elección con una mera reproducción de pactos concertados de
antemano. A la imprevisibilidad de los resultados se le sumó, ade-
más, la aceptación por parte del gobierno de su propia derrota en
el campo electoral. No siempre el "oficialismo" fue exitoso en su
voluntad de movilizar al sufragio y no siempre estuvo dispuesto a
hacerlo desenfadadamente. Sobre este punto ilustra una carta de
Ignacio Núñez a Bernardino Rivadavia (ya ausente del país una
vez concluida la gobernación de Rodríguez) fechada el21 de ene-
ro de .1825, en momentos en que estaba reunido el Congreso
Constituyente y se discutía sobre las elecciones a realizarse en la
provincia a fin de renovar la Sala:

U( ) se teme perder las elecciones para la Quinta Legislatura
( ) El espíritu de empresa entre particulares no ha decaído,

r - IME~1 DE COMPETENCIA El\'TRE NOTABLES
UNREG l'

de que todo cuanto se había conseguido en favor del
a pesar , . .' .

. 'lamiento del esplntu de mcerudumbre, ha vemdo a que-an1qUl .
d ducido a muy poco en razón de la poca confianza que ms-UR .

. la flexibilidad del ministerio el cual ni aún en las elecclO-
pira . "
nes de este año parece que qUiere tomar parte ....
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componentes del procedimiento representativo, convirtiendo a la
autorización en un rito definitorio de la sucesión de las autorida_
des. Esto significaba que, una vez consumado el acto electoral, po-
co se podía hacer respecto de los resultados: ya no había colegios
electorales en los que se pudieran negociar las candidaturas almis-
mo tiempo que la soberanía otorgada a las mesas electorales -por
la que éstas tenían el poder de escrutar- dejaba a la Sala de Re-
presentantes con escaso margen de maniobra para modificar lo
decidido por ellas. Para ganar una elección, los grupos que dispu-
taban el poder político debían volcar todas sus energías antes de
realizarse el comicio.

Tres momentos del proceso eleccionario, entonces, pasaron
a tener radical importancia en la nueva representación impuesta
en 1821: el de la deliberación en el interior de la elite en torno a
las candidaturas, que se verifica los días anteriores a cada elección;
el de la puesta en marcha de mecanismos de movilización para
obtener el mayor número de votos en función de lo definitorio
que resultaba ahora el momento de la autorización; y finalmen-
te, el de la constitución de las mesas electorales que se convierten
en las llaves de control del proceso, según se ha descrito. Este ca-
pítulo se centrará en el primer momento señalado -cuyo actor
principal es la elite dirigente- para analizar en el próximo las
prácticas referidas a los dos momentos siguientes en los que se in-
cluye un universo mucho más amplio de actores, y por ende más
difícil de aprehender, que va desde la heterogénea masa de elec-
tores hasta lo que llamaremos sectores intermedios, encargados de
articular a dicha masa con las decisiones tomadas por la elite en
el momento de la deliberación. El voto directo trasformó en muy
poco tiempo la lógica electoral vigente: la elite requirió inventar
nuevas formas de negociación yde discusión al mismo tiempo que
necesitó vincularse mucho más que antes con un electorado po-
tencial que debía legitimar a través de su autorización a las nue-
vas autoridades.

Por dicha razón, la elite dirigente se ocupó por vez primera
de organizar la práctica electoral y de obtener, a través de su acti-
va participación, un nivel de movilización al sufragio desconocido
hasta la fecha. En poco tiempo, las cifras superaron los dos milla-

'\~..

res de votos en la ciudad y los tres millares en la campaña (con pe-
queños desfasajes en algunas coyunturas) configurándose después
de 1822un piso de electores que se mantuvo durante toda la déca-
da y aún en el posterior período de hegemonía rosista. Pero para
lograr este piso de electores era preciso acordar, previamente, en
un punto mucho más conflictivo: ¿qué listas de candidatos se ela-
borarían para hacer circular e inducir a votar al electorado poten-
cial?Esta cuestión, lejos de reflejar la idea de una elite homogénea
y sin fisuras, o en su defecto, de una elite dividida en dos facciones
claramente delimitadas -unitarios y federales según lo estigmati-
zaron algunos historiadores-, expresa una situación más compleja
que está bastante lejos tanto de la imagen de una elite que impo-
nía sin discusión sus listasúnicas en las mesas electorales, como de
aquéllaque presentaba a unitarios yfederales enfrentados bajo una
lógicamás cercana a la guerra que a la disputa política.

Práctica de las candidaturas

Dadas las características diferentes que la ley electoral impu-
soa los mecanismos de votación en ciudad y campaña, la práctica
de las candidaturas se desarrolló sólo en el ámbito urbano. Así,
pues, los electores de la ciudad votaban todos los años por listas
de doce candidatos en cada parroquia (excepto cuando se convo-
caba a alguna elección complementaria por renuncias o falleci-
mientos), las que podían confeccionarse según el criterio perso-
nal de cada sufragan te -sistema de lista abierta- siempre que éste
respetara las condiciones exigidas para el voto pasivo.La ausencia
de una legalización previa de las listas de candidatos -dado que la
leyelectoral nada decía al respecto- dejaba a este momento del
proceso electoral en un área difusa que rápidamente fue cubier-
ta por prácticas informales.

¿En que consistían estas prácticas? En.el período previo al ac-
to comicial -entre 15y 20 días antes de cada elección- comenza-
ba a desplegarse una disputa por las candidaturas, cuya "publici-
dad"contrasta con lo ocurrido en la década revolucionaria. Frente
a la condena que en años anteriores había recibido la poco fre-
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cuente práctica de hacer pública la presentación de determinados
candidatos para las elecciones -coincidiendo, en este sentido, con
lo que ocurría en algunos países europeos, donde también se con-
denaba el hecho de "aparecer" como candidato, ponerse en evi-
dencia y llamar la atención sobre sí mismo-, los años '20 mostra-
ron un cambio rotundo de actitud.84 Cambio que se inscribe en
el nuevo espíritu que se cuela en todos los intersticios de lajeliz ex-
p~~~cia. El principio de "publicidad de los actos de gobierno" se
englO en un catecismo de la nueva era política en sintonía con las
transformaciones producidas en las formas de sociabilidad políti-
ca y en las expresiones del incipiente espacio público configura-
do después de la revolución. Los trabajos que, en tal dirección,
han desarrollado más recientemente Pilar GonzálezBernaldo,Jor-
ge Myersy Noemí Goldman -entre otros- nos eximen del trata-
miento de estos temas, sin duda fundamentales para comprender
la metamorfosis producida en la esfera electoral durante la déca-
da del '20.85 La libre deliberación parecía imponerse en todos los
órdenes -en la prensa, las asociaciones de diverso tipo, la Legisla-
tura- no escapando a sus alcances la desarrollada en el seno mis-
mo de los procesos electorales.

Así, la prensa periódica, cuya "explosión" después de 1821
constituye un dato de suma relevancia, se erigió en uno de los
principales órganos de divulgación de listas de candidatos y,a fal-
ta de mecanismos de legalización, en vehículo informal de oficia-
lización de lasmismas en el espacio público. El modo bajo el cual
se presentaban era a través de artículos remitidos a los periódicos,
cuyosautores (en su mayoría anónimos) planteaban los "nombres
de su preferencia", incluyendo a veces reflexiones en torno a la
convenie?cia o no de elegir a determinados individuos según su
trayectona personal y el lugar ocupado en la sociedad. A medida
que se acercaba el día de la elección, los periódicos exhortaban a
unificar listas a fin de evitar la dispersión de votos hasta que, final-
mente, uno o dos días antes de la fecha convocada, cada uno daba
su "listade preferencia". El rol que la prensa asumió en los proce-
sos electorales después de 1821 fue objeto, incluso, de considera-
ción y debate en el interior de sus propias páginas:

"Laatenciónpúblicaparece haberse fijadotanto en esteacto,
que almenosél seha hecho de 15 días a estaparte casiel asun-
to del día. Seha puesto en práctica activamenteel nuevosiste-
made hacer circularlistasde elegibles impresasymanuscritas;
y losescritoresperiódicosgenerosamente han franqueadosus
, . . 1 " 86pagmaspara msertar a gunas. .. .

El Argos reconocía en el mismo artículo haber sido "el prime-
ro que en 1821 abrió este camino hasta entonces desconocido en
Buenos Aires" de publicar listas de candidatos en sus columnas;
camino que rápidamente se difundió al mismo ritmo que los pe-
riódicos fueron apareciendo. En 1822, El Correo de las Provincias in-
centivaba la nueva práctica al afirmar que "El Centinela se ha pre-
parado notablemente ofreciendo sus páginas a los combatientes;
esperamos igual interés en El Argos; El Correo ofrece también las
suyas; y principia publicando textualmente las siguientes lis-
tas... ".87 De hecho, las listas proliferaban en los periódicos porte-
ños -cuyos redactores estaban Íntimamente vinculados con los di-
versosgrupos que conformaban la elite dirigente y en la mayoría
de los casos eran parte de ella- aumentando su cantidad a medi-
da que se iba consolidando la dinámica electoral bajo el nuevo ré-
gimen representativo. Prueba de ello eran los innumerables co-
mentarios que la prensa hada al respecto:

"Nosotroshemossidolosque hemos publicadoprimeroquena-
die la listade losqueprecisamente han resultadoelectos,y que
sellamandelpartidode lamarcha pública,o loqueesmásexac-
to de las nuevas ideas. Esta lista nos fue remitidapor un corres-
ponsalporqueanunciamosen tiempo quequeríamoshacernos
el origen por donde semanifestasen todaslasopiniones.Trasde
éstavinieronochomás:todas se publicaron en cuerpoy alma
incluyendodoso tres en que se tiroteaba a laprimera... ".88

En los días previos a la elección se podían llegar a publicar
hasta seis o siete artículos remitidos por día en cada periódico, ca-
da uno de los cuales aportaba una l1stade preferencia; los edito-
res, en muchas oportunidades. debían disculparse por no poder
publicar todas las listaspropuestas. Esta abundante circulación de



"Nosotros dejamos para otra ocasión los abusos que es menes-
ter evitar en las mesas, y pasamos por ahora a publicar la lista
que dijimos teníamos formada. Nos es de gran placer no haber
diferido en mucho de la primera que publicó El Centinela, a la
que estamos pronto a suscribir enteramente, si el autor de aque-
lla no se conviene con la nuestra. Los sujetos que variamos es
sólo porque creemos que de la campaña deben venir hombres
de sano juicio y de solo luces naturales, y en la ciudad debemos
adherirnos a presentarles quienes ilustren las discusiones ... ".89

Existen innumerables ejemplos de este tipo de negociación
en torno a nombres, pero el que mejor grafica la lógica imperan-
te en la práctica de las candidaturas es el que se expresa en las elec-
ciones de 1825. Aunque en aquel momento ya existía una más cla-
ra diferenciación entre oficialismo y oposición, la negociación
previa al aeto electoral siguió el camino ya configurado en aüos
anteriores. Los personajes más destacados de la elite comenzaron
a reunirse con sus grupos de referencia en los espacios privados
-espacios donde se iniciaba la negociación de las candidaturas-
para discutir las posibles listas. En la carta ya citada que Ignacio
Núüez enviara a Bernardino Rivadavia, se describe el estado de la
situación:
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"Sr.Avisador: Un patriota se ha servido de Ud. y ~e lo ~ue co-
bra para publicar una lista de candidatos para la 5- Leglsla,tura
que en El Argentino se llamó ministerial. El Argent.zno entre cmco
o seis listas que ha dado a luz, inserta una predJlecta de la.opo-
sición, -y entre una y otra quiero yo, que también soy.patrIOta,
meter la siguiente por la que me constan van a votar cIen hom-
bres de cada parroquia ... ".

d fu. ado a comer y comí en efecto"El Domingo pasa o I convoc
la quinta por Barracas que habita el Sr. Gobernador desde

e~e regresó de la frontera: asistieron los señores ~campo,
Ágüero, Arroyo yRodríguez: allí se convino la .0peracIOnde las
elecciones en toda la campaña, y en ésta el tnunfo me par~ce
que podrá ser completo. Respecto de la ciuda~ nada se hlz~:
les dije que había presentado un plan por escnto ,alSr. GarCla
sobre éstas, cuya ejecución daría en la ciudad el mIsmo resulta-
do que en la campaña; entonces oí decir al Sr. Gobernador lo
que he dicho; pero quedaron encargados de acercarse al Sr.
García e inducirlo a tomar parte, lo que dudo mucho: al me-
nos of;ecerá pero no obrará. La lista que envié ~ mudado -la
verdadera es la que está en El Argos con un comulllcado que fir-
ma Un Propietario en el nº 11O ... ".

Efectivamente, la lista a la que hacía referencia Ignaci~ Nú-
ñez había aparecido en el periódico citad~, demostrando ~~ que
este tipo de artículos remitidos no era mas que la expreslOn de
propuestas elaboradas en el seno de cada uno de los .grupos que
conformaban la elite dirigente, con la que no necesanamente ha-

d . fi b ba-brían de coincidir sus propios pares. El texto e qUIen lrma a
jo el nombre de Un Propietario había aparecido el 12 de enero de

1825:

La carta de Núñez sintetiza algunos aspectos del proceso elec-
toral que otros testimonios confirman ¡';ragmenta~iam~nte. Por un
lado, expresa la fuerte voluntad política que teman CIertos secto~
res de la elite por organizar el proceso electoral para obtener e
triunfo. Por otro lado, demuestra que tal organización generaba
mayor conflictividad en el ámbito urbano que en el campo. El de-
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listas presentaba diversas combinatorias de nombres extraídos de
un elenco más o menos estable de candidatos, los que se repetían
con diferente frecuencia. Dicha frecuencia dependía, ciertamen_
te, de la capacidad que los candidatos tuvieran de negociar su po-
sición en el interior de la elite e imponer su nombre en el mayor
número de listas posibles. En este contexto, la prensa facilitaba la
negociación al publicar las listas y exhortar a la unific.ación en pos
de los candidatos con mayores posibilidades. Así, cada periódico,
uno o dos días antes del evento, daba su "lista de preferencia", que
no necesariamente difería sustancialmente de la publicada por
otros. Por el contrario, la coincidencia de nombres era el factor
común, diferenciándose entre sí sólo en algunos candidatos. La
misma prensa hacía explícita esta lógica:
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bate de las candidaturas no parecía ofrecer obstáculos en la cam-
paña: los nombres se decidían en la ciudad y el voto seguía, des-
de que se promulgó la ley electoral de 1821, el camino de la una-
nimidad a favor de los candidatos impuestos por el Ministerio de
Gobierno, excepto en contadas excepciones donde se dieron elec-
ciones disputadas en algunas secciones de campaña (especialmen-
te en 1823, luego de la reforma eclesiástica). En una carta envia-
da por Valentín Gómez a Carlos de Alvear el 20 de marzo de 1824
se corrobora esta percepción:

"Yocasi perecía en el barco inglés, cuando ya corría mi nom-
bre en una de las listas de diputados para el Congreso. Ayer se
han hecho las elecciones. Se dice que si el Ministerio gana, es
con muy poca ventaja, pero ésta se espera más decidida de la
campaña, y si tal sucede, me tiene Ud. nuevamente comprome-
tido y recargado de atenciones".

La cita vuelve a poner de manifiesto la incertidumbre vivida
frente a los resultados electorales y a confirmar el dato de que en
la ciudad la negociación de listas resultaba mucho más problemá-
tica (la campaña aceptaba sin conflictos la nominación de candi-
datos que, como Gómez en esta ocasión -representando al parti-
do de Pilar-, nunca habían pisado siquiera el territorio que los
elegía). Algunos grupos de la elite se negaban a trabajar en pos
de ciertas candidaturas y otros modificaban lo acordado previa-
mente, tal como lo expresaba Núñez respecto de su lista publica-
da en El Argos al afirmar que "había mudado". Estas modificacio-
nes parecen haber llegado a su máxima expresión en diciembre
de 1825, según describen los propios periódicos días antes de la
elección:

"Recórrase simplemente la revista que dimos eljueves de los
pasos preliminares a estas elecciones: en ella se advertirá que
primero se propuso, con independencia del gobierno, una lis-
ta de doce personas respetables -la llamaremos pTimera,-; que
esta lista fue resistida enseguida por otra de los agentes oficia-
les, a la cual la llamaremos segunda; que una resistencia tal cau-
só inquietudes que luego influyeron en la alteración de la lista

segunda, integrándola con individuos de la lista primera, sin to-
rnar uno solo de los tres de la cuestión; no siendo suficiente es-
te cambio, fue menester que la lista segunda sufriese otra refor-
ma, y entonces ella abrazó nueve de la lista primera, quedando
otra vez excluidos estos mismos tres individuos".90

Estas modificaciones respondían, muchas veces, a las mayores
o menores posibilidades que tenían determinados individuos de
imponerse en las listas. Cuando algunos nombres eran resistidos
-tal como en este caso parece suceder-la táctica consistía en bus-
car el consenso a través de este doble juego de integración-exclu-
sión. De lo contrario, se corría el serio riesgo de que la lista no fue-
ra votada y en su reemplazo apareciera otra con una combinación
diferente:

"Descansamos sobre una seguridad, cuando decirnos que los
agentes oficiales de primer orden fueron instruidos por indivi-
duos de la misma policía, que existía una resistencia declarada
a la nueva lista; y que la resistencia era tal, que acaso serían in-
fructuosos los trabajos, no curándose en tiempo un mal que

1 d "91sembraba amentos por to as partes ....

El escaso disciplinamiento que la elite demostró tener para
acordar en una lista unificada, capaz de ser divulgada y votada con
los mismos nombres que la integraban inicialmente, se expresó tam-
bién en los registros electorales. Estos presentan una configuración
muy similar con relación a quiénes aparecían votados y cómo se
emitía el sufragio.92 Por un lado, existe siempre el elenco estable de
candidatos que obtenía la mayoría de los votos, combinados con
personajes menores que recibían una menor cantidad de sufragios.
Por otro lado, las diferentes listas eran votadas por grupos de elec-
tores que a veces superaban el centenar y que de manera consecu-
tiva daban su sufragio por alguna de las combinaciones ya mencio-
nadas. Este mapa de los registros sugi.ere la presencia de redes
clientelares diversas que, lideradas por algún caudillo, acudían a la
mesa a votar por alguna de las listas que previamente circulaban.
Era frecuente encontrar que las listas variaran según la parroquia:
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La elite dirigente y el "espíritu de facción"

. En segundo lugar, un régimen en el que la discusión se di-
tldos. 1 f: ..' ás por los nombres de los candidatos que por as aCClonesflfma mi' .ue supuestamente pertenecían. En tercer ugar, un regtmen
alasq . 1 '_£ 1resuponía la existencia de CIertas reg as Imorma es compar-
~~e p or los miembros de la elite a través de las cuales disputaban
ti aSg~ciabanla sucesión política. Finalmente, un régimen que, en
y ne - " d
l de Buenos Aires permitió durante esos anos la rotaclOn ee caso ,
. tOSindividuos en los escaños de la Sala (el elenco estable deCler . ., . ,
sonaies al que se hizo referencIa) y la mcorporaclOn de gruposper:J ., .
nores de la ehte, cuyos mIembros eran mucho menos conoCl-

mde y rara vez se repetían en el cargo.94 Esta lógica notabiliar ex-
os. d' , .
presada en las elecciones se tradujo, además, en la mam~ca par-
lamentaria. Aunque no nos detendremos en esta oportumdad en
un análisis de los comportamientos de los diputados una vez elec-
toS,es preciso subrayar que los miembros de la Sala ~e Represen-
tantes actuaron en esa coyuntura con un margen de mdependen-
cia respecto del gobierno y las facciones que se iban configurando,
realineándose en cada ocasión según los proyectos en debate.

Ahora bien: ese régimen de notables "criollos" implicaba una
"notabilidad" diferente a la que caracterizó a otros procesos po-
líticos en el continente europeo e, incluso, americano. La promi-
nencia de muchos de los miembros de la elite política rioplaten-
se no se basaba tanto en su fortuna o en el típico concepto inglés
de deferencia, donde la confianza individual que merecía el can-
didato por parte de sus electores devenía directamente del lugar
social que ocupaba, sino de un proceso de construcción que bus-
caba instaurar una notoriedad que no siempre les era dada de
manera natural. En una sociedad como la bonaerense, en la que
las jerarquías sociales estaban devaluadait, el prestigio debía ga-
narse y una manera de hacerlo era a través de las posiciones asu-
midas en la carrera de la revolución. Aunque en la década del '20
se incorporaron miembros de la elite económico social a la Le-
gislatura, celebrándose tal incorporación en nombre de una fuer-
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"Esmenester sin embargo, observar que la diferencia entre am-
bas listasreducida a tres personas únicamente, no ha dejado de
mandar la idea de una contradicción sostenida: contradicción
que en efecto resalta en la votación, porque en lasAsambleas ." :~o.

de la Catedral, Colegio, San Nicolás, Concepción, y San Telmo ,o
ha prevalecido con exceso la lista tal cual nosotros la dimos al
público; y en las del Socorro, Piedad y Monserrat la que ha cir-
culado la Policía como emanada de los agentes d~ oficio".93

Aunque es casi imposible hacer el seguimiento de todas las
combinatorias de nombres que aparecen en las listas publicadas
en la prensa y luego VOladasen los registros para cada elección, es
eviden te que en los años de la jeliz experiencia rara vez se llegaba a
un acuerdo definitivo. La práctica de las candidaturas daba un
margen de flexibilidad a los grupos menores de la elite a la vez
que consolidaba al elenco estable de personajes que tenía mayo-
res posibilidades de ser incluido en varias listas. Estos últimos se
veían favorecidos, además, a través del sistema plurinominal por
acumulación de votos.

En la difusión de estas listas no participaba solamente la pren-
sa. Existían otros canales de "propaganda": la circulación de listas
impresas entre la población, la colocación de proclamas en luga-
res públicos -especialmente en los atrios de las iglesias a donde se
acudía a votar-, la repartición de listas en plazas, cafés, pulperías
o reñideros, el envío de cartas a particulares, e incluso, el reparto
de listas de casa en casa, fueron algunos de los mecanismos imple-
mentados en aquella época para movilizar al universo más amplio
de electores. La prensa, en cambio, era el espacio más visible de
negociación en el interior de la elite.

La deliberación por las candidaturas, trasladada por efecto
del voto directo a espacios absolutamente nuevos, condujo, en los
primeros aiios de la década, a un tipo de competencia entre no-
tables. ¿Qué significa "competencia notabiliar" en el contexto aquí
analizado? En primer lugar, un régifuen en el que los candidatos
eran individuos que por su notoriedad alcanzaban lugares promi-
nentes y que por tal razón gozaban de libertad de acción al no es-
tar atados a la vieja figura del mandato imperativo ni a las redes y
lealtades que supone la existencia de un sistema moderno de par-
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te aversión a los que habían hecho de la revolución su propia Ga-
rrera política (militares, abogados, curas, o dirigentes que sin
otro título que el haber participado de los gobiernos anteriores
legitimaban su participación en la esfera política), lo cierto es que
la inquina a los "políticos" parece ser más el producto de una re-
tórica publicística que se hacía cargo de transmitir una noción
muy difundida en esos años (al condenar el monopolio por par-
te de éstos de la cosa pública y celebrar la incorporación a la ac-
tividad política de sectores poderos~s desde el punto de vista eco-
nómico) que el fruto de un real convencimiento de que tal
principio era posible de ser aplicado en el orden local. La mutua
dependencia que Halperin Donghi ha señalado entre ambos sec-
tores de la elite, al estar sujetos los políticos de "profesión" a la
voluntad de los grupos más poderosos para financiar la indigen-
cia estructural del Estado y al depender éstos de la "sabiduría es-
pecíficamente política" de los primeros -en un contexto de indi-
gencia "ilustrada" en donde eran muy pocos los que poseían
experiencia en el arte político y administrativo-, explica que la
distancia entre ambos grupos sea menor que en otras provincias
y que en el caso de la jeliz experiencia rivadaviana los comercian tes
y hacendados hayan aceptado tener un lugar subordinado en la
Legislatura frente al liderazgo asumido por los conocedores del
arte político para elaborar e implementar las reformas aplicadas
entre 1821y 1824.95La convivencia entre ambos sectores de la eli-
te continuará sin fisuras mientras los "políticos" le garanticen a
los miembros del poder económico social el orden que requerían
para salvaguardar sus intereses privados, resintiéndose el vínculo
al promediar la década.

En 1823, la prensa comenzó a mencionar la presencia de una
"listade oposición" en las elecciones. Sin embargo, según demues-
tran las actas, registros y escrutinios, no habría existido "una lista
de oposición" sino más bien combinatorias diversas en las que pre-
dominaban, según el caso, candidatos que comenzaban a ser til-
dados de opositores. Aun los mismos periódicos que hablaban de
esta oposición admitían la diversificación de listas y candidatos
presentados al acto electoral:

"Conla primera listaque publicóEl Centinela y que se halla en
nuestro n2 5,venían todoslos liberales,losamigosdel orden y
del actualsistema.Elpartido de levante,de losanarquistas,de
losdesorganizadores,de losenemigosdel orden, de losrevol-
tosos,traía constantementeotra lista que se halla tambiénen
uno de los números de El Centinela, compuestade generalesy
de doctoresen todasfacultades.Algunospatriotas(muypocos)
no habían podido tolerar el entero sacrificiode su opinión, y
traían la primera lista,variandoen ella uno o dos individuos.
Entre levantinos,casino seobservabavariación.Aparecíauno
queotro liberaldisperso,que habíaformadosu listaparticular;
ypor último,en muypequeñonúmero sepresentabanlosadic-
tosa otra listaen que se hallaun fraile,cuyasecularizaciónse

l. . d b 1 "96espera:esta iStaera una miXtura e ueno yma o .

El intento por desprestigiar a los llamados opositores apelan-
do a la muy difundida idea de que éstos eran los militares y doc-
tores devenidos políticos al calor de la revolución, no hacía más
que despertar sospechas entre los habitantes de la ciudad, preo-
cupados fundamentalmente por mantener el clima de paz logra-
do en esos aúos. Quizá por eso los llamados liberales -favorables
alMinisterio de Gobierno- volvieron a obtener una victoria aplas-
tante. Victoria que al ser presentada por la prensa como el resul-
tado de una ~:iisputaentre dos listas, ocultaba el más complejo iti-
nerario recorrido. No todos los vencedores obtuvieron la misma
cantidad de sufragios: el candidato más votado en la ciudad fue
Juan Alagón con 2.059 votosy el menos votadoJuan P.Aguirre con
1.884votos. La diferencia de votos se expresaba en otros candida-
tos -esto es, en otras combinaciones de listas- que no aparecían
publicadas en los periódicos. Por otro lado, el candidato más vo-
tado de la llamada oposición fue Tomás Anchorena con 261 vo-
tos, quien nada tenía que ver con la identificación citada que veía
en aquélla la preeminencia de generales y doctores; más bien se
acercaba a la definición de propietario tan°celebrada por el oficia-
lismo. El candidato supuestamente menos votado de la lista opo-
sitora fue Pedro Carrasco con 177 votos. También en este caso, la
diferencia se habría expresado en otros candidatos. Pero no se tra-
ta sólo de una comprobación matemática. El Centinela demanda-
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ba el 26 de enero de 1823, pocos días después de la elección "... que
se publique completa la nómina de candidatos que se asegura pasan
de 200, porque la autoridad con arreglo a ley sólo publicará los
que hayan reunido de 25 votos para arriba". Esto demuestra la
existencia de grupos menores que votaron por candidatos con es-
casísimas posibilidades, combinados con miembros del elenco esta-
ble. Es cierto que estas li~tas ya mostraban rasgos que las distin-
guían según la identificación de adictos o no al gobierno: pero
aún no se trataba de dos listas diferenciadas, sino de un espectro
mucho más difuso.

Entre 1824 y 1825, la distinción entre ministeriales y oposición
se profundizó. Bajo estas denominaciones -que no aludían a nin-
gún rasgo identitario más que a la posición asumida frente al go-
bierno- las listas de candidatos circularon por la ciudad. Los ar-
gumentos en los que se fundaba la disputa pocas veces excedían el
marco que suponía estar dentro o fuera del gobierno, aunque al-
gunos periódicos agregaban a veces ciertos elementos tendientes
a marcar la diferencia en otros planos. El Argentino, por ejemplo,
perteneciente a algunos miembros de la llamada oposición, inten-
taba explotar en su favor lo que los oficialistas celebraban como
un logro: el hecho de reclutar a los diputados de la elite económi-
co-social.

"Ese empeño en buscar al más rico para representante, sin mi-
rar otro objeto, ese empeño en alucinarse con el que más tie-
ne es el que más quiere el orden y la libertad y la independen-
cia, esto es a lo que nos dirigimos. porque estamos convencidos,
que los deseos se irritan en proporción se llenan, y que cuanto
más rico es un hombre tanto más desea serlo, tanto más se em-
peña en buscar medios para alcanzarlo ... ".97

De hecho, en las elecciones de 1824, el triunfo en la ciudad
lo obtuvo la llamada lista de oposición. Un testigo inglés definió
a esta victoria como la de "los radicales: entre ellos se cuentan los
Humes de la Cámara de los Comunes criolla",98 haciendo referen-
cia a la presencia de algunos miembros de la vieja oposición po-
pular urbana que había jaqueado al gobierno directorial en la dé-
cada revolucionaria. Pero sus resultados, nuevamente, reflejan lo

ya anunciado para las elecciones anteriores. El Argos publicó el es-
crutinio de la ciudad anunciando que "han resultado las dos listas
que publicamos el miércoles de la semana anterior con los votos
que abajo se expresan".99 Las listas, sin embargo, tal como las re-
produjo el periódico, tenían dos candidatos que se repetían en
ambas -Juan José Anchorena y Manuel Moreno-, quienes habían
obtenido la mayoría de votos (1.757 y 1.752 respectivamente). Los
otros candidatos oscilaron entre 950 y 1.010 votos -contabilizando
sólo los que fueron electos- y entre 750 y 800 votos los que figu-
ran como candidatos de la lista oficialista. Nuevamente la combi-
natoria de nombres estaba presente.

¿Qué fue lo que produjo esta creciente división entre minis-
teriales y oposición a partir de 1824? Sin lugar a dudas, la reforma
eclesiástica -según ha seüalado Jorge Myers recientemente- repre-
sentó la primera fisura dentro del consenso unánime logrado por
el grupo rivadaviano, a lo que se sumó luego la convocatoria al
Congreso Constituyente. lOO La discusión por la futura organiza-
ción nacional reinstalaba, una vez más, el debate en torno a las
formas que ésta adoptaría y al lugar que en su interior ocuparía
Buenos Aires. Luego de 1820, la formación del Estado provincial
había hecho volcar todas las energías del nuevo gobierno fronte-
ras adentro, encontrando éste un consenso que no se vio pertur-
bado por la idea de redefinir ese espacio en el concierto nacional.
La elite porteüa fácilmente pudo ampliar su composición incor-
porando a los miembros de los grupos económicamente domi-
nantes y acordar pacíficamente las reglás de juego a través de las
cuales se sucederían las autoridades provinciales. Sin embargo,
cuando se eligió como nuevo gobernador al general Las Heras en
1824, aunque la prensa no dejó de celebrar que "concluye el tér-
mino de tres años por el cual fue nombrado, y es el primero que
en los catorce años de la revolución ha concluido legalmente en
Buenos Aires ... ",101las divisiones en el interior del Partido del Or-
den ya eran evidentes. Valentín Gómez ast:guraba en privado: "El
señor Las Heras elegido Gobernador, estaba aún en Salta deteni-
do por la creciente de los ríos. Se le espera con impaciencia aun-
que no con uniformidad de sentimientos; porque ya sabe Ud. que
esto nunca lo hay, particularmente bajo un régimen popular".102
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Las elecciones realizadas en marzo de 1824 para designar a los di-
putados que debían representar al Estado de Buenos Aires en el
futuro Congreso presentaron dos listas de candidatos, aunque no
estuvieron ausentes los cruces y repeticiones de ciertos persona-
jes en unas y otras: el triunfo 10 obtuvo en esa oportunidad la lis-
ta oficialista, si bien poco después -cuando se decidió duplicar la
representación de cada provincia- ingresaron algunos de los que
conformaban la lista de oposición.

Una vez reunido el Congreso, la marcha prudente que signó
el inicio de los debates fue rápidamente abandonada. El proceso
que medió entre la sanción de la Ley fundamental y la sanción de la
Constitución de 1826 (luego de ser nombrado Bernardino Riva-
davia presidente de las Provincias Unidas del Río de la Plata) pro-
fundizó los antagonismos ya perfilados a fines de 1824. La ley de
capitalización aprobada a propuesta del grupo rivadaviano -aho-
ra identificado con los unitarios- terminó de sellar la segmenta-
ción en el interior de la elite bonaerense. 103 La prensa inglesa en
Buenos Aires advertía al respecto que "la extinción de la Legisla-
tura Provincial" como efecto de esta ley de capitalización "ha re-
novado desconfianzas y exacerbado el localismo, al asumir el Con-
greso Nacional las funciones de laJunta Provincial, y el Ejecutivo
Nacional las del Ejecutivo Provincial".1°4 El descabezamiento de
las autoridades provinciales en pos de un proyecto que pocos apro-
baban -exceptuando el círculo más cercano a Rivadavia- terminó
de dislocar la frágil unidad en la que se había montado la jeliz ex-
periencia. Los ahora llamados federales, liderados en el Congreso
por Manuel Dorrego yManuel Moreno, estuvieron acompañados
en su oposición al proyecto por los sectores económicamente do-
minantes de la provincia -hasta ese momento base de apoyo del
gobierno provincial- que vieron en la capitalización un ataque a
sus intereses privados al federalizarse las rentas de la aduana por-
teña (principal fuente de recursos del Estado bonaerense) y deca-
pitarse la fluida relación comercial entre ciudad y campo.105

No se tratarán aquí losvaivenes, discusiones y decisiones toma-
das en dicho Congreso, ni los efectos que produjo la guerra con-
tra el Brasil desatada en esa coyuntura, ya suficientemente estudia-
dos. Sólo se señalarán dos cuestiones vinculadas directamente con

nuestro tema. Por un lado, que la división producida en el seno del
Congreso -presente, por otro lado, en el ámbito provincial-, aun
cuando expresa una polarización facciosa entre unitarios y federa-
les, revela al mis.motiempo el componente notabiliar antes descri-
to, en el sentido de que el comportamiento de los diputados esta-
ba bastante lejos de adherir a posiciones adoptadas por polos de
agregación grupales identificados a t.alesfacciones. Ignacio Núñez
vuelve a graficar esta lógica de manera contundente:

"Hablaremos del Congreso (oo.) La cuestión sobre las formas
permanentes o provisorias siguió agitándose en los círculos pri-
vados: se tuvo una reunión en casa del señor Gómez, a que asis-
tieron los señores García, Agüero, Zavaleta y Castro para orga-
nizar una opinión; ella se decidió unánimemente por las
formas provisorias, y bajo de este concepto marcharon dentro
y fuera de la casa (... ) la razón para la adopción de las formas
provisorias es personalísima, o como aquí se llama, de partido:
se teme perder las elecciones para la quinta legislatura, y se es-
pera tener un recurso nacional contra la preponderancia de la
opinión local, dando dirección al Congreso según se pierda o
se gane en estas elecciones. Lo más gracioso es que ni aun los
señores que se combinaron previamente para marchar en este
sentido, lo hacen aisladamente; el señor García conversa mu-
cho sobre la necesidad de volver al plan antiguo de Ud., de in-
corporación gradual a la representación de Buenos Aires; el Sr.
Agüero cree que ni esto puede hacerse; el Sr.Gómez firmemen-
te quiere nacionalizar, y envueltos todos en este laberinto han
llegado a la discusión de una Ley,que ha costado a la Comisión
sudores y por poco sangre. El señor Funes está marcado en su
comportación en el Congreso como verdadero cordobés: él
pertenece a la Comisión y tanto en ésta como en aquél ha he-
cho todo lo posible por anarquizar del modo más espantoso
(... ) La Comisión se dividió al instante sobre esta ley:mas al ca-
bo de tres o cuatro reuniones, y a costa de muchos gritos y de
la algaraza más escandalosa, la ley quedt> a un lado, y se entró
a combinar otra; produjo por fin la que en esta discusión, pe-
ro con la particularidad de que ella ha sido formada con la ex-
presión de cada uno de los comisionados; quiero decir no pu-
diendo convenirse ni dos de los seis en una misma opinión, se



La segunda cuelilión vinculada al Congreso gira en torno a la
redefinición del problema del sufragio. La normativa que la efí-
mera Constitución de 1826 estableció respecto de la representa-
ción electoral y la discusión que esto generó en el seno de laAsam-
blea Constituyente, marca un cambio con relación a lo prescrito
en la ley electoral de 1821. En la segunda sección sobre los dere-
chos de ciudadanía, la Constitución establecía la suspensión de di-
chos derechos -entre otras varias razones- a quienes tuvieran la
condición de "criado a sueldo, peón jornalero, simple soldado de
línea, notoriamente vago o legalmente procesado en causa crimi-
nal. .. " (y a quienes no supieran leer y escribir, aunque se aclara-
ba que esta cláusula entraría en vigencia quince años'después) . Es-
te fue el punto que, vinculado al tema de la representación, más
se discutió en el seno del Congreso. De hecho, el mismo grupo
que había elaborado la ley electoral de 1821y que había otorga-
do el voto a "todo hombre libre o avecindado", propugnaba aho-
ra limitar el sufragio. Este aparente cambio de posición puede in-
terpretarse en varios sentidos. Es posible que la elite bonaerense,
luego de la experiencia vividaen la provincia al aplicar el sufragio
sin restricciones, evaluara conveniente restringir los niveles de in-
clusión previendo que el voto amplio podía dar el triunfo no sólo
al oficialismo sino también a la oposición. Es probable también
que la elite rivadaviana tolerara y controlara mejor el sufragio am-
plio a una escalamás reducida (como era la provincial) y que a ni-

vel nacional dicho umbral de tolerancia fuera más bajo. Pero aun
teniendo en cuenta estas razones, no debe ocultarse un dato casi
evidente: los rivadavianos -muchos devenidos unitarios- no ha-
bían cambiado demasiado su ideario en torno a la representación,
sino que ahora lo hacían más explícito. Si se recuerdan los argu-
mentos que desplegó la comisión redactora de la ley electoral de
1821 para fundamentar la inclusión en el sufragio, resulta claro
que si aquélla no había establecido un principio de exclusión fren-
te a los considerados dependientes -que no eran más que los que
excluía la Constitución de 1826- era por no encontrar un criterio
adecuado capaz de diferenciar el mundo de los incluidos del de
los excluidos. En este sentido, lo que se produjo en 1826fue una
explicitación de este principio, el cual no llegaba a asumir la for-
ma de un voto censatario. Aún se permanecía en el universo de la
dependencia social.

El debate generado en la sesión del 25 de septiembre de 1826
sobre el derecho de ciudadanía demuestra este aserto. Mientras
que los federales defendían un sufragio sin restricción, algunos
unitarios replicaban -como lo hizo Manuel Antonio de Castro en
aquella ocasión- que para ejercer el voto activo era preciso tener
"voluntad propia, y no tal vez la expresión de la voluntad de un
pequeño número, por un gran número de bocas... el que está ba-
jo la influencia de un patrón no es capaz de sufragar con liber-
tad ... ". Frente a la argumentación esgrimida por algunos uni-
tarios en torno a la dependencia, los federales liderados por
Dorrego apelaban a un registro distinto. Identificaban aquel prin-
cipio de exclusión con un voto censatario. Dorrego afirmaba que
si se privaba de intervenir a los "asalariados" en las elecciones, re-
sultaría "una aristocracia la más terrible porque es la aristocracia
del dinero ... ". No obstante, la posición asumida por los diputa-
dos bonaerenses más cercanos a Rivadaviaestuvo lejos de ser ho-
mogénea.JuanJosé Paso, por ejemplo -quien había sido redactor
de la ley de 1821- se diferenció del diputado Castro al sostener
que no acordaba excluir a losjornaleros de los derechos de ciu-
dadanía.

Este debate estuvo precedido y acompañado por el desatado
en la prensa. Dos periódicos que representaban, respectivamen-
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redactó la opinión de cada uno y salió la ley (... ) Después de
tres sesiones puede decirse que nada han adelantado (... ) una
solavez han asistido los señores Cruz yCarcÍa, de modo que de
nada sirven en el Congreso (... ) Del Congreso no hay quien to-
me la voz para dirigir, como sería preciso para andar conse-
cuente en una marcha (... ) Se habla de Ud. mucho: se pregun-
ta si vendría siendo llamado ( ... ) Dejo que dure por mucho
tiempo más esta borrasca: que naveguen sin brújula, como que
ninguna tienen, y que así aprendan entre los mismos peligros
a ser cautos y caballeros (... ) Quisieran que al menos Ud. diri-
giese desde Londres: que escribiese, encomendando la ejecu-
ción de sus ideas al Sr. CarcÍa: esto es porque ellos no reflexio-
nan sino sobre su situación relativa (... ) ".106

Te'.-....... ,.•..
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te, las voces de los grupos bonaerenses enfrentados en el Congre-
so, desplegaron una muy intensa discusión al respecto. El Nacional
-vocero del grupo rivadaviano- destinó varios números de su pe-
riódico a criticar aquel aspecto de la ley electoral de 1821 que nun-
ca antes había sido discutido: el criterio de la inclusión. 107 La con-
cesión del voto a todo homlHe lilHeera evaluada como un ensayo del
pasado que, a la luz de la experiencia, debía ser corregido. Pero
"¿cuál es la base constante y general que debe adoptarse para la
concesión del voto?" -se preguntaban los editores del periódico-o
Indudablemente era la contribución; una contribución f~a y cono-
cida -de 30 pesos mensuales- con la cual se evitara que "los solda-
dos, vagos y mal entretenidos" engrosaran la masa de sufragantes.
El énfasis estaba puesto en que dicha renta fuera conocida, para lo
cual se debían levantar padrones en cada parroquia de la ciudad,
no así en la campaña donde se veía inútil la formación de un pa-
drón por la movilidad del domicilio y "porque los vecinos de ca-
da partido se conocen todos perfectamente". Con este criterio se
buscaba, básicamente, excluir del derecho de voto a los transeún-
tes no domiciliados que, muchas veces, engrosaban la masa de su-
fragantes en la ciudad, sin cuestionar "la calidad de directa" de la
ley electoral, "tan altamente recomendable y tan conforme a las
luces del siglo". Con esta posición, los editores del periódico pa-
recían acercarse más que nunca a los argumentos defendidos por
los liberales franceses de la Restauración en la discusión de la ley
electoral de 1817: voto restringido y sufragio directo. Un acerca-
miento que fue rápidamente advertido por la oposición, la que se
expresó en estos términos en el periódico El Argentino:

"¿Quién ha dicho que los hombres que no son comerciantes o
ricos, son incapaces de juzgar, son incapaces de sentir en lo mo-
ral como en lo fisico? (... ) y ahora viene a repetirse; y a repe-
tirse sobre un texto dado en Europa, donde son como máquinas
las clases ínfimas ( ... ) donde la igualdad ni existe en práctica,
ni puede existir en principio (... ) Aquí, a causa de la revolu-
ción, los hombres de mérito, los hombres patriotas, los hom-
bres útiles al país, son generalmente conocidos (... ) La poca
población también contribuye a este fin ... ".108

El reconocimiento de que ésta era, en varios sentidos, una so-
ciedad en la que no se podían aplicar criterios estrictos de exclu-
sión, formaba parte del sentido común de toda la elite política.
Aun los que defendían el voto restringido admitían este dato, bus-
cando definir un criterio capaz de "limitar el número de los votan-
tes, pero no demasiado", según admitía El Nacional. Lo cierto es
que por primera vez en el Río de la Plata se dio un fuerte debate
en torno al problema de la inclusión en el derecho de voto. De-
bate sin dudas vinculado al clima de ideas imperante en Europa
-tal como El Argentino afirmaba en su intento de refutación- co-
mo a los efectos producidos por la inesperada experiencia políti-
ca que a la luz de la nueva representación permitió acrecentar no-
tablemente el número de electores, no siempre cumpliendo la tan
mentada profecía de que con ellos se borraría el espíritu de fac-
ción. Por el contrario, en 1824 la elite gobernante comprobó que
con esos mismos sufragan tes podían perder las elecciones en el
distrito urbano. Fue así como la discusión sobre el imperativo de
la inclusión comenzó a articularse cada vez más a otro problema,
tan relevante como aquél: el del lugar que le cabía a la oposición
en el interior de un régimen político basado en un tipo de repre-
sentación liberal.

Nuevamente, los periódicos antes citados debatieron exten-
samente el problema. El Nacional le dedicó varios números, con-
cluyendo que aceptar "un sistema de oposición entablada y sos-
tenida" era renunciar a "darle estabilidad" al gobierno.l09 La
identificación entre oposición y anarquía se justificaba, en este ca-
so, con la afirmación de que dicha oposición en el Río de la Plata
era "sólo una guerra de individuos contra las autoridades y que to-
da guerra de individuos contra las autoridades en un gobierno re-
presentativo republicano, es un ataque terrible a su existencia".
Negaban que la oposición en' Buenos Aires fuera producto de "la
diversidad de ideas" -en cuyo caso habría sido aceptable-, sino
que la veían como una simple "contrapo.sición de intereses" que
conducía al "desorden, agitación y rencores". Esta reflexión no era
ajena al triunfo en la Legislatura porteña de una lista que se reco-
nocía de oposición y de la presencia, por primera vez en el Con~
greso Constituyente, de partidos o facciones -términos intercam-



biables en la prensa de aquellos años- con contornos más defini-
dos que en el pasado. No parecía tratarse, en este último caso, de
una simple disputa por personas; se incluía también un debate por
principios de organización. Por tal razón, El Argentino contestó a
las acusaciones de El Nacional desde una lógica que reivindicaba
la necesidad de una oposición en todo régimen republicano, se-
ñalando la falacia de identificar a aquélla con la anarquía.

En el fondo de todo este debate se enfrentaban dos órdenes
de cuestiones asimétricas. Por un lado, aquéllas que no excedían
la política de coyuntura al hablar cada periódico en nombre de
los intereses más inmediatos que representaban en el seno del
Congreso Nacional; por el otro, se filtraba una noción mucho más
estructural que la mera disputa política al invocarse el ideal de
unanimidad. La presencia de una oposición por- sistema, tal como El
Nacionalllamaba a la configurada en el Congreso y trasladada a la
provincia, atentaba contra aquel ideal: "¿qué es lo que la razón es-
tá diciendo que se haga? que se procure llegar a la uniformidarl'.
En un régimen republicano no era necesario "formar un partido
de oposición por sistema" -decía El Nacional- porque "no es lo
mismo atacar medidas, que el que para atacarlas, se forme un par-
tido, cual hay en Buenos Aires, y cual defiende El Argentino". En
este caso, la vocación de uniformidad que el sector más vinculado
al grupo rivadaviano parecía expresar, aun cuando podía recupe-
rar el imaginario unanimista heredado de la tradición colonial, se
mantenía dentro de los cánones de la concepción liberal decimo-
nómica que defendía la idea de un "debate racional" y el rechazo
de los "partidos". Lo que de hecho se estaba promoviendo era la
fórmula que había imperado durante la efimera feliZ experiencia de
un régimen de notables en el que los individuos podían discutir y
disentir en el espacio público de manera autónoma -en las elec-
ciones, en la prensa, en la Legislatura- realineándose según el te-
ma en debate pero sin "representar" las posiciones de un partido
o facción. no

En el campo electoral, la idea de un par-tido de oposición -en el
sentido que asumía para los contemporáneos- aparecía como
amenazante porque hacía peligrar toda la lógica sobre la que se
había montado la sucesión de las autoridades a partir de 1821.La
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práctica de las candidaturas, a través de la cual los notables com-
petían por ganar un lugar dentro del sistema, dificilmente tolera-
ra una escisión de la elite en partidos y facciones claramente dife-
re~ciados ..A pesar de que dicha escisión era aún muy laxa en el
pnmer qumquenio de la década -dada la modalidad ya descrita
que adoptó la formación de las listas de candidatos, el escaso dis-
ciplinamiento que mostraron tener los diputados una vez electos
(los llamados miembros de la oposición terminaron, muchas ve-
c~~,mezclados con el oficialismo) 111 Yla independencia de opi-
n.lOn~u: muc~os mantuvieron respecto de sus grupos de referen-
CIamas mmedlatos- no se puede negar que la tolerancia al disenso
y la "libertad" de deliberación en todos los órdenes comenzó a ver-
se severamente afectada. La discusión aquí citada es una muestra
de ello. El sufragio, aunque se convirtió en el único elemento le-
gitimador y,regulador de la sucesión política -cumpliendo con es-
to la profeCla de los defensores del régimen representativo duran-
te la ~risisdel añ.o '20- creó nuevos problemas. La disputa por las
~andlda~ras y el escaso disciplinamiento de la elite por acordar
hstas unificadas trasladaba hacia abajo el margen de imprevisibili-
dad respecto de los resultados electorales.

r.,..
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publicó El Liberal sugiriendo para la ciudad un sistema uninomi-
nal por circunscripciones que evitaba "el recurso de las listas que
con tanta prodigalidad se han repartido". 162 Pero la solución pro-
vino del espacio de las prácticas informales. Había que inventar
una modalidad que fuera capaz de domesticar a los miembros de
la elite respetando la legalidad electoral preexistente. Sobre esta
última no parecía ser posible retroceder luego de comprobar las
reacciones negativas producidas por la revolución decembrista. La
operación debía incluir, además, a la prensa periódica, principal
agente a través del cual los grupos producían y hacían público un
debate que, a partir de 1829 comenzaba a ser visualiza<iocomo
elemento disruptor. Sin embargo, estos primeros amagos por supri-
mir el momento de la deliberación del proceso electoral no resul-
taron exitosos.Amplios sectores de la elite -muchos incluidos den-
tro del campo federal- se resistieron a aceptar un subordinado y
poco decoroso segundo plano en el control de la sucesión políti-
ca. Se necesitarán varios años más para que Rosas logre imponer,
definitivamente, un sistema de lista única.

TERCERA PARTE:
El sufragio en la época

de Rosas
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7. Federales versus federales.
Disputa electoral y redefinición
del régim.en político: 1829-1835

El gobierno de Rosas se inició en 1829 con una oposición uni-
taria prácticamente vencida en Buenos Aires. Muchos de sus
miembros -como era habitual en aquellos años- siguieron el ca~
mino del exilio, otros se replegaron al ámbito privado, mientras
que no pocos continuaron su vida pública prestando adhesión a
la llamada causa federal, denominación que ocultaba mal las disi-
dencias existentes entre los diversos grupos que la integraban. Ta-
les disidencias, que precedieron el ascenso de Rosas al poder, se
exacerbaron en el gran debate que ocupó a losmiembros de la Sa-
la y a la opinión pública durante su primer gobierno. El otorga-
miento de las facultades extraordinarias al nuevo titular del Poder
Ejecutivo fue la ocasión a partir de la cual se definieron posicio-
nes, ya no sólo.en el plano de los intereses personales sino además
en el de los principios que debían guiar la acción política. Los gru-
pos más apegados al nuevo gobernador -en su mayoría recién arri-
bados al campo federal- se enfrentaron con los sectores dorréguis-
tas en una controvertida discusión que puso enjuego, entre otros
tópicos, el problema de la división de poderes, la noción de lega-
lidad constitucional y el papel de la disputa electoral en el régi-
men político provincial.

El desarrollo de este debate -que se extendió desde 1829 has-
ta 1835- refleja algo ya destacado por Jorge Myers:que el régimen
rosista no fue el producto de la aplicación de un proyecto elabo-
rado de antemano sino un orden construido gradualmente y "por
parches", más atento a la "inmediata y siempre amenazante coyun-
tura" que a "losprospectos de largo plazo".163La dinámica adqui-
rida por los acontecimientos y la percepción que de ellos tuvieron
los grupos dirigentes jugaron un papel fundamental en la confi-
guración del régimen rosista; la imposición de un modelo políti-
co basado en la preeminencia del Ejecutivo y en la eliminación de



,.
«,l'

~~rr
;rt

1
176 MARCELA TERNAVASIO FEDERALES VERSUS FEDERALES 177

la cumpetencia electoral se dio en un marco de disputa con otras
opciones políticas dentro del mismo partido federal.

Elecciones y facultades extraordinarias

Rosasasumió el gobierno de la provincia el 8 de diciembre de
1829en una ceremonia cuyo boat.o recordaba viejas tradiciones al
tiempo que anunciaba nuevos rituales. Tres días antes,laJunta de
Representantes recién restituida había discutido bajo qué título
debía hacerse dicho nombramiento: las facultades extraordinarias
ingresaban al recinto de la Sala como un tema candente de discu-
sión y como foco de disidencias. Los argumentos vertidos por quie-
nes presentaron la moción de revestir al gobernador propiet.ario
de tales facultades se centraron en tópicos que, poco tiempo des-
pués, se convirtieron en asuntos recurrentes del discurso rosista:
la apelación a un estado de excepcionalidad -caracterizado por la
amenaza al orden interno-, la referencia al modelo romano para
justificar el fortalecimiento del Ejecutivo y la recurrente utiliza-
ción de imágenes que colocaban al primer mandatario como pi-
loto de una nave a la deriva o, en su versión criolla, como baquea-
nade un itinerario político que intentaba mostrarse atenazado por
los más graves peligros. Las reticencias presentadas por quienes ya
no eran parte de la oposición unitaria, sino miembros del hetero-
géneo partido federal, se expresaron a través de la defensa de las
libertades individuales,la divisiónde poderes y la defensa de la deli-
beración en el seno de la Legislatura. Todos estos argumentos se
fueron repitiendo escalonadamente a lo largo del primer gobier-
no de Rosas, al reeditarse el debate en aquellas ocasiones en las
que la Sala exigía al gobernador rendir cuenta del uso de tales fa-
cultades o en los momentos en que debía decidirse sobre la con-
tinuidad o suspensión de los poderes extraordinarios, entregados
al comienzo por el período de un año hasta que se reuniera la pró-
xima Legislatura. La intención de Rosas de extender la condición
de excepción por "tiempo indeterminado" y la resistencia de la
mayoría de la Sala a acceder a este pedido colocaba a la disputa
electoral (para la renovación anual de la mitad de los miembros

del Poder Legislativo) en un lugar clave capaz de definir el futu-
ro rumbo político.

En abril de 1831 el gobierno convocó a elecciones, retoman-
do las fechas establecidas por ley luego de la revolución de 1828
y de la restitución de la Sala derrocada en esa fecha. El clima po-
lítico que se respiraba en Buenos Aires no era el más distendido:
en 1830, el séquito más cercano a Rosashabía pedido una amplia-
ción de los poderes extraordinarios para el Ejecutivo y en enero
de 1831 se suscribía el Pacto Federal, cuya firma generó un con-
flicto entre algunos miembros de laJunta de Representantes y el
gobernador al cuestionarle aquéllos ciertos artículos del pacto
que hacían sospechar sobre el ejercicio de un poder discrecional
por parte del Poder Ejecutivo. La preparación de los comicios re-
flejó ese clima; al mismo tiempo actualizaba la ya tradicional prác-
tica de las candidaturas, en un contexto en el que los unitarios no
tenían presencia en el espacio público (ninguna lista se postula-
ba en "representación" del partido unitario) yen el que se refle-
jaba la resistencia de los grupos menores de la elite (t.odosden-
tro del campo federal) a acept.ar la imposición de una lista única
elaborada por el gobierno. En sintonía con un discurso que, ca-
da vez más, hacía de la disidencia el emblema de la conspiración,
el gobierno comenzó a ident.ificar a la ya consolidada práctica de
las candidaturas con tendencias disgregadoras del orden y la uni-
dad que se presuponía en la sociedad. Los testimonios así lo de-
muestran:

"Sabemos, a no dudarlo, que algunas personas que hacen os-
tentación de su posición social y de su influencia en los nego-
cios públicos, han censurado estos días cáusticamente la.conduc-
ta del Clasificador. ¿Ycuál el motivo ostensible? El de haber
hecho alarde de nuestra opinión independiente, publicando
una lista de candidatos para representantes de la provincia, que
sólo contenía dos individuos de los que aparecían en la otra lis-
ta, registrada de antemano en las columnas del diario, que emi-
te los artículos oficiales. De la diversidad solamente que había
entre unas y otras personas (pues en ningún predicamento son
inferiores las de nuestra nómina a las de la alra) han deducido
los censores a quienes nos referimos, que habíamos tratado de
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hacer oposición al gobierno. Por lo visto, para los SS. de la críti-
ca deben ser sinónimos, o tener la misma acepción, el ser opo-
sitor, y el tener opinión propia y no inspirada ... ".164

El responsable de este artículo -y de haber publicado dos días
antes de los comicios la lista a la que hace referencia- fue Sáenz
de Cavia. Férreo defensor de las facultades extraordinarias y de
"un poder dictatorial que nos salve de esta crisis espantosa"lti5has-
ta pocos meses antes, su cambiante trayectoria política expresa la
de muchos otros. Los primeros apoyos incondicionales al gober-
nador iban haciéndose cada vezmás reticentes al advertir algunos
diputados, con el correr de los meses, la vocación unanimista de
aquél, apenas esbozada cuando asumió el cargo. En el ejercicio de
las facultades extraordinarias Rosas no escatimó aplicar medidas
tendientes a amedrentar a los opositores reales o potenciales (a
través de arrestos y encarcelaciones o amenazas que obligaban a
los destinatarios a emprender el camino del exilio), a restringir de
manera progresiva la libertad de prensa (hasta llegar a dictar la
leyde imprenta de 1832que coartaba notablemente la libertad de
expresión) u obligar a todos los empleados de la provincia a por-
tar la divisa punzó en la que debían ostentar la inscripción "Fe-
deración o muerte". Al calor de estos acontecimientos se iban de-
finiendo y extremando las posiciones enfrentadas, cambiando
permanentemente la correlación de fuerzas.

En este contexto, la suspensión del periódico de Sáenz de Ca-
via en 1832 (como la de muchos otros en ese período) estuvo vin-
culada a su cambio de posición respecto de las facultades extraor-
dinarias como a su papel de difusor de listas de candidatos que no
respondían a la elaborada por el gobierno. La disputa, cruces y
combinaciones de nombres, tan característicos de los momentos
preelectorales en el Estado de Buenos Aires, comenzó a ser visua-
lizada por el gobierno bajo una noción de oposición que si bien re-
cogía una tradición discursiva del pasado le agregaba nuevos con-
tenidos. Básicamente, recogía y profundizaba la idea de que las
facciones se identificaban siempre con una estrategia conspirativa.
Las elecciones de 1831fueron, finalmente, realizadas y aprobadas
-a pesar de permitir la entrada de ciertos personajes que no se

mostraban incondicionales al gobernador- como lo fueron tam-
bién las convocadas en.abril de 1832.

Con los resultados obtenidos, la correlación de fuerzas en el
interior de laJunta de Representantes se hacía cada vez más des-
favorable a los propósitos del gobernador. La comunicación que
Rosas dirigió a la Sala un mes después de las elecciones de 1832
con el objeto de devolver las facultades extraordinarias no era aje-
na a este dato. En 1831 se había presentado una moción en la Le-
gislatura en la que se solicitaba al Poder Ejecutivo la devolución
de las facultades extraordinarias por considerar que habían cesa-
do los motivos y circunstancias por los que se había investido al
Gobierno de ese poder. Aunque en esta ocasión los que presenta-
ron la iniciativa perdieron la votación, las filas de los cuestionado-
res a las directivas del gobernador iban engrosando la Sala.El ar-
gumento esgrimido por Rosas para justificar tal devolución no se
basaba en el reconocimiento de que se habían extinguido los pe-
ligros que acechaban a la provincia, sino en la "divergenciade opi-
niones" que había suscitado su continuidad.166 Ocho meses des-
pués, muchos de los diputados que ingresaron en la renovación
de ahril de 1832 votaron el rechazo a un nuevo otorgamiento de
dichas facultades. 167 A los pocos días de tomar esta resolución, la
Sala volvióa reunirse para designar nuevo gobernador ya que ex-
piraba el período para el cual Rosas había sido designado siguien-
do la ley de 1823. En este caso, el quórum fue mayor: asistieron
treinta y seis diputados -diez representantes más que para la vota-
ción del proyecto de facultades extraordinarias- de los cualesvein-
tinueve votaron al brigadier Juan Manuel de Rosas, cuatro a To-
más de Anchorena, dos aVicente López yuno a LuisDorrego. Se
hacía evidente que la disputa no giraba en torno al nombre del
candidato, sino a una determinada forma de ejercer el poder po-
lítico. La mayoría parecía coincidir en que el saliente gobernador
era la persona indicada para volver a ocupar la primera magistra-
tura de la provincia a la vez que consideraban que éste debía go-
bernar siguiendo las leyes fundamentales establecidas en 1821 y
las prácticas habituales que habían colocado a la Sala de Repre-
sentantes en el centro del poder político provincial.

Los episodios siguientes son ya muy conocidos. Rosas se ne-
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gó en varias oportunidades a aceptar el cargo por no poder asu-
mir con las facultades extraordinarias. Aunque esto no fue dicho
explícitamente, era obvio que lo que comenzaba a ser el "ritual
de la renuncia" estaba íntimamente vinculado al otorgamiento o
no de dichas atribuciones. Luego de varias negativas a aceptar la
renuncia, la Sala debió pasar a elegir nuevo gobernador en la per-
sona de Juan Ramón BaIcarce. Concluía así el primer gobierno
de quien fuera llamado "el moderno Cincinato, Aquiles del país,
orgullo de América, César argentino, héroe y salvador de la Re-
pública", según versaban las diversas composiciones poéticas re-
partidas entre la multitud el día que fue electo por segunda vez
para el cargo que resignaba.l68 Para esa fecha, las divisiones den-
tro del campo federal se hacían cada vezmás notorias. Las facul-
tades extraordinarias habían profundizado las diferencias entre
los viejos sectores de la oposición popular urbana y los nuevos in-
tegrantes del federalismo porteño, leales a Rosas, reflejándose en
ellas una disputa por principios de organización política interna
a la provincia, prácticamente ausente en la etapa anterior. Duran-
te la jeliz experiencia, las disidencias en el interior de la elite bonae-
rense no habían puesto en juego posiciones antagónicas respec-
to al ejercicio del poder político; sus miembros disputaban en
torno a la distribución de determinadas cuotas de dicho poder y
de ciertos proyectos concretos que podían afectarlas, pero pare-
cía existir un acuerdo tácito sobre las reglas que debían regular
-formal e informalmente- el sistema político provincial. Luego
de la reunión del Congreso Constituyente y, especialmente, des-
pués de la experiencia revolucionaria encarnada por Lavalle, la
disputa cambió de tono. A la tradicional discusión sobre la forma
de distribuir los cargos en el interior de los grupos dirigentes, se
le sumaron otras cuestiones: la divisiónde poderes, la disputa elec-
toral y, poco más tarde, la alternativa de dictar una constitución
provincial.

La naturaleza de este debate, sin embargo, no debe llamar a
confusión. No se trataba, en su origen, de un enfrentamiento en-
tre grupos claramente delimitados por diferencias irreconcilia-
bles en el plano ideológico-doctrinario. A tales diferencias se arri-
bó luego de los acontecimientos que se fueron escalonando a lo

largo de este conflictivo período, extremándose cada vezmás las
posiciones al calor de una práctica política que iba construyen-
do, simultáneamente, las opciones en juego. En este proceso de
construcción los diversos intereses -personales, facciosos, carpo-
rativos- se tradujeron en estrategias políticas que requirieron, cre-
cientemente, de argumentos ideológicos y doctrinarios para sos-
tener posiciones en el campo político. Fue así como se fueron
delineando las opciones aquí descritas: no como parte de un cli-
vaje doctrinario preconstituido, sino como producto de la com-
binación de ideas y prácticas que adoptaban configuraciones di-
versas según la correlación de fuerzas. La disputa por el poder
llevó a estilizar cada vez más los argumentos y a constituir a éstos
en una bandera fundamental de la lucha que se libraba en los dos
planos principales de la deliberación pública: la que tenía lugar
en el seno de la Sala de Representantes (yconcomitantemente en
la prensa periódica) y la que se concentraba en el primer momen-
to del proceso electoral, destinado a discutir las candidaturas a
dicha Sala.

Si en este marco las facultades extraordinarias dispararon un
debate sobre el tipo de régimen político y la forma que debía
adoptar el ejercicio de la autoridad, las elecciones actualizaron
percepciones cada vezmás divergentes respecto del papel que de-
bía asumir el sufragio en el interior de dicho régimen. La emer-
gencia en el Pacto de Cañuelas de una opción que buscaba reem-
plazar la práctica de las candidaturas por una lista única elaborada
por el Ejecutivo fue encontrando a lo largo de estos años nuevos
argumentos que lajustificaran. Se hacía cada vezmás notorio pa-
ra el grupo leal a Rosas y,especialmente, para el propio goberna-
dor, que las elecciones de representantes constituían una de las
principales llavesde control del régimen político. Si la pretensión
era gobernar con ciertas facultades que excedían el marco legal
ordinario y mantener, al mismo tiempo, la legitimidad que ema-
naba del sufragio y de la Junta de Representantes, había que in-
ventar alguna fórmula que suprimiera la deliberación para la for-
mación de listas en el interior de la elite. De la negociación inter
pares resultaban electos personaJes que no siempre respondían a
los mandatos del Ejecutivo, tal como demostraron los diputados
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que ingresaron a la Sala en 1832. Se hada necesario, entonces, en-
contrar otras vías de acceso al poder político que, sin cuestionar
la legalidad existente -principio muy caro al Comandante Gene-
ral de Campaña-, permitiera legitimar la instauración de un régi-
men de "excepción" por tiempo indeterminado.

Las elecciones de 1833

Esta intuición, ya perfilada en el seno del gobierno, se vio am-
pliamente confirmada en las elecciones de 1833. Luego de la de-
signación de Balcarce para desempeñar el Poder Ejecutivo y de la
partida de Rosas en su expedición al desierto (emprendida con el
doble propósito de asegurar la frontera contra el indio y de tomar
distancia del ambiente político bonaerense), la situación creada
entre los diversos sectores del federalismo porteño se hizo cada
vezmás tensa. El nombramiento del general Martínez -primo del
gobernador- en el Ministerio de Guerra aceleró las diferencias.
Su intento por liderar una alternativa a la hegemonía rosista -va-
liéndose de los grupos federales que veían en ésta las tendencias
despóticas demostradas en la primera gobernación- despertó el
resquemor y la desconfianza de los que ya eran llamados federales
netos o apostólicos.

Los preparativos en torno a los comicios convocados para el
26 de abril de 1833 generaron muchas expectativas. Los periódi-
cos aseguraban que "de las próximas elecciones está todo pendien-
te".169y es verdad que, en parte, así lo era. En dichos comicios no
se enfrentarían solamente dos fracciones del partido federal, sino
dos formas muy diversas de pensar el régimen político. Las divi-
siones comenzaban en el propio despacho del gobernador: en los
ministerios estaban representadas las dos tendencias perfiladas en
años anteriores, lo que significó que del seno del gobierno se ela-
boraran listas de candidatos diferentes y se trabajara por su triun-
fo apelando a los grupos que les eran respectivamente adictos. El
ministro de Guerra se enfrentaba así a Manuel Maza yVictorio
Garda de Zuñiga, ministros también y leales a Rosas, al mismo
tiempo que participaban en la confección de las listas otros per-

sonajes allegados al gobierno. La disputa palaciega puede seguir-
se paso a paso a través de la correspondencia que cruzaron en esos
días los personajes más encumbrados de la elite dirigente. El go-
bernadorjuan Ramón Balcarce le comunicaba a Rosas que "antes
de las elecciones del 28 de abril se acordó en Consejo de Minis-
tros dar y sostener la lista que corrió con el título de Ministerial,
bajo la condición expresa que el gobierno no había de dar la ca-
ra en su protección, ni había de llamar empleado ni ciudadano al-
guno a hacerla prevalecer. Con esta disposición nos separamos ins-

, d b' d" 170truido cada uno de la lmea de conducta que e la guar ar .
De tal actitud por parte del gobernador dan testimonio hasta sus
propios opositores, no resultando evidente si la misma respondía
a una noble muestra de virtud CÍvicao a una estrategia que procu-
raba dejar el campo libre a sus más allegados. La lista elaborada
en el seno del gobierno causó el disgusto de los amigos de Rosas,
de lo que da testimonio una carta de Felipe Arana enviada al ex
gobernador, un mes antes de las elecciones:

"El23 a la noche repetí mi visitaal Sr.Balcarce (oo.) manifes-
tándome la dificultad que tenía para expedir la convocatoria
sobre eleccionesycomoyole demostré la equivocaciónen que
estaba,me encargó hablase sobre el particular con el ministro
de gobierno, a quien había entregado las listasde los candida-
tos (oo.) Me declaré nuevamente con DonVictorio (Carda de
Zuñiga), pero cargándolodel modo que yacorrespondehacer-
lo, estando presente nuestro don Tomás (deAnchorena), y se
halla tan confundido, que me dijopensaba remitir a Ud. una y
otra lista,a fin de que le manifestasesujuicio, puesyocreo que
aún no se persuade de que la listadel Sr.Balcarcees obra de
Vidaly de Martínez (oo.)
A este mismo objeto, y para que Ud. confirme la exactitudde
mijuicio sobre los autores de dicha lista debo también infor-
marle, que el círculo del ministro de la 9uerra estácon la ma-
yoragitaciónpor laselecciones,ydesignael día 14 del próximo
abril para ellas;pues don Baldomero (Carda) me ha contado
que visitando ayer al Ceneral Olazábal,encontró en su casaa
ÁlvarczCondarco y a Pablo Carcía quienes, luego que lo vie-
ron, escondieron un papel que él conoció era copiade la lista,

-
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y luego que los saludó, le hablaron sobre elecciones, de que
don Baldomero no tenía noticia (... )
También en una de estas noches pasadas me solicitó con ins-
tancia el general Vidal para noticiarme que sabía de cierto se
preparaba por el ministro de la guerra una lista de represen-
tantes en que colocaban todos los enemigos del general Rosas,
manifestándome que estaba dispuesto a hacerle oposición, pe-
ro que para eso había de ser Ud. instruido".17l

La extensa carta de Arana sigue relatando en detalle la sorda
disputa por la confección de las listas de candidatos y las dificul-
tades que existían para acordar en una lista única y "oficial" entre
el círculo más pequeño que formaba parte del propio gobierno.
Rosas aparecía como el árbitro indiscutido que, pese a la distan-
cia que lo separaba de Buenos Aires, era consultado para dirimir
el conflicto palaciego. Pero Rosas no contestaba a ninguna de las
cartas recibidas en esos días; su silencio parece responder más a
una deliberada estrategia tendiente a exacerbar el conflicto polí-
tico interno que a una prudente actitud prescindente. El conflic-
to podía ser intuido rápidamente si se observan los preparativos
para los comicios: circulación de listas por doquier, agitación de
la actividad proselitista, negociaciones permanentes en torno a
los nombres de los candidatos. Tal era el clima vivido en aquellos
días que La Gaceta Mercantil publicó un artículo remitido el18 de
abril de 1833 titulado "Fiebre de listas" en el que se afirmaba:
"'Hay quienes caractericen contagiosas las fiebres; y debe ser así;
porque en la ocasión, la multitud de listas publicadas es un sínto-
ma de la fiebre, y el que yo pida a Ud. Sr. editor un lugarcito pa-
ra la que he formado es una prueba del contagio, del que ruego
a Ud. me curen publicándola". Hasta tal punto llegaba el afán por
participar en la confección y presentación de candidaturas -exce-
diendo por mucho el más acotado espacio de la casa de gobierno
para extenderse, según citan las fuentes, a reuniones muy diver-
sas realizadas en salones, sociedades y casas particulares para ela-
borar la lista de ocasión- que un grupo de mujeres autodeno-
minadas "Las Porteñas Federales" propusieron una lista de
candidatos. En un sorprendente alegato, este grupo de mujeres

apr~vechó la.oportunidad ~~ra defender sus derechos al sufragio
-acuvo y pasIvo- y para CrItICar el tipo de educación que se les
brindaba:

"Compatriotas. Si vuestra injusticia nos privó del derecho que
el pacto social nos concedía de tener voto activo y aún pasivo
en la :~ecció~ de los ciudadanos que deben representarnos, no
podra Imped~r~~s el que manifestemos por medio de la pren-
sa nuestra opmlOn sobre un asunto que nos interesa tanto co-
mo a vosotros. Felizmente, se aproxima la época en que reco-
brando el bello sexo sus derechos primitivos, salga de una vez
del anona~~mien:o en que .ha vivido. Nuestros nietos, o quizás
nuestros hlJoSveran una mItad de los asientos de la Sala de la
provincia ocupa~os por mujeres que darán lustre a su patria.
Entonce~, no seran ya tachadas de entremetidas, pedantes, etc.,
las que dIscurran sobre asuntos de interés público. Mientras lle-
ga esa época feliz, contentémonos con intervenir indirectamen-
te en los asuntos públicos.
Nosotras, pues, hemos formado después de una madura refle-
xión li~tade candidatos para representantes de la provincia que
recomIendan a nuestros compatriotas ... ".172

Dejando de lado el optimismo que embargaba a estas muje-
r~s a~pensar que era posible obtener el voto act.ivo y pasivo en el
term~no de dos gener~ciones, lo cierto es que la discusión por las
candIdaturas demostro, en esta ocasión, tanto indisciplinamiento
como en el pasado. No sólo parecía imposible acordar en una lis-
ta "oficial" o en dos listas que representaran a cada una de las d
fr . os

~cCIones supuestamente opuestas del partido federal, sino ade-
~as, que los cruces y combinaciones de nombres llegaran a dibu-
jar u~ mapa sumamente complejo. De su observación se deduce,
e? pnmer lug.~, que lejos de circular sólo dos listas en los días pre-
ViOS a la elecclOn -tal como algunos historiadores han afirmado-
la de los lla~ados cismáticos ~ la de los apost@licos,circularon por l~
menos 24 h~tas (tomando solo en consideración las que se publi-
caron a traves de La Gaceta Mercantil) . En ellas se combinaron d

d
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muy Ivers~s maneras, 81 nombres para designar sólo 12 diputa-
dos por la cm dad; de esos 81 candidatos, hubo algunos que se re-



pitieron con mucha frecuencia -entre 8 y 13veces -; otros que lo
hicieron entre 3 y 6 veces y, la gran mayoría, apareció candidatea-
da sólo 1o 2 veces. El periódico El Constitucional comentaba en su
edición del 5 de agosto de 1833:

"... an tes de cerrar sus sesiones (se refiere a la Sala de Repre-
sentantes) es ya un deber sagrado y hasta un compromiso seño-
res el elegir para Representantes de la undécima Legislatura a
aquellos recomendables patriotas cuyos dignos nombres se re-
gistran hoy con tanto aplauso y admiración de este gran pue-
blo, y de todas las sectas políticas que lo componen, en las filas

"días antes de las elecciones las opiniones estaban fraccionadas
en dos grandes partidos, sin saberse qué objeto final cada par-
tido se proponía. No eran por cierto las personas de los candi-
datos, pues que hemos visto aparecer alternativamente en am-
bas listas contendientes unos y otros candidatos de igual clase
y categoría. Se puede deducir de esto que los candidatos, que
han aparecido en estos días en ambas listas, no inducían des-
confianza a ninguno de los dos partidos. No eran pues los can-
didatos. ¿Qué otra cosa podría ser? .. ".
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de los que votaron porque se desechase el proyecto de las fa-
cultades extraordinarias".173
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Las comicios se realizaron, finalmente, en un ambiente de su-
ma agitación. Lamentablemente, no poseemos los registros de es-
tas elecciones de manera que nos permita comparar la lógica del
voto con la previa disputa de listas. Pero si nos atenemos al relato
que aparece en el intercambio epistolar de varios personajes con
Juan Manuel de Rosas, es posible deducir los hechos.174 Felipe
Arana le manifestaba en carta del 22 de abril, pocos días antes de
los comicios, su mayor "tranquilidad" por haber acordado con el
Gobierno una lista de candidatos "después de innumerables con-
ferencias y de haberse llevado este asunto a acuerdo de ministros
por la divergencia en que se hallaban los ministros mismos según
lo podrá inferir; en fin, aunque han quedado algunos perversos,
muchos se han separado y yo estoy más tranquilo que antes y pa-
ra ciertas cuestiones vitales conozco tenemos pluralidad ... ". A pe-
sar del ambiente de agitación vivido durante el mes de abril y de
la circulación de listas diversas a través de la prensa y otros medios,
Arana y el séquito rosista parecían descansar en la última negocia-
ción realizada en el corazón mismo del gobierno para arribar a las
elecciones con una lista "combinada y unificada". La percepción
es ingenua si se consideran los antecedentes de la época rivadavia-
na: la elite nunca había logrado respetar ese acuerdo de manera
unificada, aun cuando las divisiones en su interior no eran tan pro-
~ndas como las que se expresaban en 1833. De hecho, la tranqui-
lIdad de Arana se vio perturbada cuando a último momento, el
mismo día de las elecciones, el ministro de Guerra promovió por
todos los medios posibles el triunfo de una lista diferente a la acor-
dada, en la que predominaban los hombres opuestos a la hegemo-
nía del grupo rosista. La clave de su triunfo estuvo no sólo en la
"traición" cometida respecto de un acuerdo realizado "de pala-
bra", sino a los mecanismos implementadcos "hacia abajo" para oh- .
tener el triunfo. Los testimonios que quedan de la actuación de
los sectores intermedios y de los sufragan tes en estas elecciones
reflejan algunos cambios sustanciales, ya perfilados en las eleccio-
nes de 1828. En primer lugar, se expresa una puesta en escena que
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La pregunta que se hacía el periódico después de las eleccio-
nes es, en parte, la misma que se formulan los historiadores al ana-
lizar este proceso. ¿Cómo entender la enorme ductilidad que
muestran los miembros de la elite en su estrategia de confección
de listas, en un clima de fuerte enfrentamiento faccioso y de de-
bate en torno a la futura organización del régimen político? En
estas elecciones parecían jugarse opciones que excedían el mero
marco de una disputa por los cargos. Cabe destacar, en este senti-
do, el papel que jugó el tema de las facultades extraordinarias en
la discusión de las listas de candidatos. La presencia de persona-
jes que hubieran participado en dicho debate y la posición asumi-
da al respecto -denominaciones como liberales y antiliberales se uti-
lizaban para diferenciar a aquellos que, respectivamente, habían
rechazado o apoyado la renovación de las facultades- resultaba un
dato de primordial importancia a la hora de incluir o excluir nom-
bres de una lista:
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contrasta con la solemnidad de los actos electorales durante la eta-
pa rivadaviana: "la costumbre que se ha in.troducido en las e.lec-
ciones de celebrar con música, cohetes y VIvasa los nuevos dipu-
tados"i75 muestra el clima vivido. Por otro lado, la presencia de
más de 4.000 sufragan tes en la ciudad, además de superar las cifras
promedio de años anteriores, refleja el trabajo real~ado por ~lgu-
nos grupos de la elite para movilizar a l?s sectores ~ntermedlOs y
éstos a los electores. La división producida en el mismo seno del
gobierno descendía a los otros estratos electorales al actualizar ca-
da miembro de la elite dirigente sus lealtades y lazos en pos de ha-
cer triunfar a sus candidatos. Claro que, en este caso, el ministro
de Guerra, desde las sombras, además de utilizar el factor sorpre-
sa para presentar una lista diferente a la acordada, contó con las
redes más seguras -dada la naturaleza del cargo que ocupaba- pa-
ra garantizar el triunfo de los candidatos que promovía. De es~s
divisiones da cuenta, una vez más, Felipe Arana en una carta dm-
gida a Rosas el 28 de abril, el mismo día en que se realizó el acto
electoral:

"Yadije a Ud. en mi anterior que en acuerdo de. ministros se
había formado la lista de representantes por la ciUdad y cam-
paña, y aunque esta calidad debía haber estimulado a!ministro
de la guerra a respetarla, sin embozo alguno ha enc~bezado y
dirigido la oposición que usted verá en la que le adjunto: sus
primeros agentes han sido el general Olazábal, el coronel
Lynch, el teniente coronel Fernández perteneciente al cuerpo
de Pineda, Epitafio del Campo y todos los empleados de la Ins-
pección (... ) Es admirable lo que pasa: el mismo Senill~sa ha
seducido a un pariente de su mujer para que fuese presidente
en la mesa de Santo Domingo, que ha estado como un loco; los
militares en el mayor escándalo haciendo frente a! gobierno, y
sólo los Cívicos los constantes en votar por la de éste; repartida
por sujefe, los defensores a! principio recibieron rep~~tida por
sujefe, pero después por los mismos de su clase admitieron. las
del Ministerio (de guerra) (... ) El genera! Pinedo ha repartido
entre su gente la del gobierno, pero no se le ha visto el interés
y la resolución que al general Vidal y a Ramiro; ya usted debe
inferir que don Pedro Pablo y don Mateo Vidal con Cernadas

han sido los directores privados, y que secundados por los Mar-
tínez del barrio de Monserrat Casal y demás comparsa a que se
ha agregado de pocos días a esta parte el clérigo Argerich han
puesto esto en la conflagración que ya indican los papeles pú-
blicos (... ) y la oficina en que todo se ha preparado ha sido la
Imprenta Republicana, por la que se publica el Iris, papel de
oposición, cuyo autor es el unitario Bustamante, mi concuña-
do, que en la parroquia de La Piedad con Fernández y el cura
Caete han dado dirección a la oposición, a pesar de las preven-
ciones que en tiempo hizo el Sr. Obispo ... ".

Si bien ya se habían registrado escisiones dentro de los secto-
res intermedios en elecciones anteriores, por lo general, los gru-
pos que dependían más directamente del gobierno -militares,jue-
ces de paz, jefes de milicias, empleados públicos- respondían a los
candidatos que aquél les bajaba desde la cúspide. Pero en este ca-
so, dado que hasta los ministros se hallaban divididos, el cuadro
fue más complejo; según Arana, sólo dos jueces de paz y algunos
comisarios respondieron al gobierno. La extensa cita anterior re-
fleja que los alineamientos personales estaban .a la orden del día,
sin respetarse muchas veces ni los propios lazos parentales. El mis-
mo hermano de Juan Manuel de Rosas, Prudencia, era acusado
por los amigos de aquél de no haber trabajado lo suficiente por la
lista acordada en el gobierno. El acusado respondía en carta a su
hermano del 28 de septiembre de ese año, defendiéndose de los
cargos y dirigiendo los "dardos" contra aquellos que llama "hom-
bres de categoría" por haber reconocido éstos no ir a votar "por-
que no debían mezclarse con la gentuza". Prudencia, en un ale-
gato de dudoso civismo democrático, afirmaba "que en el acto de
las elecciones no había jerarquías, que todos eran ciudadanos" y
que cuando se trataba de "salvar al país de las garras de una fac-
ción" había que "trabajar yendo personalmente a las elecciones".
No sólo eso: los notables u "hombres de .categoría" debían, ade-
más, aportar pecuniariamente al sostenimiento de las listas si se
pretendía obtener un triunfo seguro. Un aporte que no adoptaba
la forma de la "compra de votos" sino la de costear los ga<;tospro-
selitistas. El hermano de Rosas se lamentaba al respecto al recor-



"Ayerha tenido lugar en este pueblo las elecciones, elJuez de
Paz tuvo papeletas en que debían nombrarse al Dr. Ugarteche
yal Dr. Sáenz Peña; el mismo Juez de Paz escribió días pasados
al Dr. Maza diciéndole que le diera dirección en esta parte y
Maza me escribió a mí diciéndome le dijese a Salas (el Juez de
Paz) que con respecto a los que debía nombrar hiciera lo que
quisiera, que los nombrados por la ciudad no le gustaban y tam-
poco los de la campaña, que en este caso se retiraba y no toma-
ba parte alguna ... (Entonces) me presenté yo en la sacristía de
la Iglesia que es donde se han hecho las elecciones y al empe-
zar a tomar los votos fui yo el primero que dije doy mi voto por
el sr. gral. don Juan Manuel de Rosasy el sr. gral. don Angel Pa-
checo. Todos me miraron y me preguntaron si ese era el voto

darles a sus pares que "trabajase el dinero, dije también un día al-
go exaltado que nada se hada sin gastar, que se me pidió un día
un hombre para chasque para mandarlo de un modo particular y
que si yo no lo regalo no había quien lo hubiera hecho".

Las divisiones producidas en los sectores intermedios se tra-
dujeron, como era de esperar, en el universo de sufragan tes. El
primer problema planteado era que en el interior de la división
existente entre los notables y los sectores intermedios, había quie-
nes podían tener contactos más fluidos con la "masa" de electores
que otros. Otra vez Prudencio Rosas dejaba testimonio de esto al
relatarle a su hermano (en la carta antes citada) que "en los días
antes de salir yo de Buenos Aires se hizo una Junta en la que estu-
vo el Sr. Anchorena don Nicolás, Mancilla, Maza, Dr. Felipe Ara-
na, Don Baldomero (Garda), el Sr. Don Victorio (Garda de Zu-
ñiga), y otros varios; se trató allí de elecciones, el señor Guido dijo
que él no tenía conocimiento de las masas, yo dije que era yo el úni-
co tal vez que con más propiedad podía hablar de ellas, que esta-
ba casi seguro que si se trabajaba con calor, que las elecciones se
ganarían". La desvinculación de muchos de los dirigentes rosistas
de aquellos que podían constituir el universo de electores, suma-
do al descontento que manifestaban hacia ciertos candidatos de
la lista acordada, llevó a que en algunos distritos se produjeran he-
chos como el que relató desde Monte Vicente González, un fiel se-
guidor de Juan Manuel de Rosas:
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que daba, lo ratifiqué y dije que sí (... ) pero sucedió que todos
los que estaban con las papeletas en las manos para entregar,
unos las guardaban, otros las rompían y los que estaban presen-
tes y fueron viniendo después, sin que nadie les advirtiera y les
dijera nada, todos votaron por Rosas y Pacheco, en tanto que
ni con el Juez de paz ni con nadie había yo conversado sobre
esto ... ".176
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Aun considerando que la descripción de González está por
cierto centrada en su propio accionar y protagonismo, no deja por
ello de expresar la lógica de comportamiento de los votantes y el
peso que ciertasjerarquías sociales tenían en el momento de emi-
tir el sufragio. Las papeletas repartidas por el juez de paz fueron
rápidamente reemplazadas por la directiva dada a viva voz por un
personaje de mucho influjo local que no encontró resistencias ni
en las autoridades de mesa ni en el propio juez (entre otras cosas
por ser el hombre de confianza de Rosas). La actitud pasiva y apa-
rentemente homogénea del electorado de Monte contrasta, sin
embargo, con lo ocurrido en otras mesas de la ciudad. Felipe Ara-
na le relataba a Rosas en su carta del 28 de abril que "la ciudad es-
tá en su mayor agitación; en las mesas de Monserrat y Concepción
es muy temible se cometan algunos excesos porque es sumo el ca-
lor de los sufragan tes, y el objeto dividen las masas, que hasta aquí
ha sido por su unión una de las garantías de la autoridad". La novedad
que implicaba la división y agitación del mundo elector (ya detec-
tada en las elecciones de 1828), a la vez que alarmaba a los diri-
gentes más conspicuos de la elite, los llevaba a reconocer que has-
ta ese momento el estrato inferior de la pirámide electoral no
había constituido amenaza alguna. El peligro provenía ahora de
la reproducción de las divisiones de la cúspide hacia el universo
de votantes.

El triunfo de una lista claramente enfrentada a los designios
del ex gobernador -a pesar de haber sido ~ste electo representan-
te- fue ratificado por la Sala al aprobar las actas de las elecciones
en un clima cuya tensión se manifestó en las colmadas barras del
recinto, donde se expresaron "signos de reprobación, movimien-
tos, risa, tos, etc ... ", según relata La Gaceta Mercantil el 23 de ma-
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yo. Rosas renunció a su banca desde el desierto mientras que otros
diputados, doblemente electos por la ciudad y la campaña igual
que Rosas, debieron optar por una u otra representación. Los cis-
máticos renunciaron a sus bancas por la ciudad teniendo claro que
en elecciones complementarias tenían muchas más opciones de
obtener el triunfo en el espacio urbano que en el rural, mejor do-
minado por los leales al ex gobernador. E116 dejunio se realiza-
ron nuevas elecciones para completar la representación de la Le-
gislatura, cuyos preparativos vaticinaban los peores pronósticos.
El gobernador Balcarce, según le relataba a Rosas en una carta fe-
chada el 1Q de julio, había intentado reunir a sus ministros y con-
versar con "personas influyentes" con el objeto de acordar en una
lista unificada para evitar "la exaltación de ánimos que se notaba
en el pueblo ".Ante la negativa de algunos ministros -especialmen-
te Maza, amigo personal de Rosas-, el gobernador decidió adop-
tar una actitud prescindente y dejar en entera libertad a la policía
que estaba bajo su mando. Comenzaron entonces los trabajos
preelectorales de impresión de listas -la apostólica con tinta colo-
rada bajo el lema "Federación o muerte" y la de los cismáticos con
tinta negra por lo que se los llamó "Lomos negros"-, reparto de
lasmismas a cargo de los líderes intermedios, publicación en los pe-
riódicos de los candidatos y contactos múltiples por parte de los
más encumbrados dirigentes con sus subordinados. Los rosistas,
luego de la experiencia de abril, parecían dispuestos a todo e hi-
cieron cuartel general en la casa de la esposa de Rosas, Encarna-
ción Ezcurra. En la correspondencia con su marido, Encarnación
afrrmaba pocos días antes de la elección: "... no me parece que la
hemos de perder, pues se armará bochinche y se los llevará al dia-
blo a los cismáticos ... ".177 Luego de realizado el comicio, los co-
mentarios proseguían en este tono:

"Lasúltimaseleccionesno leshan salidobien, lospaisanosque
empezaron aver que eran contra la federaciónycontra vos,se
movieronyempezaron a trabajar,dándolesuna lecciónprácti-
ca que ellosno sevenden (...) Ala una del día en todaspartes
estabanganadaspor la ~otación,aun en lasmismasparroquias
en que habían perdido lasmesas (...) BernardinoCabrera,sar-

gento de la partida de Cuitiño,viendo en la Concepcióndarle
una bofetada al comisarioParra por el pícaro Fernández (...)
sacósu espadayle hizoun arañito, que fue pagado conmilpe-
sosque le mandó el gobierno".

Todos los testimonios reflejan una disputa tanto o más pola-
rizada que la consumada dos meses antes: a las típicas denuncias
por sugestión de las autoridades civilesymilitares, del voto de tro-
pas, o de la violencia en la formación de las mesas, se le agrega-
ron otras que apuntaban a destacar la participación de diversos es-
tratos populares -muchos procedentes de la campaña- cuya
función habría sido no sólo apoyar la lista de los apostólicos, sino
además provocar disturbios. Igual que en las elecciones de abril,
las autoridades intermedias -especialmente la policía y los milita-
res- se hallaban divididas, polarizando así la movilización de los
sufragan tes. Las descripciones de la prensa señalaban, por ejem-
plo, que "en la Concepción el cura, se vio precisado a cerrar las
puertas; en Santo Domingo no pudo hacerse lo mismo por hallar-
se llena la Iglesia de gentes, que temían salir al atrio donde exis-
tía el germen del alboroto ... ".178 En medio del escándalo y la vio-
lencia, el gobernador Balcarce tomó la decisión de suspender las
elecciones provocando la furia de los apostólicos, que las creían
ganadas en casi todas las mesas.

La suspensión de los comicios por los desórdenes producidos
condujo a un largo debate en la Sala de Representantes que inclu-
yó la interpelación al Ministro de Gobierno para que diera cuen-
ta de la resolución tomada, cuestionada por los diputados leales a
Rosas.Vicente González le relataba aJuan Manuel de Rosas el cli-
ma de tensión que se vivía en esos días en Buenos Aires:

"Unoque acabade llegarde la ciudaddiceque estánen lo fuer-
te de losdebates en la sala,sobre sifue golpede autoridadyar-
bitrario la suspensiónde las eleccionesdel 16y que esmucha
la concurrencia a estosdebatesyque no se habla de otra cosa;
que se temeque suresultadoseael aprobar la conductadel go-
bierno hayauna grita en que se diga que la Salaha caducado.
Ellaes con asistenciade losministrosque en la cagada(sic)que
hicieron de aprobar la suspensiónde laselecciones,junto con
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.",. el gobierno estando en oposición abierta no sé cómo la salva-
rán y que ésta debe ser una traba para los apostólicos poder re-
batir a los liberales, porque han de salir con esa pantalla. Tam-
bién se dice que han quitado el badaJo de la campana del
Cabildo, y que el gobierno duerme con guardias doble".179

Los comicios de 1833 habían dado una nueva oportunidad
para discutir ya no sólo la cuestión electoral, de hecho central en
aquellos años, sino además algunos problemas pendientes, claves
para el futuro rumbo político. La organización constitucional de
la provincia y las atribuciones de cada uno de los poderes (espe-
cialmente el Ejecutivo y el Legislativo) eran temas que aparecían
íntimamente unidos a las elecciones. En primer lugar, porque de
sus resultados surgiría una determinada correlación de fuerzas en
la Sala que haría posible dictar o no una carta orgánica con los
atributos correspondientes a cada uno de los poderes; en segun-
do lugar, porque las dos elecciones consumadas en ese año se hi-
cieron bajo campañas proselitistas en las que además de ponerse
en juego las intrincadas relaciones personales yfacciosas aquí des-
critas, colocaron como lema la cuestión constitucional. Los cis-
máticos prometían en su campaña la rápida sanción de una carta
orgánica para la provincia a la vez que inundaban los papeles pú-
blicos con principios doctrinarios -tales como "Constitución, Li-
bertad, Instituciones"-, prácticamente ausentes de los debates
preelectorales en años anteriores. Así lo reconocía el propio Feli-
pe Arana al recomendarle a Rosas en su carta dirigida el 29 de
abril de ese año que leyera en los periódicos que le enviaba "las
doctrinas que profesan y la marcha que quieren dar a la opinión
no sólo en cuanto a las facultades extraordinarias sino en cuanto
a los unitarios que quieren traer a la Sala". La invocación de los
oponentes a Rosas de "mueran los apostólicos, vivan los nuevos
principios" buscaba establecer una polarización que dejaba en una
déhil posición a quienes se consideraban enemigos de dictar una
constitución capaz de limitar el futuro ejercicio del poder en ma-
nos del Ejecutivo.

La cuestión constitucional

Conscientes de esta debilidad, los amigos del ex gobernador
decidieron dar batalla en el plano de los "principios", actuando
en este sentido con cierta independencia de criterio respecto del
Comandante de Campaña, aún en el desierto. Apenas se abrió la
undécima Legislatura, luego de las elecciones de abril, el diputa-
do Anchorena presentaba en la Sala un proyecto de ley para que
se dictara una constitución provincial.180 Dicho proyecto era una
respuesta a la inquietud manifiesta en la opinión pública -espe-
cialmente desde la discusión de las facultades extraordinarias- en
torno a la ausencia de una carta orgánica. Manuel Maza le descri-
bía a Rosas este clima de opinión en una carta enviada el 7 de ju-
rlÍo de 1833: "La opinión de la constitución es un torrente que
está tan difundido que no hay dique en lo humano capaz de con-
tenerlo; por manera que o nos precipita, y nos hunde, o lo segui-
mos". Maza le informaba de sus conversaciones con Anchorena
adelantándole la estrategia a seguir para "sorprender" a sus opo-
sitores en el mismo terreno en el que ellos pretendían disputar. El
proyecto de Anchorena obtuvo una reticente manifestación de
apoyo por parte de Rosas, quien -como ya ha sido destacado en
diferentes oportunidades- no gustaba adherir a lasmodernas co-
rrientes constitucionalistas. La concepción de Rosas respecto de
este punto -que incluía la posibilidad de dictar una carta orgáni-
ca tanto para el Estado nacional como para el Estado provincial-
reivindicaba una tradición pactista de la política. En su correspon-
dencia con Facundo Quiroga y Estanislao López es quizá donde
mejor quedaron reflejadas las nociones sobre las cuales Rosas ba-
só su fuerte convicción anticonstitucional. En una de ellas, dirigi-
da al líder riojano en 1831, aseguraba lo siguiente:

"Negociando por medio de tratados el acomodamiento sobre
lo que importe el interés de las provincias ~odas,fijaría gradual-
mente nuestra suerte; lo que no sucedería por medio de un
Congreso, en el que al fin prevalecería en las circunstancias las
obras de las intrigas a las que son expuestos. El bien sería más
gradual, es verdad; pero más seguro. Las materias por el arbi-
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trio de negociacionesse discutiría con serenidad;y el resulta-
do sería el más análogoalvotode lospueblosynos precavería
del terrible azote de la divisióny de las turbulenciasque hasta
ahora han traído los congresos,por haber sido tomado antes
de tiempo. El mismoprogreso de losnegociosasímanejados,
enseñaría cuanto fuese el tiempo de reunir el Congreso;ypa-
ra entonces,yalasbasesy lo principal estaríaconvenidoypací-
ficamentenos veríamosconstituidos".181

Vario~argumentos esgrimía quien era gobernador en el mo-
mento de escribir la carta: la condición de excepcionalidad en la
que se hallaba el Río de la Plata, la inclinación por una política
gradualista, el temor a la división facciosa y,finalmente, la reivin-
dicación de convenios parciales entre las partes. La presentación
de Anchorena, pese a las prevenciones de su primo, aceleró la ela-
boración por parte de los federales cismáticos de otro proyecto
constitucional que hería de muerte la vocación hegemónica de-
mostrada por el Restaurador de las Leyes. El proyecto de Ancho-
rena de dictar una constitución había pasado a la Comisión de Ne-
gocios Constitucionales y casi seis meses después ésta se expidió,
en un ambiente absolutamente agitado por los acontecimientos
sucedidos luego de las elecciones de junio. La Revolución de los Res-
tauradores-leales a Rosas- en octubre de 1833 hizo caer al gober-
nador Balcarce imponiéndose, cada vez más, la estrategia del te-
rror, En noviembre, la Sala designó a Viamonte para desempeñar
la primera magistratura, acrecentándose el clima de tensión. La
correlación de fuerzas seguía siendo favorable en la Sala a los lo-
mos negros. Estos fueron los encargados de elaborar, en el seno de
la Comisión de Negocios Constitucionales, el proyecto al que se
hizo referencia, En él se prescribía que el gobernador sólo dura-
ría tres años en sus funciones y no podría ser reelegido sino des-
pués de seis años de terminar su período; se limitaban las atribu-
ciones del Poder Ejecutivo, privilegiándose las de un Legislativo
bicameral; y se establecía, especialmente, un recaudo que sin lu-
gar a dudas irritó ostensiblemente a Rosas y sus más fieles segui-
dores: 'Jamás podrá en la provincia el Poder Ejecutivo ser investi-
do con facultades extraordinarias, para disponer de las vidas ni

fortunas de los particulares, ni transformar el orden y forma de la
.. ., bl 'd 1 1 " 182admm1straclOn esta eCl os por as eyes....
Respecto del régimen representativo, la Comisión recogía al-

gunas de las inquietudes expresadas en la prensa periódica y en la
propia Sala de Representantes desde tiempo atrás. Se establecía
un artículo especial para definir la ciudadanía, la que quedaba ex-
plícitament.e restringida a aquellos que supieran leer y escribir y
no estuvieran bajo la condición de "criado a sueldo, peón jorna-
lero, simple soldado de línea o notoriamente vago .. ,"; se especifi-
caban las condiciones para ~iercer el voto pasivo y se establecía
que el número de representantes se fijaría según la cantidad de
habitantes. Estos planteos de reforma electoral -especialmente
aquellos tendientes a restringir el voto activo ypasivo- no eran aje-
nos al clima de ideas imperante en toda Europa, ya presente en el
Congreso que dictara la Constitución de 1826, como tampoco lo
eran -luego de más de 20 años de experiencia en los comicios- de
las prácticas electorales vividas.Los cambios que se dieron en par-
te de la opinión pública respecto de este tema estaban íntimamen-
te vinculados con la percepción de que era posible atenuar la cre-
ciente violencia expresada en las mesas electorales modificando
la normativa. Así por ejemplo, en diversos artículos aparecidos en
El Constitucional enjulio de 1833 -un periódico de tendencia libe-
ral- se proponían una serie de reformas a la ley, en las que se in-
cluía la supresión de la electividad de las mesas electorales, la eli-
minación del voto verbal y la restricción del sufragio. En este caso,
la hipótesis del editorialista era realmente novedosa: el voto am-
plio sin restricciones habría sido producto de una situación his-
tórica particular, otorgado a una sociedad empobrecida por las
guerras de independencia que necesitaba ser recompensada sim-
bólicamente por su participación en la gesta revolucionaria. A
veinte años de dicha gesta, la situación habría cambiado, requi-
riendo, en esta perspectiva, ciertos ajustes. Comenzaba a tomar
cuerpo una preocupación que, hasta fiRes de la década del '20,
había tenido escasa presencia en el escenario político: la amena-
za que podía representar la movilización de sectores populares ca-
paces de causar -como venían demostrando desde 1828- desór-
denes y enfrentamientos en los comicios.



Afines de 1833, las cartas estaban echadas. Cada grupo había
definido -en la práctica y en la teoría- sus posiciones. Sólo res-
taba dirimir cuál de ellas sería la triunfante. Yel éxito o fracaso
dependía, casi exclusivamente, de la capacidad que cada sector tu-
viera de ganar las elecciones. Tener mayoría en la Sala de Repre-
sentantes no suponía solamente garantizar la elección del gober-
nador, sino además asegurar el voto favorable -o desfavorable- al
proyecto constitucional presentado. Con él se jugaba un posible
rumbo político signado por el mantenimiento de un régimen ba-
sado en la centralidad de la Sala, en la rotación de sus miembros
cuya selección dependería de la libre negociación de las candida-
turas y de un orden constitucional que limitara las atribuciones
del Ejecutivo. Era un rumbo bastante distinto al que se perfilaba
en el sector leal a Rosas, que privilegiaba la supremacía del Ejecu-
tivo, la práctica pactista en reemplazo de una constitución y,final-
mente, la suplantación de la práctica de las candidaturas por la
imposición de una lista acordada en el seno del gobierno. Indu-
dablemente, las elecciones representaban, en esta coyuntura, una
llavemaestra que podía abrir opciones políticas muy diversas.

En este marco, es preciso detenerse en la percepción que de
dicha llave tuvieron los grupos enfrentados. Yase ha señalado que
los federales cismáticos se mostraban especialmente preocupados
por el tipo de movilización -esto es, por el tipo de sufragan tes-
que era conducido a las mesas comiciales (preocupación que ma-
nifestaron en esa particular coyuntura, no así en años anteriores
cuando se discutió el mismo tema en el Congreso Constituyente
de 1824 y se opusieron a los argumentos de los unitarios de res-
tringir el derecho de voto). Consideraban que limitando el sufra-
gio podían evitar la presencia de los sectores considerados respon-
sables de provocar disturbios en las elecciones y,al mismo tiempo,
crear un electorado capaz de discriminar opciones. El énfasis es-
taba puesto, básicamente, en el estrato inferior de la pirámide
electoral: en los sufragan tes. En cambio Rosas colocaba el eje de
su preocupación en el estrato superior de la pirámide: en las prác-
ticas de la elite. La intuición ya perfilada en 1828 que atribuía los
problemas más acucian tes de la dinámica electoral a las disputas
suscitadas en el interior de la clase dirigente -traducida y fomen-

tada por la práctica de las candidaturas- se vio ampliamente con-
firmada entre 1830 y 1833. La cuestión no radicaba en intentar
controlar a los sufragan tes que, en definitiva, eran los que haCÍan
ganar o perder una elección, sino a los responsables de movilizar-
los al sufragio en pos de una u otra lista. Yéste era el punto más
dificil de dominar. Rosas lo sabía muy bien: nunca había logrado
imponer una lista unificada, ya que siempre se reeditaba -yen ca-
da ocasión con más fuerza-la disputa de listas.De manera que lo
que había que intentar eliminar era, justamente, el momento de
la deliberación del proceso electoral. Las elecciones de 1833 ha-
bían demostrado que no sólo los sufragan tes siguieron listasdiver-
sas, sino también los sectores intermedios dependientes del pro-
pio gobierno. Pero, ¿cómo lograr transformar una práctica, cuyo
arraigo radicaba en la esfera informal? Ninguna leypodía modifi-
car aquello que se debatía por fuera de susprescripciones, a riesgo
de imponer una normativa que hiciera perder las bases de legiti-
midad del régimen. ¿Cómo combinar la legitimidad que emana-
ba de la institucionalización producida en 1821 con una noción
de orden que invertía, en gran medida, los valores sobre los que
aquélla se había fundado?

La respuesta provino, en principio, de una estrategia hetero-
doxa que abandonaba los parámetros de la política. La aplicación
sistemática del "terror" en los dos años que transcurrieron entre
1833y 1835 Y la consolidación de un discurso que buscaba agitar
las amenazas al orden producidas por estos disturbios fueron los
mecanismos a través de los cuales los federales netos liderados por
Rosas buscaron transformar la situación, tal como estaba plantea-
da a fines de 1833.Los hechos que se sucedieron luego son yamuy
conocidos: la acción de los Restauradores que no dt;jaron de pro-
ducir atentados contra el gobierno de Viamonte ycontra los fede-
rales cismáticos; renuncia de Viamonte y elección de Rosas como
gobernador, quien se negó a asumir el cargo -siguiendo el ritual
de las reiteradas renuncias- por no serIe concedidas las facultades
extraordinarias; finalmente, la designación del Dr.Mazacomo go-
bernador interino. En esta situación, un hecho externo a la pro-
vincia de Buenos Aires le ofreció a Rosas el elemento de prueba
que necesitaba para confirmar el discurso que agitaba la amena-
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za al orden por parte de conspiradores. El asesinato de Facundo
Quiroga el 16 de febrero de 1835 precipitó los acontecimientos.
Maza renunció al cargo y la Sala nombró a Rosas, una vezmás, go-
bernador del Estado de Buenos Aires, pero en este caso con la su-
ma del poder público y las facultades extraordinarias. Sometida a
la presión de los acontecimientos, laJunta cedió su más preciada
bandera concediendo un poder casi ilimitado a quien se lo nega-
ra durante más de un quinquenio.

8. La unanimidad rosista

E17 de marzo de 1835, la Sala de Representantes nombraba
gobernador yCapitán General de la provincia de Buenos Aires al
brigadier general Juan Manuel de Rosas por el término de cinco
años. El depósito de "toda la suma del poder público" en el titu-
lar del Poder Ejecutivo se hizo "por todo el tiempo que ajuicio del
gobernador electo fuese necesario".183Se modificaba, así, la ley
de elección de gobernador dictada en 1823 -en la que se estipu-
laba tres años de duración en el cargo- y se abandonaba la cos-
tumbre impuesta en el gobierno anterior de limitar a un año el
ejercicio de poderes extraordinarios. Rosas, sin embargo, munido
de la experiencia precedente, no quiso correr riesgos. Exigió a la
Sala someter las condiciones de su nombramiento al veredicto po-
pular: se ponía en práctica, por primera vez con esas característi-
cas, el voto plebiscitario. En carta dirigida a la Legislatura una se-
mana después del nombramiento, Rosas, al solicitar la realización
del plebiscito, dejaba expuestos los principales argumentos sobre
los que montó su concepción en torno a la legitimidad del poder
político:

"En tal estado de cosas los Sres. Representantes no podrán des-
conocer cuan débil queda el poder que se le confia al infrascri-
to, y cuan expuesto a que sea anonadado en lo más crítico de
su carrera, y que por lo mismo, para que sea útil y de una eficaz
aplicación a las circunstancias extraordinariamente dificiles en
que se halla esta provincia, se hace necesario no sólo ensanchar
en su favor la opinión pública e ilustrada cuanto fuese posible,
sino también hacerla aparecer con tal a'Utenticidad que jamás
pueda ponerse en duda. En esta virtud (... ) el infrascrito ( ... )
ruega a los Sres. Representantes que, para poder deliberar so-
bre la admisión o la renuncia del elevado puesto y extraordina-
ria confianza con que se han dignado honrarle, tengan a bien
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reconsiderar a Sala plena tan grave y delicado negocio, yacor-
dar el medio que juzguen más adaptable, para que todos y ca-
da uno de los ciudadanos habitantes de esta ciudad, de cual-
quiera clase y condición que fuesen, expresen su voto precisa y
categóricamente sobre el particular, quedando éste consignado
de modo que en todos tiempos y circunstancias se pueda hacer
constar el libre pronunciamiento de la opinión general". 184

Con esta fórmula, el nuevo gobernador transformaba el sen-
tido de la legalidad instaurada en 1821 -que otorgaba la centrali-
dad a la Sala en el proceso de toma de decisiones- y modificaba.
también el sentido de la legitimidad al quitar relevancia al momen-
to de la deliberación en el seno de la Legislatura. El centro de la
nueva legitimidad se trasladaba al momento de la autorización
-ejercida por el pueblo elector a través de formas plebiscitarias-,
asumiendo las decisiones el carácter inapelable que confería, se-
gún Rosas, "el libre pronunciamiento de la opinión general". De
esta manera, el nuevo gobernador buscaba superar el principal
obstáculo que había sufrido en su primera gestión. La capacidad
de otorgar poderes extraordinarios al Ejecutivo dejaba de ser un
asunto privativo de la Sala de Representantes. El aval que se bus-
caba en el mundo elector intentaba sortear el riesgo siempre la-
tente de una elite dividida que discutía en la Legislatura la conve-
niencia de renovar o no las famosas facultades extraordinarias. La
legitimidad que ofrecía la vía plebiscitaria podía reemplazar a la
tan temida deliberación facciosa.

En este marco, se convocó a un plebiscito para los días 26, 27
Y28 de marzo, con el fin de "explorar la opinión de todos los ciu-
dadanos habitantes de la ciudad, respecto de la ley del 7 del co-

. t "185 1 b b Rrnen e en a que se nom ra a a osas gobernador con la "su-
ma del poder público". El decreto de convocatoria mantuvo las
mismas condiciones establecidas por la ley electoral de 1821 para
definir al elector (incluyendo, en este caso, a los extranjeros "ave-
cindados"), no así en lo relativo a la conformación de las mesas
electorales. En esta ocasión no hubo autoridades electas sino que
fueron losjueces de paz los encargados de presidir el acto, acom-
pañados por escrutadores designados por el Poder Ejecutivo. Se

eliminaba así uno de los espacios más disputados del proceso elec-
toral, monopolizando el gobierno la principal llavede control del
sufragio. Por otro lado, la convocatoria alcanzaba sólo a la ciudad,
ya que se apelaba a la presunción de que la campaña era unáni-
memente leal a Rosas. La Gaceta Mercantil, en su edición del 1Q de
abril de 1835, lojustificaba en estos términos: "no habiéndose con-
sultado la opinión de los habitantes de la campaña, porque ade-
más del retardo que esto ofrecería, actos muy repetidos y testimo-
nios inequívocos han puesto de manifiesto que allí es universal ese
mismo sentimiento que anima a todos los porteños en general".
De este modo, se ratificaba que el conflicto político seguía estan-
do en la ciudad -fuente de toda potencial disidencia- y que la
campaña mantenía un estatus representativo diferente al de aqué-
lla. Los habitantes del campo podían, en esta concepción, mani-
festar su consentimiento bajo otros signos que no necesariamen-
te asumieran la forma del sufragio. Era posible, incluso, calcular
los votos de los habitantes del campo y extraer de ello conclusio-
nes que afectaban, directamente, la legitimidad del régimen. La
Gaceta, vacera de aquél, ofrecía los resultados del plebiscito en los
siguientes términos:

''Yaha terminado la votación (... ) Ella ha ascendido al núme-
ro de 9.316 sufragios en conformidad a dicha ley,y cuatro en
oposición a la misma; de modo que unidos aquellos a 12.000
que al menos resultarían de la campaña harían la suma de
21.000 y más votos. Según el censo probable de los habitantes
que componen la población es imposible obtener un pronun-
ciamiento más general, solemne y decisivo;de suerte que la san-
ción de la H. Sala ha sido la expresión de la voluntad general
que aclama al Sr.General Rosascomo ciudadano designado pa-
ra salvar la provincia de los graves peligros que amagan.
El orden, la moderación y plena libertad que han caracteriza-
do este acto eminentemente popular, la espontaneidad de los
sufragios, y más que todo la casi uniformidad del pronuncia-
miento son motivosmuy poderosos para que el Restaurador de
las Leyes se decida a encargarse de dirigir los vacilantes desti-
nos de la patria".186
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Toda la retórica publicística, sumada a las declaraciones del
propio Rosas, agregaban al yamunido argumento del peligro que
amenazaba a la provincia para justificar el otorgamiento de pode-
res extraordinarios, un nuevo elemento: la legitimidad emanada
del pronunciamiento popular. Una legitimidad que se fundaba ya .
no sólo en el acto de sufragar, sino básicamente en la uniformidad
del voto. La unanimidad, identificada ahora con la voluntad ge-
neral -tal como versaba el artículo antes citado- se constituyó, a
partir de 1835, en la base de sustentación del nuevo régimen.

De la disputa por las candidaturas a la lista única

La unanimidad electoral lograda durante el régimen rosista
fue producto de un proceso de construcción que acompañó el
pulso de los acontecimientos que se fueron escalonando durante
más de quince años de ejercicio del poder. Entre 1835 y 1838, aun
cuando las "libertades" -de palabra, de prensa, de reunión- se vie-
ron seriamente afectadas, se conservaron ciertos resquicios den-
tro del régimen político que permitieron expresar -aunque de
manera tímida y velada- ciertas disidencias. En el campo electo-
ral, aunque se impuso la lista única elaborada desde el gobierno
y desapareció aquella práctica que caracterizó la dinámica electo-
ral durante casi quince años -la disputa por las candidaturas-, di-
cha imposición requirió, por un lado, una justificación discursiva
a travésde la prensa -ya controlada, a esa altura, por el gobierno-
y, por otro, una creciente explicitación por parte del propio go-
bernador de la necesidad de suprimir la competencia. En ocasión
de las elecciones de 1836, La Gaceta publicó un extenso editorial
el día 30 de noviembre en el que comparaba las elecciones reali-
zadas antes y después del ascenso de Rosas con la suma del poder
público. Los argumentos allí vertidos revelan la auto representa-
ción que sobre el papel del sufragio construyó Rosas y su séquito
más cercano en los años que precedieron a su segundo nombra-
miento y las transformaciones que se esperaban lograr en el nivel
de las prácticas electorales. El artículo comenzaba afirmando que
"las elecciones de representantes, que en otras veces han motiva-

d violencias y desórdenes, que han sido esperadas como la oca-o . ,
sión de una crisis más o menos influyente sobre los negocIos pu-
bl' se han convertido en un pretexto legal para conmover la so-lCOS.. , .
. dad y ~rrastrarla al borde de un abismo ... ". A partIr de eseCle " 1

diagnóstico, el editorialista se interrogaba -al comparar e aspec-
to político de unas y otras elecciones"- sobre "las causas (... ) de
algunos errores perniciosos". Introduce, entonces, el problema
clave que, originado en la práctica electoral, preoc~~~ba tanto a
Rosas como a su séquito más cercano: el de la 0poslClOnex:~r~sa-
da en la disputa de listas. En verdad, la pregunta que el penodlco
se formulaba, no era nueva; ya en la década del '20, los ~epresen-
tantes más conspicuos del grupo rivadaviano hab~a~escnto ,largos
editoriales sobre la pertinencia o no de una Oposl<;on~or sl~te~a
en la práctica electoral. El viejo dilema q~~ opoma all~agma~o

animista tradicional -basado en la nOClonde armoma-la mas
un . d 1 rmoderna concepción que hacía de la disidencia el SIgno e a 1-

bertad, reaparecía en escena:

"La diversidad de las opiniones, su mutua disidencia, el interés
respectivo (lleva lo más o menos adelante) de !os partido~ o
fracciones de la sociedad en obtener una mayona de sufragIOS
sobre el resto de la misma sociedad en el acto augusto de las
elecciones populares ¿esun signo yun signo necesario de laver-
dadera libertad civil?Sin aquella disidencia ¿dejará ésta de exis-
tir en los pueblos?",

La diferencia entre la retórica rivadaviana y la publicística ro-
sista posterior a 1835, estaba en la contundenc,ia de la re~puesta,
Frente a la prudencia de aquellos que en la decada del. 20, aun
advirtiendo los peligros a los que conduCÍa la competencl~ el~c,to-
ral, aspiraban a mantener cierta coherencia entre los pnnClpl?S
de libertad proclamados y la práctica política concr~ta, los ~OSl~-
tas no dudaban en levantar el fantasma ~e la anarqma paraJustI-
ficar la supresión de una oposición.

"Véase, pues, confirmado en los hechos, en los hechos noto-
rios, un principio que por otra parte es conform,e al ~rden y ~
la naturaleza de las cosas, Tal es, que el acalorado mteres, las dl-
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sensiones y las divergencias en el acto augusto de las elecciones
populares, lejos de ser un argumento para probar el estado de
verdadera libertad civil en los pueblos, es al contrario un fiel
barómetro que demuestra hallarse amenazada aquella libertad.
Ya la verdad que según hemos dicho, nada es más conforme al
orden y a la naturaleza de las cosas; porque nada es más natu-
ral también que la no existencia de aquellos choques (... ) don-
de reina el espíritu de orden (... )
Así es, y no de otro modo, que deben considerarse esas eleccio-
nes donde la opinión de los ciudadanos explicada casi univer-
salmente, se manifiesta con uniformidad (... ) Sí, así es que de-
be explicarse, porque la voluntad casi universal, la voluntad
general en los pueblos nunca puede menos de ser libre."

El argumento central con el que concluía el editorial rescata-
ba, sin lugar a dudas, una concepción tradicional del orden polí-
tico. Este habría estado signado por un ordennatural-tendiente
siempre a la armonía-, cuyo corolario no sería otro que la unani-
midad de opinión, identificada ésta -en el vocabulario político
moderno- a la voluntad general. El viejo ideal unanimista reapa-
recía en un contexto institucional moderno, reivindicando, una
vez más, la noción del voto como consentimiento. La opción se
planteaba en términos de orden (unanimista) o anarquía (a la que
conducía la libertad de los modernos) .

No obstante, más allá de esta retórica encargada de reformu-
lar el concepto de libertad -al subrayar que la uniformidad era el
producto de la acción libre y espontánea de los ciudadanos que su-
fragaban todos por las mismas listas de candidatos-, es sabido que
el gobierno se encargó, desde las elecciones de 1836, de imple-
mentar otros mecanismos menos sutiles. La amenaza del exilio, la
violencia ejercida hacia quienes se manifestaban disidentes y el cre-
ciente control de la prensa, hicieron desaparecer la tan caracterís-
tica disputa de las candidaturas en los días previos a la elección. Al
menos, ésta no aparece expresada en los periódicos, encargados
hasta ese momento de llevar al espacio público la deliberación en
torno a los candidatos. Esta deliberación fue reemplazada por el
reparto de listas confeccionadas por el propio gobernador al con-
junto de las autoridades provinciales -encargadas de convocar y

presidir la formación de las mesas-, de lo que dan testimonio cier-
tos documentos cuya fecha se remonta a las elecciones de ,1836.
En una nota dirigida a un juez de paz por el Coronel. Edecan del
gobernador el 26 de noviembre de dicho año se manifiesta:

"El infrascrito ha recibido del Exmo. Sr.Gobernador de la pro-
vincia nuestro Ilustre Restaurador de las Leyes Brigadier Dn.
Juan Manuel de Rosas para remitir a Ud. ~a~listas co~~espon-
dientes a la opinión del Gobierno en la proxlma elecclOnp~ra
Representantes en la ciudad que deberá tener lugar el domlll-

. " 187go 27 del cornente ....

Esas mismas listas, que circulaban desde la cúspide del gobier-
no hacia los sectores intermedios de la pirámide electoral, eran, a
su vez, sugeridas por la prensa al público lector-elector. Tal suge-
rencia mantenía la formalidad de antaño, al pres~~~se co;n0 una

. d "l'sta de preferencia" del propio penodlCo; solo que,espeoe el. .£.
en este caso, no existían otras listas publIcadas que se ,d~ erenoa-

d 'lla En 1837 este mecanismo se hizo explIoto, al de-ran e aque. ,
clarar el propio Rosas en su mensaje a la Sala de Representantes,
lo siguiente:

"Mucho se ha escrito y hablado entre nosotros acerca del siste-
ma constitucional; pero en materia de elecciones, ~omo e,n
otras, la práctica ha estado bien distante.de las doctnnas mas
onderadas. A todos los gobiernos antenores se ha reproc~~-

~o como un crimen, y a sus amigos como un signo de servlh-
dad mezclarse en las elecciones de representantes dentro de
los ~érminos de la ley. Esto ha dado lugar a mil refugios? a la
misma corrupción. El Gobernador actual, des:ando alejar d:
entre nosotros esas teorías engañosas que ha mventado la hI-
pocresía, y dejar establecida una garantía legal.~ermanente ~a-
ra la autoridad, ha dirigido, por toda la extenslOn de l.aprovlll-
cia, a muchos vecinos y magistrados J.>espetables,hstas que
contenían los nombres de los ciudadanos, que en su conce.pto
merecían representar los derechos de su Patria, con el objeto

1 d" 188de que propendiesen a su elección, si tal era su vo unta .
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El cuadro se completaba cuando los periódicos publicaban
l~s r.esultados de las elecciones en las que se reproducía, por una-
, mmIdad, el voto a la lista única. Sin embargo, aun cuando se ha-
bía s~primido la d~sputa de listas y se aplicaba la estrategia aquí
descnta, la presenCIa de cierta disidencia no desapareció comple-
tamente del campo electoral en los primeros años del régimen.
Pese a ~ue la prensa negaba la presencia de votos disidentes, algu-
nos regIstros electorales que han quedado de las elecciones reali-
zadas en ese período, comprueban que tal negativa no era más
que la estrategia propagandística aplicada por el gobierno para
ocultar aquellos hechos que desmentían la tan buscada uniformi-
dad. En las elecciones de 1838, por ejemplo, en la parroquia del
S?corro, votaron todos unánimemente por los dos primeros can-
dIdatos de la "lista oficial", obteniendo éstos 498 votos. Pero lue-
go, 446 personas votaron por los 10 candidatos restantes de dicha
lista, mientras que 52 lo hicieron por otra lista, conformada en su
mayoría por ex diputados de la Sala en períodos anteriores.l89
Una cifra que, si bien minoritaria, refleja la dificultad por impo-
ner la unanimidad -aun cuando estaban vigentes todos los meca-
nismos coercitivos tendientes a garantizarla- y la persistencia de
la vieja práctica que entrecruzaba nombres con diversas combina-
torias en las listasvotadas.Así,pues, a las expresiones retóricas más
sutiles se le sumaron las declaraciones explícitas del gobernador,
ya ellas, la confección de una maquinaria electoral que no alcan-
zó hasta 1840 la capacidad de imponerse sin resistencia. Los he-
chos ocurridos entre 1838 y 1840 (bloqueo francés, expedición de
Lavalle, rebelión de la campaña del sur bonaerense, la oposición
ejercida por los exiliados de Montevideo) explican, en gran par-
te, el perfeccionamiento de dicha maquinaria, cada vez más cer-
cana a un tipo de representación plebiscitaria.

¿En qué consistió dicha maquinaria? ¿Cuáles fueron sus me-
canismo~~nte.rnos?¿Qué importancia tuvo en el interior del régi-
men pohuco Instaurado por Rosas?A partir de 1839, el tema elec-
toral se sustrajo de la prensa periódica. Esto coincidió con las
tr~nsformaciones que sufrió aquélla en esos años; reducida a pu-
bhcar documentos oficiales y anuncios de comercio, sólo rompía
la monotonía de sus páginas editando artículos de tono polémico

1

en los que se denostaba la acción de los opositores exiliados. Las
reflexiones que hasta esa fecha se habían publicado en torno al
problema de la representación política y el sufragio -por cierto,
escasas- desaparecieron por completo. Fueron reemplazadas por
una serie de formulismos que se limitaban a convocar a las elec-
ciones y por artículos dedicados a atacar la acción de la oposición.
Tal convocatoria aparecía pocos días antes del acto electoral y se
hacía a través de la reproducción del decreto de la Policía. Poco
después de realizado el acto, se publicaban los resultados y,final-
mente, el acta de aprobación de la Sala.Ningún comentario acom-
pañaba a este simple ritual informativo, excepto en muy raras oca-
siones, en las que se destacaba el orden mantenido en el acto. La
prensa dejó de ser, entonces, uno de los principales escenarios en
los que se desarrollaban los primeros pasos del acto electoral; el
protagonismo pasó directamente al entorno más c~=cano al ~o-
bernador, reemplazando éste -a través de la confecclOn de la lzsta
oficial- la vieja práctica de las candidaturas.

En general, las listas de representantes elaboradas desde el
Poder Ejecutivo para ciudad y campaña, repetían sistemáticamen-
te los mismos nombres. Como la renovación era por mitades, los
diputados salientes eran reelectos, constituyendo así un elenco es-
table de representantes, cuya repetición en el cargo se erigió en
uno de los rasgos característicos de la Legislatura rosista.190En la
etapa anterior (1821-1835), en la que rigió un tipo de competen-
cia entre notables, el grupo de individuos que alternó en las ban-
cas de la Sala fue bastante más amplio y heterogéneo; la frecuen-
cia en la repetición de los cargos fue mucho menor que la que se
manifestó en el período rosista.l9l Por otro lado, luego de 1835,
se produjo un importante recambio dentro del elenco de repre-
sentantes: si bien, en algunos casos, aparecen personajes que des-
de 1820 actuaron dentro del funcionariado provincial, la nota dis-
tintiva fue la "profunda limpieza" producida dentro de la elite
dirigente.l92 Los nuevos diputados constit:uyeron un grupo leal al
gobernador, no estando presentes aquellos federales que entre
1829 y 1835 le disputaron en el seno de la Salael otorgamiento de
las facultades extraordinarias.l93 Cuando se producían casos de fa-
llecimiento o renuncia -que fueron pocas- el gobernador, antes
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de cubrir las vacantes en la lista de candidatos, solicitaba a su ede-
cán los antecedentes y calificaciones de un grupo no mayor de cin-
co o seis personas, y luego que le eran remitidos, decidía cuál de
ellos cubriría el cargo. Los criterios utilizados para realizar estas
calificaciones eran similares a los que se aplicaban para la desig-
nación de otros cargos, tal como el de juez de paz: en primer lu-
gar figuraba el grado de adhesión al Partido Federal, luego se se-
ñalaba la ocupación del candidato, para finalmente agregar otros
calificativosadicionales.

La confección de las listas, aun cuando estaba directamente
en manos del gobernador, no dejaba de ser el centro de una dispu-
ta larvada y silenciosa en el corazón del poder. De tal disputa da
cuenta, entre otros testimonios, una carta enviada por Juan Ma-
nuel de Rosas a su primo Tomás de Anchorena el 25 de diciem-
bre de 1838:

"Lo engañan a Ud. cuando le han pintado así a Don Lorenzo
Torres. Estoy seguro es mil veces mejor que el unitario Portela
a quien reemplaza. El Dr. Torres, primo, fue elegido por mí si-
guiendo el consejo de Ud: no rogarles a los unitarios, pero ir
poco a poco enrolando a aquellos que de por sí lo deseen, des-
pués de algunos años de prueba de que eso es sincero (... ) ha-
bía que enrolar dos abogados ahora, y esto sin remedio. Se me
presentó la lista; no había ninguno; ninguno inspiraba confian-
za; todos eran unitarios marcados; tres veces trajo Garrigós la
lista, y tres veces no resolví hasta que al fin llegó el momento, y
fue preciso concluir. Yohacía más de cuatro años que me ha-
bía empezado a fijar en el Dr. Torres (... ) y no creí que desa-
gradaría a ningún federal verlo figurar en la lista; y en efecto sé
que sólo a ciertos hombres nomás ha desagradado".194

Una vez culminado el primer paso del proceso electoral -tal
la confección de la lista de candidatos-, se pasaba a la segunda fa-
se que precedía a la realización del acto de sufragar y que consis-
tía en la emisión de boletas con la lista oficial y la circulación de
las mismas en un conjunto reducido de autoridades intermedias.
La descripción de esta fase es quizá la que expresa con mayor exac-
titud las características asumidas por la "maquinaria electoral" 1'0-
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sista después de 1840. Una maquinaria que hoyes posible recons-
truir, gracias a las cartas manuscritas intercambiadas entre el go-
bernador yotras autoridades de la provincia en ocasión de las elec-
ciones realizadas en 1842 y 1843, archivadas en la Secretaría de
Rosas.195

'Cómo se organizaron estas elecciones? En primer lugar, el
gobi~rno se ocupaba de la impresión de las boletas con la lista ofi-
cial. Quince días antes de la fecha estipulada para celebrar el ac-
to -convocado, en el primer caso, para el 27 de noviembre de
1842-, Rosas ordenaba a Pedro de Ángclis, director de la Impren-
ta del Estado, la composición tipográfica de las boletas donde de-
bían figurar los candidatos de ciudad y campaña designados por
el gobernador. Le indicaba que "esto es ya muy urgente", aconse-
jándole que "debe conservar el modelo de las del a~o pasado y
también el número que se imprimió tanto para la cmdad como
para cada una de las secciones de campaña", solicitándole le re,-
mita "laspruebas enunciadas". El número de boletas que mando
a imprimir fueron 20.000 para la ciudad y 2.000 para cada sección
de campaña, excepto para la sección 6ª que la redujo a 1.500~~a-
ra la 12ª que la aumentó a 6.000. Tres días antes de la elecClon,
Rosas ordenaba a su edecán que, en la ciudad,

"de las 20.000 listas que ha entregado a Ud. el Oficial Mayor
del Ministerio de Gobierno entregue Ud. las siguientes maña-
na: al Jefe de Policía 12.500, al General Don Mariano Benito
Rolón 1.800, al Sargento Mayor Dn. Pedro Ximeno 1.900, al
Sargento Mayor Don José Narbona 1.900, al Sargento Mayor
Don Victorino Aguilar 900, al Coronel Don Bobio 500, al Mi-
nistro de Relaciones Exteriores 300, al de Hacienda 200, al Ofi-
cial Mayor del Ministerio de Gobierno Don Agustín Garrigó
200, al Colector General 300, al Coronel Dn. Julián Salomón
500 al Coronel Don Andrés Porro 500, al Illmo. señor Dr. Don
Ma:iano Medrana 100, al Dr. Don Anton.io Ezcurra 150, al Co-
ronel Don Casto Caseros 500, al vicepresidente de Serenos Ma-
yor Don Nicolás Mariño 800, al Guardián de San Francisco 50,
al Prior de Santo Domingo 50, al Mayor Don Fernando Abra-
no 50".
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La distribución de las listas en la campaña se hacía por con-
ducto de los jueces de paz de cada sección, a los que se les envia-
ba la siguiente nota:

"El infrascrito ha recibido orden del Exmo. Sr.Gobernador de
la provincia, Brigadier Dn. Juan Manuel de Rosas, para decir a
Ud. que las adjuntas listas son las que corresponden a la opi-
nión del Gobierno en la próxima elección para un represen-
tante por ese partido en la vigésima Legislatura, para que Ud.
proceda a repartirlas entre los Alcaldes, Tenientes Alcaldes y
demás individuos de ese partido a efecto de que sea más nume-
rosa la votación según corresponde a un asunto de tan elevada
importancia".

La maquinaria así organizada alcanzó un alto grado de eficien-
cia y de creciente mecanización, lo que permitió que se agilizaran
los tiempos que debían utilizarse en la preparación del evento. La
elección celebrada en 1843 demuestra, justamente, cómo ya esta-
ban tendidos todos los resortes para echar a andar con premura
la maquinaria electoral. En una carta fechada el 27 de noviembre
de 1843, Rosas deliberaba sobre esta cuestión, mostrando honda
preocupación porque se cumplieran en el tiempo estipulado to-
das las formalidades que requería el acto electoral y la consecuen-
te apertura de la Sala:

"Estan escaso el tiempo que considero indispensable f~ar ellO
de diciembre. Por la ley debe convocarse 15 días antes. Llevan-
do el decreto fecha de hoy transcurren 14; un día es del todo
indispensable. Si se f~a el17 de diciembre ypor casualidad llue-
ve ese día, ya no puede abrirse la Sala el 12 de enero y se malo-
gran los grandes objetos que tuvo en esto v.E.
La razón es que no habría luego lugar para que la campaña re-
mita los registros a la Sala, y tenga ésta sus sesiones preparato-
rias, que deben ser 8 días antes de la solemne apertura.
Fijando el 10 de diciembre hay tiempo para que vengan de la
campaña los registros en oportunidad.
Pero como la convocatoria se hace en ella 8 días antes, sería pre-
ciso que el Sr. de Angelis se ocupase primero de las listas de

campaña, y de las secciones distantes para despacharlas con pre-
ferencia. Así se hizo el año anterior por la premura; y quedaron
para lo último las listas de ciudad. De las circulares se ocupará
el ministerio desde mañana, principiando las de campaña ... n.

El gobernador se ocupaba en persona de cuidar todos los de-
talles para cada elección, controlando desde las pruebas de impre-
sión de las boletas hasta el modo y los tiempos de distribución de
las mismas. Una semana antes de celebrarse la elección de 1843,
Rosas escribía a su edecán:

"Remito a Ud. la carpeta del año pasado con todo lo relativo a
las elecciones para que luego de recibir la presente se ocupe
solo ypuramente de este asunto; y que en su virtud mañana lu-
nes por la mañana muy temprano haga dar principio a la im-
presión de las listasyme lasvayamandando sin un solo momen-
t.ode demora, procediendo Ud. en todo de conformidad a las
órdenes que se registran en la misma Carpeta para las listas del
año anterior indicado de 1842 (... )
Para llenar el vacío que -hadejado el fallecimiento del Coronel
Don Antonio Ramírez, puede poner al ciudadano Don Tibur-
cio Cárcava. Va colocado el ciudadano Don Juan Alsina en la
8ª sección, y el ciudadano Don Miguel Riglos en la 11ª a que
aquel pertenecía (... )
(... ) mañana mismo, enseguida si empiezan a venir las listas de
las secciones más retiradas las iré también sin demora alguna
haciendo caminar con los hombres que para todo tengo desde
hoy muy prontos".

La clave parecía residir en una eficiente distribución -en tiem-
po y forma- de las boletas que contenían la lista de elegibles en el
caso de la ciudad y el nombre del candidato para cada sección de
campaña, confeccionadas ambas por el titular del Poder Ejecuti-
vo. El reparto quedaba en manos de fum:ionarios de gobierno, so-
portando el mayor peso la policía y el ejército y, en menor medi-
da, los ministerios y la Iglesia en la ciudad, mientras que en la
campaña todo se centralizaba en la figura del juez de paz. Esta or-
ganización preelectoral, según se destacó al comienzo, no se impu-



Expansión de la frontera política e inversión
representativa entre ciudad y campo

Yaha sido destacado en varias oportunidades que la unanimi-
dad rosista se basó, fundamentalmente, en un proceso de "rurali-
zación" de la política. Dicho concepto incluye componentes muy
diversos: la movilización de amplios sectores rurales en apoyo al
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régimen -tanto en las elecciones como en otro tipo de rituales-o
el creciente poder de los hacendados en la nueva estructura esta~
tal bonaerense; la identificación del gobernador de Buenos Aires
con la figura del caudillo-estanciero; la emergencia de un nuevo
"estilo político" fundado en símbolos y costumbres procedentes
d~l mun~o rural. Ahora bien, la ruralización de la política impli-
co, ademas de todo esto, una creciente institucionalización del po-
~~r en el campo. En esto cumplió un papel fundamental la expan-
SIOnde la frontera político-electoral, la que acompañó, con el
mismo dinamismo, la expansión de la frontera económica en esos
arIOS.La transformación de la vieja desigualdad representativa en-
tre ciudad y campaña -tan discutida en la crisis del año '20 y cris-
talizada, finalmen te, en la leyelectoral de 1821- a favor de esta úl-
tima, implicó la incorporación de nuevos partidos rurales a la
repres~ntaci~n política y la inversión de la fórmula que otorgaba
mayona de dIputados a la ciudad para pasar a tener el mundo ru-
ral una representación superior a la del mundo urbano. Inversión
que no fue producto de una relación automática contenida en la
ley que vinculara el número de representantes con el número de
~artidos incorporados al voto, sino el efecto de una decisión polí-
tIca tomada durante el gobierno de Rosas y legislada por la Sala
~: Representant:s ..Con este gesto -que indudablemente acompa-
no el mayor creCImIentodemográfico de la campaña en detrimen-
to de la ciudad- se cristalizó un cambio que transformó, definitiva-
mente, la tradicional concepción de un espacio rural subordinado
al ~spacio urba~o. Sostén de un nuevo poder que no dejaba de re-
fleJar los cambIOSocurridos en el plano económico, la campaña
fue el contrapeso utilizado en el régimen rosista para domesticar
el espacio que fue foco de toda disidencia: la ciudad.

~a desigualdad representativa entre ciudad y campaña esta-
bleCIdapor la ley electoral de 1821 continuó vigente durante to-
da la década del '20. Al no reconocer ésta ningún criterio auto-
mático que vinculara crecimiento demográfico y número de
repr:,sentantes a nivel territorial, se hacía caso omiso de que la po-
blacIOnrural bonaerense había superado, para esa fecha a la del

197 'mun?o ~rban? No obstante, entre 1821 y 1831, aunque no se
modIfico el numero de secciones electorales ni se amplió el nú-
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so inmediatamente después del ascenso de Rosas a la goberna-
ción. Le llevó a éste algunos años lograr ajustar hasta en sus más
mínimos detalles la maquinaria aquÍ expuesta. Entre 1835y 1839,
la estrategia unanimista chocaba todaVÍacon ciertas disidencias,
que fueron desterradas definitivamente a partir del "terror" de
1840.La coacción aplicada en los dos primeros años de la década
del' 40 abrió paso a la consolidación de lo que sí puede dar en lla-
marse régimen de unanimidad. Este se valió para su más eficien-
te imposición tanto de una retórica que llevó al extremo la previa
faccionalización -al dividir el universo político entre amigos y ene-
migos- como de redes yprácticas preexistentes actualizadas en un
contexto de absoluto control por parte del Ejecutivo. Hacia 1845,
ya sofocadas las disidencias y desaparecido el peligro de una rebe-
lión, el régimen se hizo -según planteaJohn Lynch- "sino benig-
no, al menos conciliatorio". 196 Aunque la propaganda oficial se-
guía siendo excesiva y el faccionalismo mantenía en extremo la
retórica antiunitaria, parecía retornar un cierto clima de paz a la
vida política. En esa atmósfera, las elecciones se siguieron cele-
brando anualmente, casi como una reproducción automática de
la maquinaria montada en años anteriores. La prensa prestaba ca-
da vez menos atención a los anuncios electorales; las convocato-
!ias se hicieron más escuetas y la publicación de los resultados mu-
chas veces se reducían a la reproducción del acta de aprobación
de las elecciones en la Sala de Representantes. En un contexto de
extrema faccionalización como el que predominó entre 1838 y
1842, el sufragio asumió un papel fundamental: el de plebiscitar
al régimen en peligro; sofocado éste, las elecciones se rutinizaron
perdiendo el impulso de antaño.
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mero de representantes de la campaJ.'i.a,se destaca el hecho de que
numerosos pueblos que antes desconocían la práctica del sufra-
gio, ingresaron a ella. A las 11 secciones preexistentes se fueron
integrando nuevos partidos con derecho al voto. La frontera elec-
toral incluía, aun dentro de los mismos parámetros establecidos
en 1821, un universo de votantes que estrenaba, por primera vez,
el ropaje de sufragante.

Durante el primer gobierno de Rosas se produjo el primer
cambio cualitativo de importancia al promulgarse una ley que in-
vertía la desigualdad representativa entre ciudad y campo. En
1832, la Sala votó favorablemente un proyecto de ley por el cual
la campaña pasó a tener 13 secciones electorales con un total de
25 representantes, frente a los 24 con los que continuaba la ciu-
dad. Yaa esa altura eran 33 los pueblos que, dentro de las 13 sec-
ciones, habían accedido a la práctica del sufragio. La promulga-
ción de esta ley, en los momentos más álgidos de la discusión en
torno a las facultades extraordinarias, no estuvo desvinculada de
la necesidad que tenía el rosismo de buscar una mayoría represen-
tativa en la Sala, capaz de avalar la entrega de los tan anhelados
poderes. Dificilmente hubieran logrado esta mayoría en el espa-
cio urbano a través de la tradicional disputa de listas; con mayor
facilidad podían alcanzarla en la campaña en la que los apoyos pa-
recían ser más seguros. El debate suscitado en la Sala, sin embar-
go, no reflejó una aspiración tan contingente; expresó, más bien,
viejosy nuevos argumentos respecto del problema de la represen-
tación. En la fundamentación inicial, Rosas -responsable de ela-
borar y enviar el proyecto a la Legislatura- apeló al criterio de la
proporcionalidad entre el número de habitantes y el de represen-
tantes:

La segunda razón aludida por el gobernador, aunque poco
creíble en boca de quien venía defendiendo la necesidad de im-
poner desde la cúspide los nombres de los candidatos, refleja la
diversa situación que se vivía en aquellos años respecto de lo que
posteriormente se impuso como maquinaria electoral. En verdad,
más allá de lo que se podría suponer como auténticos móviles de
esta iniciativa, lo cierto es que al argumento de la igual propor-
ción según el número de habitantes -ausente en la legislación, pe-
ro atendible desde el punto de vista de la representación política
moderna- se le sumaba un objetivo de más largo aliento. El po-
blamiento de la nueva frontera debía hacerse efectivo en todos los
planos: social, económico, militar y político. Los primeros aspec-
tos debían ser contemplados en una legislación específica, como
la que propuso el diputado Anchorena en 1828 y nuevamente en
1830 de reparto de tierras ajefes militares, de milicia yvecinos, no
sólo con el fin de "defender la frontera contra las incursiones in-
dígenas", sino además para "poblar" definitivamente el área recién
conquistada.199 El aspecto político debía atender a la instalación
de una autoridad local capaz de organizarlos -el juez de Paz- y,en
un segundo momento, de hacer llegar la presencia del Estado a
través del sistema representativo que lo unía a un territorio con
un determinado sentido de pertenencia. En este punto, el sufra-
gio cumplía un rol integrador de las nuevas poblaciones recién in-
corporadas. Así, al menos, era presentado el problema por quie-
nes defendían el proyecto:
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to posiblecon losde otro perteneciente a lamismasección,pa-
ra que acuerden y convengansin dificultadsobre los ciudada-
nos que deben ser electos".198

217

,j

"Unode los objetosmás importantesen el sistemarepresenta-
tivoesel de regularizarlaseleccionesdeRepresentantes,guar-
dando, en cuanto sea posible, la más aproximada igualdad y
proporción entre el número de habitantesde cadaseccióny el
de sus respectivosdiputados;como también distribuyendolas
asambleasprimarias,que forman cada sección,de modo que
losvecinossufragantesde un pueblo estén en el mejorcontac-

"quesedebía tener presenteque allíhayvecinostambiényque
esun punto de la provinciadeBuenosAires,ypor consiguien-
te... estamateria [electoral],lamásintéresante al derecho del
pueblo, debe ellaabrazar toda sujurisdicción,ypor esoconsi-
dero que no estámal el que se comprendan todoslospueblos
que tienen opción para votar".200
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. Por ~upuesto que la iniciativa fue discutida y encontró cierta
resIstenCla en algunos diputados que no podían dejar de sospe-
char de esta nueva mayoña adjudicada a la campaña. Vidal p. l' ' al'
eJe~p o, mtentó r:batir, no el argumento de la proporción según
el numero d: habItantes, sino el hecho de que la ciudad quedara
en ~esventaJa frente a la campaña, por considerar que aquélla
tema más población que el campo. El debate no conducía a nin-
guna parte porque, tal como reconocía el diputado Obligado, no
contaban co~ censos confiables: "Por lo que respecta al mayor nú-
mero de habItantes que puede tener la ciudad respecto de la cam-
paña, lo cual es hasta ahora dudoso, porque los censos en la ciu-
dad siempre han sido muy equívocos, porque en el momento de
a~otarse un individuo, habitante de un barrio, cuando se ha ocu-
rndo a otro allá también se le ha encontrado". Finalmente al no
estar e~t~bleci~o en la ley electoral un sistema de reprod~cción
automatlca segun el crecimiento demográfico -lo que hubiera de-
manda~o la realización de dichos censos-, era suficiente con que
se negoczara en la Sala una modificación de la cantidad de repre-
sentantes y quedara así estipulado un nuevo equilibrio entre ciu-
dad y campaña en el sistema representativo. De hecho, esto fue lo
que sucedió al quedar sancionada la ley en cuestión. Corolario: de
1832 en adelante la campaña tuvo mayoría de representantes en
la Legislatura.

Este proceso de expansión de la representación política en la
campaña y ~el número de pueblos con acceso al sufragio, volvió
a tener un pICOde alza hacia 1840. Si bien no hemos encontrado
en la legislación respectiva la mención de esta ampliación, sí he-
rr:osobservado que en las actas, registros y escrutinios de las elec-
Clonesde 1~39y 1842, hay 14 secciones electorales de campaña y
nuevos partIdos con derecho al voto que, antes de esa fecha, no
s~fr.agaban. El cambio más significativo se produjo dentro de la
deClmo seg~nda sección, área de la nueva frontera que antes de
1839 estab,amtegrada sólo por dos partidos y,que a partir de esa
f~cha, paso a tener a cargo trece. Esto significaba que en su inte-
nor debían multiplicarse las asambleas electorales. El cambio es-
tuvo seguramente vinculado a los hechos producidos en 1839-re-
volución de los hacendados del sur bonaerense- cuyo epicentro

fue,justamente, el área aquí mencionada. La reestructuración ad-
ministrativa aplicada poco tiempo después, dejaba a toda la ex-
tensión de territorio comprendido desde el río Salado hasta el ño
Quequén, costas sobre el mar, y las tierras existentes al exterior
de las tierras del Tandil y Tapalqué, que hasta entonces se halla-
ban bajo lajurisdicción de tres juzgados civiles,subdividida en 14
partidos. Al frente de cada uno de ellos se colocó a un juez de paz
con 6 alcaldes y 12 tenientes, reestructurándose el partido de
Mansalva al quedar dividido en cuatro -Ajó, Tuyú, Mar Chiquita
y Lobería Grande-, el partido de Tandil -dividido en Tandil y
Chapaleofú- y el de Dolores, dividido en Tordillo, Pila yDolores.
El resto de los partidos creados fueron: Vecino, Saladillo, Flores,
Tapalqué yAzul. Esta subdivisión permitía un control más exacto
desde el punto de vista administrativo y político y,al mismo tiem-
po, aseguraba la frontera contra el indio dando un nuevo impul-
so a la colonización estanciera. Por otro lado, al serie otorgado in-
mediatamente el derecho de voto, se erigían en áreas privilegiadas
para demostrar el apoyo plebiscitario al régimen que, para esa fe-
cha, consolidaba su maquinaria unanimista. En las elecciones de
1842 se registraron sólo en la décimo segunda sección 4.156 su-
fragantes.

Esta creciente ampliación e institucionalización de la nueva
frontera político-electoral, tendiente a reforzar la maquinaria una-
nimista, contó además con autoridades intermedias que hicieron
posible encauzar y disciplinar la movilización y participación del
mundo rural por los estrechos senderos que el régimen imponía
como legítimos.

Voto rural y sectores intermedios

Naturalmente, el principal personaje que se destacó en esta
tarea fue eljuez de paz de campaña. DadQ el fracaso del intento
rivadaviano de deslindar las funciones de bajajusticia y policía, los
jueces de paz volvieron a absorber prácticamente las mismas atri-
buciones de los alcaldes de hermandad (a quienes reemplazaron
luego de la supresión de los cabildos), pasando por sus manos ca-
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si todas las cuestiones que se referían al territorio de su jurisdic-
ción. Rosas reforzó aún más la autoridad de losjueces de paz con
el objeto de centralizar el control social, económico y político del
territorio que estaba bajo su tutela y los convirtió en los principa-
les engranajes de su maquinaria unanimista en el campo. Además
de los testimonios ya citados sobre la actuación de estos persona-
jes en las elecciones realizadas en los partidos rurales, cabe dest.a-
car el control que Rosas ejerció, de manera personal, sobre tales
autoridades.201 El Poder Ejecutivo era el que directamente hada
los nombramientos y el que, a su vez, se ocupaba de dirigir e ins-
peccionar el funcionamiento concreto de las administraciones lo-
cales. Son ya muy conocidos los requisitos que debían reunir los
candidatos al cargo después de 1835. En la clasificación que rea-
lizaba el juez de paz saliente de los postulantes en terna que ele-
vaba al gobierno, se consignaba: su opinión política, patria, lugar
de nacimiento, edad, estado, capital, conducta, aptitudes, ejerci-
cio, residencia permanente, si sabía leer y escribir y si había servi-
do en el ejército restaurador con su persona o bienes. La primera
y última condición revistieron fundamental importancia cuando
el régimen devino unanimista. Por otro lado, las designaciones es-
taban siempre íntimamente vinculadas a los comicios. Desde su
primer gobierno, Rosas y sus más fieles seguidores se cuidaron
muy bien de elegir personas absolutamente leales. El testimonio
de Felipe Arana es una muestra de ello cuando le comunicaba a
Rosas, en su campaña al desierto, lo siguiente:

''Viamonte se ha confesado con más claridad y Mancilla se ha
resistido con energía; como se aproxima la elección de 10sJue-
ces de paz le significó aquél a éste que cuidase que las propues-
tas no comprendiesen sólo apostólicos, sino que también se ex-
tendiesen a unitarios y cismáticos, porque era preciso ocupar a
todos, y que pensaba hacerlo así para la futura elección de Re-
presentantes. Mancilla se resistió terminantemente asegurán-
dole que sus propuestas serían siempre de apostólicos netos y
que el gobierno hiciese la elección en quien le mereciese con-
fianza, pues él no podía traicionar la del público y sus amigos
con quienes estaba en serios compromisos".202
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Una vez garantizados los nombramientos, el gobierno se en-
cargaba de recomendarles a los jueces de campaña, en cada oca-
sión electoral, "el más puntual cumplimiento del artículo 3, capí-
tulo 2 de la ley de elecciones sancionado el 14 de agosto de 1821,
en el cual se ordena que en las mesas electorales de campaña el
Alcalde antes y ahora el] uez de Paz, es el presidente nato y forzoso, sin
necesidad de elección".203La circular destacaba, justamente, la con-
tinuidad entre el viejo alcalde de hermandad y el ahora juez de
paz, y el preciso cumplimiento de aquel mecanismo que diferen-
ciaba radicalmente la constitución de lasmesas electorales en ciu-
dad y campaña. La no electividad del presidente de mesa en el
mundo rural constituía una de las llaves del control electoral en
el campo. En una nota de contestación a la circular antes citada
enviada por eljuez de paz de Ensenada, se hada alusión a que en
una mesa electoral de la campaña el presidente había sido electo
-en una muestra más de las formas diversas bajo las cuales era in-
terpretada la ley electoral de 1821 en la práctica concreta- reca-
yendo la elección en el mismo juez de paz del partido. Sin embar-
go, la Sala de Representantes advirtió sobre este hecho, ya que la
elección podría haber recaído en otra persona, peligrando, de es-
te modo, todo el andamiaje sobre el que estaba montado el voto
rural. Andamiaje que contaba, además, con otras autoridades de
peso en el campo. Tal es el caso tantas veces subrayado de los je-
fes de milicias que aportaban un gran número de votos "arras-
trando" a sus milicianos a las mesas de campaña, especialmente
aquellas ubicadas en los partidos de la nueva frontera poblada bá-
sicamente por fuertes y fortines. De hecho, la cifra de sufragan tes
antes citada para la elección de 1842 en la duodécima sección es
una prueba de ello.

Ahora bien, la actuación de estas autoridades intermedias en
los comicios realizados en la campaña durante la época de hege-
monía rosista fue interpretada, por lo general, en una clave que
subordinó las lealtades y comportamientos de los act.oresa sus po-
siciones en el ámbito privado. Al ser considerada la estancia la es-
tructura socio-económica predominante, el vínculo patrón-peón
emergente de dicha estructura habría tenido su traducción en el
espacio político. Rosas, en esta imagen, representaría el gran pa-



trón yjefe militar de una gran estancia -extendida ésta al Estado
provincial- secundado por hacendados que asumían el rol de je-
fes de milicias o jueces de paz capaces de generar obediencia en-
tre sus subordinados y,por ende, de movilizarlos al sufragio por el
solo hecho de ocupar ese lugar social. Esta perspectiva subvalúa
ciertos componentes de una realidad que se mostraba, por cierto,
bastante más compleja. En primer lugar, deja de lado datos de la
historia económico-social que, según los últimos avances de inves-
tigación, demuestran que el mundo rural bonaerense era bastan-
te más heterogéneo. Las evidencias hablan de que en la campaña
convivieron diversas formas de explotación -economía campesi-
na, chacras, estancias- y que la estructura social resultante fue bas-
tante más diversa de lo que se pensó.204 En segundo lugar, subes-
tima la figura del "vecino-miliciano" en el avance de la nueva
frontera al identificar los comportamientos de éstos con los de las
fuerzas regulares y deducir, entre otras cosas, que el voto de lasmi-
licias respondía a la misma lógica que la expresada por las tropas
frente a susjefes. 205 En tercer lugar, desconoce que losjueces de
paz no fueron todos hacendados (con grados desiguales de rique-
za) y que, aun en el caso de los hacendados, la obediencia de la
que eran receptores no se debía tanto a dicha condición sino al
hecho de monopolizar en sus manos todas las atribuciones del
"poder público" en sujurisdicción. Cuando eljuez de paz del par-
tido repartía las boletas con el candidato oficial, no hacía más que
actualizar su papel institucional ejercido como autoridad del dis-
trito. Él mismo presidía luego la mesa en la que los pobladores
-frente a los que cobraba impuestos, ejercía justicia, enrolaba en
lasmilicias, o actuaba con funciones de policía- debían emitir pú-
blicamente su voto.

La "frontera" en el territorio bonaerense se incorporó así, por
la VÍaelectoral, como parte de un proyecto que obtuvo resultados
innegables en aquello en lo que parecía haber fracasado la elite
pos-revolucionaria: imponer un orden político estable legitimado
a través del sufragio. En esta perspectiva, la creciente preeminen-
cia de la campaña en el régimen rosista no derivó, exclusivamen-
te, de la pertenencia de Rosasy su séquito más cercano al segmen-
to social en ascenso que convertía a la expansión ganadera en la

principal fuente de riqueza del Estad~ provin:i~l, sino además ~e
la necesidad de subordinar y domestICar pohtIcamente a la CIU-
dad, foco siempre de toda disidencia. El campo se convirtió en la
base de un régimen plebiscitario al ofrecer al gobierno un ejército
de votantes capaz de avalar, con su participación, el montaje esce-
nificado por la maquinaria electoral, a la vez que un mode.lo ?e
orden social y político que debía extenderse a toda la prOVInCia.
La ruralización de la política durante la época de Rosas significó,
entonces, llevar a la ciudad la lógica representativa del campo. El
voto por unanimidad, que en la campaña precedió al ascenso de
Rosas al poder -salvo en algunos comicios muy disputados-, se re-
sistía a ser implementado en el más heterogéneo y complejo espa-
cio urbano, donde hasta 1835 la elite no dejó de reivindicar el pa-
pel que la ocupaba en la deliberación de los ca~didatos. Rosa.s
buscó, con éxito, suprimir esta tendencia, absorbIendo la legah-
dad liberal heredada del espacio urbano para institucionalizarla
con el signo inverso.

Ji___ ti
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9. Un régimen plebiscitario

Las dos primeras fases que conformaban el engranaje elec-
toral rosista descritas en el capítulo precedente -la confección
de las listas por parte del gobernador y su impresión y distribu-
ción entre las autoridades intermedias encargadas de movilizar
al sufragio- estuvieron montadas, básicamente, para escenificar
el tercer momento del proceso comicial:el de la autorización pro-
cedente del mundo elector. El término escenificar remite inme-
diatamente a la noción de farsa tantas veces invocada por los pro-
pios contemporáneos opositores al régimen rosista como por
algunas interpretaciones posteriores, con el objeto de describir
los procesos electorales sucedidos en el período y destacar el pre-
dominio del componente de coacción en reemplazo de un con-
senso supuestamente obtenido en un marco de cierta "libertad
de opinión". La imagen resulta, por cierto, tentadora a la hora
de graficar la lógica de funcionamiento del sistema político des-
pués de 1835. Si se la considera en el sentido más literal del con-
cepto (el que refiere directamente a la metáfora teatral), la elec-
ción podría ser pensada como una puesta en escena en la que el
texto de la obra se conocía de antemano (la lista única de candi-
datos y su triunfo sin oposición), los actores reproducían un li-
breto que no podía ser modificado con libertades o improvisa-
ciones propias del arte teatral (tal el papel de los diputados
electos, coartados en su deliberación en la Sala) y donde los es-
pectadores (electores) asistían pasivosa una escenificación en la
que su asistencia no cambiaba nada de la obra, excepto para otor-
garle prestigio a través de una nutrida alldiencia. Esta imagen, si
bien recoge el esqueleto de la maquinaria rosista, descuida su fi-
siología interna al simplificar un proceso histórico que a pesar
de sus perfiles burdos y hasta grotescos -comunes, por lo gene-
ral, a todos los regímenes de base plebiscitaria- estaba lejos de



devaluar la práctica electoral c~mo criterio de legitimación del
poder. Entre los elementos que se han tendido a olvidar, presen-
tes en el concepto de farsa, está aquél que refiere directamente
a la noci~n de "ritu~l electoral" y al papel que le cupo en el régi-
men rosIsta. Los mIsmos contemporáneos se encargaron de su-
brayar esta dimensión de los comicios realizados a fines de los
años '30 y ~s?ecialmente durante la década del '40, aunque con
el fin de crItIcarlos severamente. Un viajero norteamericano de
paso por Buenos Aires destacaba, en este sentido, que "esta farsa
ocurre anualmente; es escrupuloso (se refiere a Rosas) en guar-
dar todas las formas de la ley... et voila tout!".206 Tomás de Iriarte
po~ot:o lado, recuerda que "el hecho es que el sistema represen~
tatIvo Importado exclusivamente por Rivadavia en Buenos Aires
ha echado allí raíces tan profundas que en el día hasta el tiran~
~osas ha creído conveniente conservar un simulacro, aunque bien
Imperfecto de aquel sistema ... ".207 En ambos casos se parte de
reconocer el arraigo que había logrado la práctica comicial en la
sociedad bonaerense y la "formalización" que asumió durante el
segundo gobierno de Rosas.

El ~ufragio, como un acto ritual cuidadosamente repetido y
perfecCl~nado hasta en susmás ínfimos detalles, fue utilizado por
RosascaSIcomo una técnica política a los efectos de consolidar un
poder de carácter individualizador, fundado en la idea de un je-
fe supremo o conductor cuya autoridad era ejercida más directa-
mente sobre los individuos que sobre un territorio, guiando a to-
dos y cada uno con el propósito de asegurar su salvación y hacer
prevalecer la unidad sobre el conflicto.208 El control personal que
Rosas ejerció sobre los actos comiciales refleja no sólo la búsque-
da de una legitimidad fundada en el orden legal preexistente, si-
no, la vocación por hacer de ese régimen un sistema capaz de sin-
gularizar el mando y la obediencia. Las elecciones fueron un
vehí~u!o~rivilegiado para ello puesto que le sirvieron a Rosaspa-
ra re1Vll1dlCarsu proclamado apego a las leyes, demostrar -hacia
el interior y hacia el exterior del país- el consenso de que goza-
ba, ~o~lizar a un crecido número de habitantes con el objeto de
plebIsCltar su poder y conocer quiénes acudían al acto para de-
mostrar públicamente su adhesión aljefe. En ese contexto de sin-

El ritual del voto

gularización e individualizaCióndel poder político, las abstencio-
nes -además de recordarle a Rosasque su liderazgo no era indis-
cutido, irritándolo al extremo no obtener un caudal de votos ca-
paz de hacer olvidar las divisiones que, aunque larvadas, existían
en la sociedad- eran utilizadas como mecanismo de control per-
sonal, quedando bajo un irremediable manto de sospecha quie-
nes se resistían a demostrar públicamente la adhesión al gober-
nador.

El momento de la autorización fue potenciado al máximo en
el régimen rosista, recogiendo así la aspiración que venía formu-
lándose desde la década revolucionania: la soberanía del numero
alcanzó, definitivamente, el estatus de legitimación del poder po-
lítico tantas vecesproclamado. Claro que dicho estatus se logró en
un clima de terror, no pudiéndose equilibrar la difícilbalanza en-
tre orden y libertad que dejó planteada la modernidad política.

227UN RÉGIMEN PLEBISCITARIO

En el momento de la autorización electoral es donde se per-
filaron más nítidamente los rasgos plebiscitarios del régimen. La
voluntad general debía expresarse en su doble dimensión: cuan-
titativay cualitativa. Desde el punto de vistacuantitativo, era nece-
sario que el momento de la autorización estuvieraavaladopor una
amplia movilización de votantes para demostrar el apoyo incondi-
cional al gobernador; desde el punto de vista cualitativo, el voto
debía manifestarse en un marco ritual nuevo y distinto al de épo-
cas anteriores.

Comencemos por el primer aspecto. Los resultados electora-
les durante el período de hegemonía rosista revelan que el mayor
crecimiento de sufragan tes se produjo en la campaña, mientras
que en la ciudad se acrecentó de manera menos contundente el
piso de electores logrado después de 18~1.209El vertiginoso au-
mento de votantes producido en el campo formó parte del fenó-
meno más amplio de expansión y ruralización de la frontera po-
lítica descrito en el capítulo precedente; en el ámbito urbano, en
cambio, mantener el piso de votantes logrado en la década del '20
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era visto casi como un triunfo: el peligro residía -tal como llamó
la atención Tulio Halperin Donghi- en la abstención electoral. En
un régimen en el que la disidencia quedaba acallada, la absten-
ción podía asumir el sentido militante de una oposición larva-
da. 210Ahora bien, en un contexto político fundado en la proscrip-
ción y pérdida de libertades, resulta prudente sospechar sobre la
veracidad de los datos numéricos presentes en los registros -coin-
cidentes, por otro lado, con los publicados por la prensa-, emer-
giendo, ineludiblemente, la pregunta sobre el problema de la pro-
ducción del sufragio. Cabe recordar que la idea de producir el
sufragio no fue una novedad del rosismo; estuvo presente desde
el momento mismo en que se impuso la nueva representación en
1821. El papel desarrollado por la elite rivadaviana fue clave a la
hora de movilizar a un nuevo universo de electores de cuya pre-
sencia en el espacio público quedaron numerosos testimonios. Du-
rante el rosismo, en cambio, la sospecha recae sobre la veracidad
de éstos últimos. Frente a una prensa controlada, registros electo-
rales confeccionados por jueces de paz designados por el Ejecuti-
vo y escrutadores leales al régimen, el punto reside en preguntar-
se si los votantes que allí figuran fueron votantes reales o inventados.
Esto es, si las elecciones estuvieron realmente acompañadas de
una amplia movilización.

Desde esta perspectiva, creemos que la respuesta debe subra-
yar, en primer lugar, un dato que se desprende de toda la docu-
mentación consultada: la fuerte voluntad e intencionalidad del go-
bierno por movilizar al sufragio -si se quiere, crear el sufragio-
para legitimar un poder que se sabía casi ilimitado. Todos los do-
cumentos citados demuestran el aserto. La exhortación a los jue-
ces de paz "... de que sea más numerosa la votación según corres-
ponde a un asunto de tan elevada importancia ... ", no era un
simple formulismo utilizado por el gobernador. Desde el inicio
del segundo gobierno de Rosas se manifestó una fuerte preocu-
pación por potenciar al máximo la soberanía del número y la pre-
sencia real, visible y pública de los sufragan tes en las mesas elec-
torales. En 1836, el juez de paz de Chascomús le comunicaba al
ministro de Gobierno, Agustín Garrigós, "no haber sido posible
aumentar el número de los sufragan tes para la votación" por ha-

"las listas que remite adjuntas son las que corresponden a la
opinión del gobierno en la próxima elección para un represen-
tante por este partido en la vigésima legislatura, para que el in-
frascripto las reparta entre los ciudadanos sufragan tes, proce-
diendo en esto con el mayor interés, según corresponde a un
asunto de tan elevada importancia; con todo lo demás que se
le previene sobre transferirse el día de la votación para el do-
mingo 4de diciembre próximo en el caso de no haberse podi-
do verificar el domingo 27 del corriente por las causas que se
expresan".213

ber llegado con retraso la orden de convocatoria y por haber ama-
necido lluvioso el día indicado para la votación.211 Al año siguien-
te, frente a la reiterada mala jugada del clima, el régimen se halla-
ba más prevenido: eljuez de paz de Capilla del Señor cumplía las
órdenes del gobierno al suspender el comicio en su partido por
"la excesiva lluvia desde antes del acto hasta las nueve del día que
ha impedido llenar este acto, el cual tendrá su debido efecto el
próximo domingo 29 del corriente".212 En 1842, ya más aceitado
el engranaje unanimista, se prevenía nuevamente a los jueces de
paz sobre la indispensable presencia de sufragan tes:

229

Las causas a las que alude el documento no eran otras que la
ausencia o el escaso número de votantes. Aún en las actas electo-
rales de 1850 se expresaban los mismos móviles que en los prime-
ros años del régimen e idéntica "formalización" de los documen-
tos que "acreditaban" la unánime opinión hacia el gobernador
Juan Manuel de Rosas.

Todos los detalles que señalaban los preparativos de las elec-
ciones estaban indicando la fuerte voluntad por movilizar a votan-
tes reales: la preocupación por distribuir en tiempo y forma las bo-
letas con los candidatos, el control ejercido por el gobernador en
las pruebas de impresión de dichas boletas, la selección de quié-
nes serían los encargados de redistribuirl~s entre los sufragan tes,
son elementos que apuntan todos en la misma dirección. Incluso,
la cantidad de boletas que el gobernador mandó a imprimir nos
está hablando de esta fuerte voluntad por producir y, al mismo
tiempo, movilizar al sufragio. Las 20.000 boletas para la ciudad,
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que Rosas seguramente esperaba se utilizaran para demostrar el
apoyo del que gozaba, resultaron una suma exagerada para un es-
pacio que seguía manteniendo cierta reticencia hacia el régimen.
En la campaña, en cambio, parecieron colmarse mejor las expec-
tativas:sobre todo en la sección 12ª para la que semandaron a dis-
tribuir 6.000 boletas (contra 2.000 en el resto de los partidos) su-
perando los 4.000 sufragan tes en la elección de 1842. Esta fuerte
voluntad por llevar a miles de votantes al escenario electoral, po-
siblemente hayapredominado más en los años del terror, perdien-
do la iniciativaal promediar la década del '40. En los últimos años,
la maquinaria electoral parece funcionar bajo la inercia residual
del primer impulso.

Desde esta perspectiva cuantitativa, entonces, aun cuando las
cifras que ofrecen los documentos deben ser evaluadas con las de-
bidas prevenciones, es posible afirmar que los comicios realizados
durante el segundo gobierno de Rosas se sustanciaron con la pre-
sencia de votantes reales en lasmesas electorales y que lejos de po--
del' identificarlos bajo el más sutil concepto de "fraude" -en el sen-
tido de poner en acto técnicas de "engaño" que adulteraban los
resultados electorales- es preciso visualizarlos desde una óptica
que supone la implementación de mecanismos más toscos de pro--
ducción del sufragio. La dimensión cualitativa antes citada viene
a reflejar, entonces, este aspecto grotesco del régimen. Los nue-
vos rituales que rodearon al acto electoral, como asimismo los me-
canismos de tipo plebiscitario implementados, completan el cua-
dro descrito.

En 1835, en ocasión del plebiscito, la ciudad de Buenos Aires
se vio invadida por una procesión ritual que reproducía más una
festividad religiosa que la manifestación de un acto cívico.Así lo
reconocía un artículo remitido a La Gaceta en el que se describía
detalladamente lo sucedido en una de las parroquias de la ciudad
-La Piedad- antes de iniciarse el acto: "(oo.) después de los inter-
valos que preftia la ley se emplearon en recoger olivo, sauce, ban-
deras y colchas, para que se consumase el acto con el atrio com-
puesto, como para una función de corpus".

Luego se colocó el retrato "del gran ciudadano" en la puerta
principal del templo, procediéndose aljuramento con "una pom-

posa música". El acto tuvo lugar en este marco festivo,alcanzando
su más álgida expresión al finalizar la votación:

"El día 28 último de las votaciones apareció el atrio y su baran-
da vestida de ramos de olivo, etc. Las puertas tenían un arco de
la misma especie, fuera de la puerta del templo que fue ador-
nada del mejor modo posible, porque en ella estaba colocado
el retrato del ciudadano de la opinión como sostén de la reli-
gión de nuestros PP,y en medio de adornos federales, capaces
de inflamar el corazón del menos sensible. Esa tarde se cubrió
el atrio y calle de un inmenso gentío de ambos sexosy de todas
las clases. En medio de este concurso reverberaban una Matro-
na ilustre, el ciudadano presidente de la H. Sala Gobernador
interino de la provincia, el Sr.Jefe de Policía y el Sr. General
Ángel Pacheco. Todos estos señores en clase de ciudadanos,
hacían la reunión federal más entusiasta. Llegó la hora de ce-
rrarse la votación y se efectuó, y para conducirla al lugar desig-
nado por la ley se hizo necesario descolgar el retrato del Res-
taurador de las Leyes, y habiéndolo tomado en sus manos un
miembro de la comisión se dirigió a S.E. seguido de la música
y pueblo ... ".214

Las manifestaciones rituales que hicieron de cada fiesta cívi-
ca o religiosa una ocasión para renovar las adhesiones al régimen,
se mimetizaron también con los actos electorales.215 Su sacraliza-
ción rompió con las formas seculares -y de perfil más modesto y
austero- que había adoptado el sufragio luego de la revolución y,
especialmente, a partir de 1821.Asimismo, fueron novedosos cier-
tos mecanismos utilizados para ratificar-autorizar el poder del go-
bernador, los cuales convivieron con las elecciones anuales desti-
nadas a renovar la mitad de los miembros de la Sala. Aunque
nunca se repitió la experiencia del plebiscito tal como se imple-
mentó en 1835, sí se aplicaron estrategias plebiscitarias que asu-
mieron la forma de la tradicional petición~ En 1840,vencido el pe-
ríodo para el cual Rosas había sido designado gobernador y
reeditado el ritual de la renuncia indeclinable al cargo por parte
de éste, las autoridades locales (por sugerencia de ciertos diputa-
dos de la Sala), "instaron" a los habitantes de ciudad y campaña a



firmar peticiones en las que se solicitaba la reelección de Rosas
con los mismos poderes conferidos cinco años atrás. Se juntaron,
según figura en los Diarios de Sesiones, más de 16.000 firmas en
toda la provincia, considerándose "éste un acontecimiento histó-
rico" -tal como afirmaba en la Sala el diputado Garrigós- "pues
no se había visto hasta hoy una manifestación en masa de toda la
población, pidiendo la reelección del jefe de Estado". El mismo
diputado sostenía en esa ocasión que "los representantes del pue-
blo estarán siempre de acuerdo con la opinión general (para) san-
cionar lo que es únicamente reclamado por sus conciudada-
nos".216No cabe duda de que con este gesto se buscaba un tipo de
legitimación plebiscitaria; la ley estipulaba que la elección del go-
bernador estaba en manos de la Sal,a, adicta, por otro lado, a Ro-
sas. Sin embargo, si la amenaza siempre latente era la deliberación
en el seno de la Legislatura (de hecho el diputado citado hacía
mención a un rumor -según él infundado- de que "la Sala se ha-
lla dividida respecto del candidato que haya de suceder en el
mando aJ. M. de Rosas"), lo que se perseguía con esta especie de
consulta popular era la autorización del mundo elector. Su pro-
nunciamiento debía ser lo suficientemente relevante desde el pun-
to de vista cuantitativo como visible en su dimensión cualitativa
para ratificar definitivamente la autoridad del gobernador. A tal
efecto, el diputado Mancilla solicitó a la Sala "se publique diaria-
mente en La Gaceta una columna de estas actas con los nombres
de los que piden la reelección de nuestro Ilustre Gobernador de
la Provincia".

Las actas de estas peticiones reflejan, a diferencia de la docu-
mentación sobre las elecciones anuales, modalidades de "expre-
sión" de la opinión en la que se estaba lejos de la movilización re-
querida en los comicios. En la parroquia de la Concepción, por
ejemplo, las nueve firmas que encabezaban la petición correspon-
dían al juez de paz, dos comisarios, el cura de la parroquia y cin-
co personalidades de la Sociedad Restauradora. Luego aparecían
fórmulas como las siguientes: "el teniente coronel a nombre de él
y de cinco oficiales y ciento veinte individuos de tropa, Celestino
Vázquez"; 313 firmas a ruego (o por encargo a terceras personas);
pliegos con listas de nombres a cuyo final una rúbrica suscribía

por todos ellos; o "individuos que han prestado su voto y no saben
firmar". Conclusión: de un total de 1.163 peticionarios en esa pa-
rroquia, sólo 318 firmaron personalmente. Algo parecido ocurrió
en el resto de las parroquias de la ciudad, figurando en algunas,
como en la de San Nicolás, los componentes de las naciones afri-
canas Burundi, La Womber y los de la Conga. De la primera se
agrega el acta de la reunión realizada en su seno en la que se ex-
presa: "Ésta es señor la voluntad expresa de toda esta Nación, y la
prueba de ello es que remito la adjunta lista con sus nombres, pre-
viniendo que el que no supo firmar hizo el signo que se presenta
y fe de todo lo autoriza nuestro secretario".217 Son ya muy conoci-
dos los contactos entre Rosas y las naciones africanas y los apoyos

'd d '218que éste recibiera de aquellas en oportum a es como esta. .
Ahora bien, lo que por cierto reflejan estas actas es una modalI-
dad plebiscitaria menos "trabajosa" que la requerida por las elec-
ciones a la vez que menos restrictiva desde el punto de vista for-
mal. Aunque de manera informal e.~claro que los sufragan tes no
se ajustaban muchas veces a la ambigua condición de "hombre li-
bre o avecindado" -según estipulaba la ley de elecciones-, en el
caso de las peticiones, no hubo limitación alguna desde el punto
de vista legal para expresar el apoyo al gobernador. De hecho fir-
maban hombres libres o esclavos, nacionales o extranjeros, avecin-
dados o transeúntes.

No obstante toda esta demostración de apoyo, el ritual ple-
biscitario no hubiera sido lo suficientemente convincente si no
le seguía, una vez más, la renuncia tantas veces reiterada por el
gobernador al cargo al que se le designaba -que por otro lado
había dado origen a la escenificación de las peticiones- exigien-
do fuera reemplazado por otra persona. Este gesto, fundado
siempre en razones personales y domésticas -vinculadas a su sa-
lud y necesidad de reposo después de tantos "sacrificios" ofreci-
dos a la función pública-, obligaba a la Sala a duplicar la apues-
ta ya invocar el mandato del pueblo p~ra que Rosas aceptara el
cargo. Los diputados volvían a insistir manifestando que "los re-
presentantes del pueblo, que en esta vez no han hecho sino rati-
ficar el voto universal de la provincia, cargarían con una ilimita-
da responsabilidad, y traicionarían su conciencia, si vencidos de
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"1- Reunir las fuerzas de línea y milicias de ese departamento y
que todos los ciudadanos que existan en él, desde la edad de
15 años para arriba, sin distinción de ninguna clase, peones,
patrones, sirvientes, hombres de color y blancos, Chilenos,
Mendocinos, y de todas las otras provincias.
2- Conforme se hayan reunido, les hará Ud. la siguiente pre-
gunta: si quieren que el ilustre general Rosas gobierne o no la
República, si le quieren acordar un voto de confianza absolu-

lajusta estimación a VE. y el deseo de complacerle, se prestasen
a admitir su dimisión".219 Frente al nuevo rechazo del hasta ese
momento gobernador, se encontró una fórmula intermedia que
a la vez que salvar la formalidad legal -tan cara al Restaurador de
las Leyes- perpetuaba la situación de indefinición y, en conse-
cuencia, de reclamo plebiscitario de manera casi continua: Ro-
sas no aceptaba ser "elegido" por un nuevo período de cinco
años sino que prorrogaba su mandato por el término de seis me-
ses. A comienzos de 1841, una vez renovada la Legislatura, Rosas
aceptó una nueva prórroga luego de los reiterados pedidos de la
Sala y de sus renuncias "indeclinables", repitiéndose anualmen-
te el ritual de la "prórroga" y de la renuncia. El rechazo a una
nueva "elección" de carácter definitivo -con el respectivo jura-
mento al cargo que establecía la ley- dejaba en vilo a toda la so-
ciedad política, esperando con ello respuestas de adhesión per-
sonal aljefe de Gobierno cada vez más contundentes. Entre tales
respuestas cabe destacar la elaborada en el seno de un grupo de
conspicuos federales, quienes luego de un supuesto intento de
asesinato dirigido a Rosas, propusieron designar como "suceso-
ra" en caso de muerte del gobernador a su hija Manuelita. Estos
devaneos "monárquicos", inspirados en una especie de regla de
sucesión hereditaria a la criolla, aun cuando eran rechazados pú-
blicamente por su principal destinatario, reflejan el clima vivido
en aquellos años.

En 1849 se reeditó la convocatoria a una nueva petición, pe-
ro con características que la ubican a caballo entre el tradicional
petitorio y el plebiscito. Entre las instrucciones para su realización
figuraban las siguientes:
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to, y si es su voluntad conceder al Ilustre general todas las facul-
tades, poderes y derechos que tiene la provincia para que use
de estas facultades según lo juzgue conveniente para la felici-
dad de la Confederación.
3-Hecha la anterior pregunta, hará Ud. que todos los hombres
que estén por la afirmativa (... ) pongan su firma en el cuader-
no que se adjunta ... Para los que no sepan firmar (... ) pondrá
su nombre y apellido (".) y una cruz chica en señal de asenti-
miento.
4- A los que se nieguen a firmar las anteriores proposiciones,
los apuntará Ud. en una lista aparte y le remitirá Ud. al gobier-
no junto con la otra lista en un papel aparte (... )
El gobierno de la provincia quiere que ningún ciudadano por
pobre y desvalido que sea se quede sin firmar (... ) ".220

La petición-plebiscito fue realizada como indicaban las ins-
trucciones, presentándose un hecho curioso que ilustra los acon-
tecimientos. A las formas peculiares de expresar las firmas -ya re-
latadas en el petitorio de 1840- se le sumó la intervención del
Ministro británico al comunicarle al gobierno que varios súbditos
ingleses residentes en Buenos Aires lo habían consultado "para sa-
ber la conducta que debían adoptar con respecto a invitaciones
que habían recibido para firmar la petición" destinada a ser pre-
sentada a la Sala para que Rosas no abandonara el gobierno. Ro-
sas no tardó en contestarle diciéndole que aun cuando los extran-
jeros residentes no debían tener ingerencia en los asuntos del país
(cabe recordar que el episodio tenía lugar luego del bloqueo an-
glo-francés), no por ello les estaba vedado firmar "solicitudes"
siempre que se realizaran "gustosamente" y con el "previo permi-
so de la autoridad ejecutiva", El affaire culminó con la confección
de una nota firmada por 76 comerciantes ingleses, redactada en
inglés y enviada a su Majestad Británica, quien la envió con copia
y traducción al ministro de Relaciones Exteriores del Río de la Pla-
ta. La nota estaba lejos de asumir el tono adulatorio, faccioso e in-
flamado de la petición popular presentada en ese mismo momen-
to en la Sala por los jueces de paz de ciudad y campaña, pero no
dejaba por ello de prestar su cálido apoyo a la reelección del go-
bernador. 221
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Rosas se expidió casi un año después de ser presentada la pe-
tición. En su respuesta volvíasobre los tópicos acostumbrados, pe-
ro agregándole nuevos argumentos:

"La espontaneidad de esos votos, en el seno del orden en me-
dio del imperio de las leyes, del armamento de los ciudadanos
en sus mismas casas, de la ausencia de tropas de línea, y de la
expresión moral de los extranjeros que han asociado su testi-
monio a la petición de los ciudadanos, o manifestándolo en
otra forma, comprueba dignamente la solemnidad yvalidez de
tan expresivo unánime pronunciamiento. Más pudiera agitar-
se mi delicadeza al considerar que éste se ha hecho en circuns-
tancias que yomismo gobierno el país, y que diferencias respe-
tuosas hayan influido en algunos ciudadanos. Al presumir esta
circunstancia, sólo puedo referirme a sentimientos generosos
de mis compatriotas, y no a temor o coacción (... )
Por otra parte, aunque los ciudadanos influyentes del país en
su universalidad han sufragado libre y deliberadamente, no hay
sin embargo mayaría de los sufragantes hábiles de la provincia. En
los partidos de la campaña dista mucho la votación de aproxi-
marse a la mayoría. En unos ha sido escasa la votación, atento
el número de sufragantes, y en los otros, que son los más, ha si-
do tan reducida, que no llega a la quinta parte ".222

La casi grotesca descripción del evento como una gesta de
transparencia electoral y virtud cívica (para su ponderación, sólo
basta contrastarla con las instrucciones del gobierno antes citadas)
no era más que una respuesta a las continuas acusaciones realiza-
das por los exiliados opositores al régimen de que tanto esas peti-
ciones como las elecciones anuales para la renovación de la Sala
eran "farsas"organizadas sobre la base de amenazas y coacción. Pe-
ro 10 que más se destaca del mensaje de Rosas es la exaltación de
que sólo la soberanía del número podía dar legitimidad y base de
apoyo a una nueva reelección. Aunque no hemos podido hallar el
número de "peticionantes-sufragantes" que participaron en esta
ocasión (es llamativo, en este sentido, que se confundan en los do-
cumentos ambas condiciones), es claro que a Rosas la "cantidad"
de firmas obtenidas no le alcanzaban para su voraz necesidad de

convertir la abstracta noción de unanimidad en una realidad em-
píricamente demostrable a través de los números.

Las elecciones anuales para renovar los miembros de la Sala
convivieron, entonces, durante los diecisiete años de la gestión de
Rosas como gobernador con la suma del poder público, con estas
formas sui generis de demostración pública de adhesión a su per-
sona. Lo que tal convivencia demuestra es, por un lado, el arrai-
go que el régimen representativo había adquirido en Buenos Ai-
res de tal forma que Rosas no pudiera prescindir de él, y por otro,
la modalidad que adoptó el gobernador para devaluar el papel de
la Sala como junta electoral de segundo grado encargada de de-
signar al titular del Poder Ejecutivo al supeditar sus sucesivosnom-
bramientos y prórrogas indefinidas al veredicto "directo" del pue-
blo elector a través de peticiones y plebiscitos. El sufragio, en las
diversas formas y variantes adoptadas, se transformó en la herra-
mienta más eficaz para reemplazar la tan temida disidencia encar-
nada por facciones o grupos menores de la elite. Al limitar la le-
gitimidad al momento de la autorización electoral, Rosas buscó
superar lo que en aquellos años era evaluado como uno de los ma-
yores problemas políticos en el Río de la Plata: las divisiones y en-
frentamientos en el interior de la elite dirigente, cuya caja de re-
sonancia residía en la Sala de Representantes. Una vezmás, no era
la movilización de la plebe el objeto de los desvelos, sino las prác-
ticas creadas y encarnadas por quienes constituían la cúspide de
la pirámide electoral.

La nueva dinámica politica

Sin lugar.a dudas, uno de los rasgos más sorprendentes del ré-
gimen rosista fue haber logrado, en el marco de la ingeniería ins-
titucional rivadaviana, cambiar completsmente el sentido al que
aquélla aspiraba. Subordinar el papel de la Legislatura y suprimir
la competencia entre notables significó transformar, en la base, la
dinámica política construida a través de prácticas formales e in-
formales durante casi quince años de existencia del Estado pro-



"Hemos probado que los unitarios ni han formado ni forman
un partido político, y que la causa de la Federación es nacional,
adoptada por la casi universalidad de la nación; es puramente
la causa de la patria y no la de personas o partidos. "225

vincial. Sobre la plataforma de un faccionalismo llevado al exce-
so, el rosismo recuperó los viejos tópicos que veían en la división
facciosa o partidaria el foco de la anarquía, para avanzar en la
construcción de su régimen unanimista. Jorge Myers ya ha subra-
yado el papel que tuvo la oposición en el discurso rosista, lo que
nos exime de desarrollar tan importante cuestión para el tema que
nos ocupa en este libro.223 Sólo cabe recordar, a través de dos edi-
toriales de La Gaceta Mercantil, la distinción que la retórica adicta
al gobernador hizo entre partido y facción, punto especialmente
desarrollado por el autor antes citado:

"Lacausa santa de la Federación ni es un partido político ni de-
be considerarse como tal. Para que lo fuese sería necesario que
existiese otro partido político que equilibrase su influencia, que
invistiese justos títulos a una marcha y oposición legal, y que
consultase en su mismo triunfo el mantenimiento del orden pú-
blico y el bien general de la sociedad (... ) ¿Ydónde está en tre
nosotros ese partido constitucional? En su lugar ha existido so-
lamen te un bando criminal (... ) De una parte, la gran mayoría
de la Nación, la gran mayoría de los Pueblos de la República,
la Federación, en fin, se presenta en tendencia hacia la conso-
lidación del orden, y consecución de su prosperidad nacional;
de la otra, una reducida e inicua facción de asesinos, de anar-
quistas, de malvados se opone a los medios que facilitan las

.. "224conspIracIOnes....
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retórica del oficialismo. Al ser identificados al concepto de facción
-en virtud de la siempre recordada acción liderada por Lavalle en
1828 que rompió con la legalidad instaurada en 1821-10s unita-
rios quedaban, en esta representación, fuera del mundo político.
El pecado original de haber quebrantado las reglas de juego de
dicho mundo, los ubicaba, irremediablemente, dentro de los már-
genes de la ilegalidad y la guerra. Desde esta perspectiva, el llama-
do partido federal-ahora limitado a los leales a Rosas- podía avan-
zar en su gestión de gobierno, gozando de la ausencia absoluta de
una "oposición legal". Por ello se identificaba con nociones tan
omnipresentes como las de nación, patria, causa federal, univer-
salidad; los federales no se auto proclamaban como parte del uni-
verso político, sino como el todo que lo representaba.

Bajo esta argucia conceptual, que cruzaba tópicos del mundo
tradicional con el prejuicio que aún mantiene la retórica liberal
del temprano siglo XIX hacia la acción de partidos y facciones, el
rosismo justificaba la proscripción de la oposición en la práctica
política concreta. Ausencia cuyo corolario más inmediato fue la
subordinación de la Sala de Representantes al Poder Ejecutivo y
el consecuente desdibujamiento de la frágil división de poderes
preexistente. Aunque esta situación era reconocida con carácter
de excepcionalidad frente a los "principios republicanos de mo-
deración", se subrayaba, al mismo tiempo, la legitimidad de dicha
excepcionalidad en función de estar sustentada en el sufragio uná-
nime de los ciudadanos. En ocasión del Homenaje que la Sala de
Representantes le hizo al gobernador y Brigadier General D. Juan
Manuel de Rosas en 1842, se expresaba claramente este doble re-
conocimiento:
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Se hace patente durante todo el período aquí trabajado la
preeminencia de un nudo argumental que, sin oponerse a la no-
ción de partido y a la existencia misma de una pluralidad de par-
tidos compitiendo por el poder, niega tal condición a la oposición
unitaria. A pesar de que los unitarios estaban en el exilio y que la
oposición se había manifestado también dentro del prop.io parti-
do federal, eran los primeros los que cargaban con toda la fuerza

"Una misión tan difícil como extraordinaria debía encontrar
resistencias en los principios republicanos de moderación, que
formaron constantemente el carácter individual del esclareci-
do General Rosas. Firme en estos mismos principios, reiterada
fue su oposición a recibirse del mando supremo del Estado, en
toda la extensión que señalaba la citada ley del 7 de marzo de
1835. Pero las circunstancias exigentes del país, la decidida in-
sistencia de los Honorables Representantes, el voto en fin uni-
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versal de sus conciudadanos y habitantes de la Provincia, cuya
voluntad fue siempre una ley imperiosa para el respetable Ciu-
dadano en quien había recaído el sufragio de sus compatriotas,
pudieron más que los principios de modestia y excesivo repu-
blicanismo, que alejaron siempre de los puestos expectables y
eminentes al que en sus servicios no tuvo otras aspiraciones que
las de promover el interés y glorias de la patria".226

En el marco, entonces, de una legitimidad otorgada por "el
voto universal de los ciudadanos", Rosas procedió a renovar par-
te del funcionariado provincial -colocando en cada rincón de la
administración pública personajes que explícitamente hubieran
adherido a su gestión de gobierno- y a subordinar cada uno de
los poderes a su estricto control. Esta renovación no alcanzó sólo
a los miembros de la Sala de Representantes sino también a otras
altas autoridades como asimismo a las autoridades intermedias, es-
pecialmente a los juzgados de paz. Cabe recordar algo ya subraya-
do anteriormente: la importancia que para Rosas tuvieron tales
juzgados en la configuración de su régimen unanimista. A tal efec-
to, a partir de su primera gobernación, Rosas se encargó de reco-
rrer los pueblos de la provincia y evaluar el estado de su adminis-
tración. Sal días subrayaba, precisamente, la correspondencia que
sobre estos viajes dejó el gobernador, y las apreciaci0I?-es que hizo
en torno al funcionamiento de las autoridades locales de la pro-
vincia:

"Rosas se detuvo en todos los pueblos del norte y quiso darse
cuenta exacta de las cosas, llamando a los funcionarios y veci-
nos expectables, atendiendo las demandas, oyendo las opinio-

. nes y proveyendo a aquellas necesidades de carácter adminis-
t.rativo.En este camino tropezó con algunas dificultades ypudo
apreciar la negligencia con que las autoridades locales adminis-
traban los intereses de esos pobres pueblos. Es por demás cu-
rioso la correspondencia que sostuvo en est.esentido con sus mi-
nistros, a quienes apuntaba las razones que lo moVÍana pedirles
que hicieran cesar tales o cuales funcionarios civilesy militares
y las condiciones de los que debían reemplazar a éstos".227

Toda la dinámica política provincial pasó a estar controlada
por la estricta supervisión de quie? des~mpeñaba la más .~lta ma-
gistratura, de lo que es un fiel testImomo la documentaClon con-
servada en la Secretaria de Rosas. Un control que, naturalmente,
incluía al Poder Legislativo yJudicial y que ubicaba a la Sala de Re-
presentantes en un espacio de subordinación, asociado a la nega-
tiva concepción que el gobernador ten~a res~ec:o .de ~os ~uerpo.s
deliberativos. Rosas aceptó mantener la ll1gemena ll1stltuClonal n-
vadaviana, pero quitándole al principal cuerpo del ré~im~n polí-
tico la iniciativa otorgada en años anteriores. La contlnUldad de
la Legislatura bonaerense después de 1835 se plant~ó más co~o
una concesión otorgada por el propio Rosas al gobIerno provll1-
cial que como la natural consecuencia ~~ ~n sistema insti~ucional
que ya contaba con quince años, de tradlC~on. La car~ enVIada por
Rosas a la Legislatura, pocos dIas despues de asumIr el cargo en
1835, confirma el aserto:

"Últimamente, considerando el infrascrito que, a consecuencia
del ilimitado poder que se le ha confiado por el término de cin-
co años, tal vez haya quienes crean innecesaria en este tiempo
la existencia de la H. Sala de Representantes, yno pudiendo re-
signarse en ningún caso con la idea de que la Provincia carez-
ca de esta H. Representación, espera de los Sres. Representan-
tes, que aún cuando tengan a bien cerrar la Legislatura, y a la
vez suspender sus sesiones, harán que continúe la Honorable
Sala renovando cada año los Sres. Diputados que correspon-
da, ; observando todas las demás formalidades indispen~abl.es
para su conservación, que prescriben las leyes de la prOVInCIa,
a fin de que ésta no quede expuesta a una acefalía funesta y de
consecuencias irreparables ".228

Un solo representante de la Legislatura -el diputado Silvei-
ra- se manifestó sorprendido por los términos de la nota; se pre-
guntaba al respecto "por qué se extraña que siga la Sala, si en otra
ocasión ha tenido el Sr. D. Juan Manuel de Rosas facultades ex-
traordinarias, y ha seguido la Sala: ¿por qué no habrá de ser ~ho-
ra lo mismo?".229 Interrogante al que no dieron lugar los dIpu-
tados restantes; todos aceptaron que si la Sala continuaba en
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funciones, no era más que por la expresa voluntad del nuevo go-
bernador.

¿Con qué atribuciones quedaba, entonces, la Legislatura, al
serle otorgado al Poder Ejecutivo la suma del poder público? La
arenga que el diputado Arana dio en mayo de 1835 resume la res-
puesta: "Contrayéndome a los asuntos de que debe ocuparse la H.
Sala, diré que en mi concepto los asuntos marcados que única-
mente debemos tener en consideración, será los que él ponga al
juicio de los Sres. Representantes ... de manera que de hecho vie-
ne a resultar lo que voy a sujetar al juicio de los Sres. Diputados:
-que la Sala acuerde la continuación de sus sesiones en la próxi-
ma Legislatura para ocuparse solamente de los asuntos que so-
meta a su deliberación el P.E.".23oEn este sentido, el régimen no
hacía más que violentar una práctica institucional estatuida infor-
malmente desde la década del '20. De hecho, tal como se subra-
yó en capítulos anteriores, al no existir una constitución provin-
Cialni leyes orgánicas que delimitaran las atribuciones de los tres
poderes, el Ejecutivo avanzó sobre un terreno que se consideraba
"legal" sólo por omisión. Los propios representantes se encarga-
ban de recordarlo cuando algún atisbo constitucionalista asoma-
ba en el horizonte:

"... el Gobierno no necesita hoy de la sanción de la SaJa, ni. de
la concurrencia de ella; en el gobierno reside hoy la plenitud
del poder (... ) Precisamente en nuestro país más que en nin-
guno estamos expuestos a que esto suceda, por falta de una ley
orgánica de los poderes públicos, que determine los límites res-
pectivos de cada uno de ellos. Así es que, casi por instinto y por
buen sentido, el Legislativo, el Ejecutivo y elJudicial obran en
la órbita de sus facultades, porque no hay ninguna ley orgáni-
ca que los detalle".231

El poder asumido por el gobernador era legal -porque fue
otorgado por la Sala y no se oponía a ninguna ley escrita que pres-
cribiera lo contrario- y legítimo, en tanto fue ratificado unánime n-
te a travésdel sufragio de los ciudadanos en el plebiscito convocado
a tal efecto. De allí en más, la Salajugó el papel ratificador-adula-

dar del gobernador, perdiendo toda posibilidad de iniciativa y dis-
cusión. Esto era visto por la prensa opositora a Rosas editada en
Montevideo como una directa consecuencia del ejercicio de la
coacción. En ocasión de las sesiones celebradas en 1838 para apro-
bar la conducta de Rosas en el bloqueo francés, El Grito Argentino
afirmaba que "todo Buenos Aires sabe, por que lo vio, que los re-
presentantes no tuvieron ninguna libertad en esa ocasión; que los
de la Mazorca se apoderaron de las galerías de la Sala cargados de
puñales y pistolas ... ".232Aunque es posible que todavía se mani-
festaran ciertas leves y tímidas disidencias en la Sala -ya que en
1838no estaba consolidado el régimen unanimista-la apreciación
de los exiliados resulta ciertamente exagerada. La Legislatura ha-
bía entrado en un rápido e irremediable letargo del que sólo se
recupera parcialmente -según afirma Halperin- después de 1843,
una vez pasada la época del terror.233Hacia las postrimerías del
régimen la Sala parecía estar nuevamente empantanada en su an-
terior inercia. LosDiarios de Sesiones dejaron de publicarse en 1847
(el gobierno adujo escasez del erario) y los mensajes del goberna-
dor a la Sala asumieron, cada vez más, una dimensión ritual que
reflejaban el lugar de ésta frente aquél. En ocasión del mensaje de
apertura que el gobernador debía dar ell º de enero de 1851-eos-
tumbre que se había impuesto durante su gobierno, ya que antes
se hacía el 1º de mayo de cada año- Rosas solicitó a la Sala poster-
gar unos días su lectura, sin que esto significara alterar l~ ~pertu-
ra de la nueva Legislatura con los diputados electos en dICIembre
de 1850. El diputado Torres presentó entonces una moción en la
que proponía diferir la apertura de la Sala hasta que el goberna-
dor estuviera dispuesto a leer su mensaje, aduciendo la siguiente
razón para justificar la postergación:

"Yocreo Sres. que la solemne apertura del Mensaje será una
fría ceremonia que haría perder de su ~mportancia a aquel ac-
to, porque es constante que el pueblo al aproximarse la solem-
ne apertura de las sesiones ordinarias, espera este acto, con una
noble avidez, no por la ceremonia de la apertura, sino por la impor-
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Más allá de que la moción fue aprobada unánimemente, lo
que la cita destaca es el ritual que durante más de 15 años se fue
afianzando en la política porteña. Si el mensaje del gobernador
tuvo -desde que la Sala fue creada en 1821- un papel ciertamen-
te relevante, a partir de 1835 asumió una dimensión absoluta-
mente nueva. No sólo representaba una oportunidad para hacer
propaganda en torno a los logros del régimen, sino también la
ocasión para ratificar a la Sala en su papel receptivo y pasivo. La
fecha de apertura no era, pues, importante por el hecho de dar
comienzo a las deliberaciones de la Legislatura -tal como admi-
tía el diputado Torres- sino por recibir la palabra de quien en-
carnaba la suma de todos los poderes. El mensaje vino a cumplir,
así, un papel simbólico, que recordaba anualmente el espacio ca-
si virtual al que había quedado reducida la representación pro-
vincial.

Hasta su definitiva caída, el régimen rosista siguió conservan-
do todos los procedimientos formales del funcionamiento insti-
tucional de la provincia. En plena guerra contra Urquiza, conti-
nuó convocando y realizando elecciones para renovar a los
miembros de la Sala, abrió sus sesiones con la tradicional lectura
del mensaje -la que ocupaba varios días a los diputados- y siguió
reuniendo a la Legislatura que, como siempre, se negaba a acep-
tar las repetidas renuncias del gobernador. La importancia que
tuvo para el régimen este obsesivo apego a las formas revela una
de las mayores ambigüedades del rosismo. Ubicado en un com-
plejo punto de intersección entre modos tradicionales de conce-
bir la política -en el que se sitúa la concepción unanimista y la
visión orgánica yjerárquica de la sociedad- y formas más moder-
nas, en las que se cruzan también nociones muy diversas sobre el
ejercicio de la autoridad -tales como las que provienen de la in-
geniería institucional liberal y las procedentes de formas y prác-
ticas de tipo plebiscitarias-, el resultado fue la instauración de un
régimen que difícilmente pueda ser caratulado bajo conceptos
que destaquen unilateralmente algunos de estos aspectos. Pro-
ducto de un notable pragmatismo político, el rosismo intentó dar
una base políticamente sólida al crecimiento y prosperidad de
Buenos Aires -un objetivo caro al régimen- y dar respuesta alvie-

jo problema abierto por la revolución: la inestabilidad política.
En su solución, en la que indudablemente primó el aspectº coer-
citivo, la legitimidad fundada en la movilizaciónelectoral jugó un
papel fundamental: buscó reemplazar la deliberación entre los
grupos menores de la elite y crear, así, una autoridad que se qui-
so indiscutida.

!
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